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HONORABLE CÁMARA:

La Comisión  de Vivienda,  Desarrollo  Urbano y  Bienes Nacionales
informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, de origen en mensaje
de S. E. la Presidenta de la República.

I.- CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1.-  Idea matriz o fundamental del proyecto

Consiste en incrementar la transparencia del  mercado del  suelo y
captar  parte  de  las  plusvalías  derivadas de los  incrementos  de valor  por
ampliaciones del límite urbano a través de un nuevo impuesto.

2.- Normas de carácter orgánico constitucional o de
quórum calificado  

En el numeral 3 artículo primero del proyecto, el inciso tercero del
artículo 28 bis A tiene el carácter de norma de rango orgánica constitucional,
en virtud de lo dispuesto en los artículos 99, 113 y 118 de la Constitución
Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la
misma Carta Fundamental.

En el numeral 3 artículo primero del proyecto, los numerales 1. , 2.
del  artículo  28  bis  B  tiene  el  carácter  de  norma  de  rango  orgánico
constitucional, en virtud de lo dispuesto en los artículos 118, 119 y 113 de la
Constitución Política de la República,  respectivamente,  en relación con el
artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.

En el numeral 3 artículo primero del proyecto, la letra b) del artículo
28 bis E tienen el carácter de norma de rango orgánico constitucional, en
virtud de lo dispuesto en los artículos 113 y 118 de la Constitución Política de
la República, en relación con el  artículo 66, inciso segundo,  de la misma
Carta Fundamental.

En el numeral 5 artículo primero del proyecto, el inciso primero del
artículo 36 tiene el carácter de norma de rango orgánica constitucional, en
virtud de lo dispuesto en los artículos 113 y 118 de la Constitución Política de
la República, en relación con el  artículo 66, inciso segundo,  de la misma
Carta Fundamental.



En el numeral 6 artículo primero del proyecto, el inciso primero del
artículo 37 tiene el carácter de norma de rango orgánica constitucional, en
virtud de lo dispuesto en los artículos 113 y 118 de la Constitución Política de
la República, en relación con el  artículo 66, inciso segundo,  de la misma
Carta Fundamental.

En la letra a) del numeral 8 artículo primero del proyecto, el inciso
primero  del  artículo  43  tiene  el  carácter  de  norma  de  rango  orgánica
constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo  118 de la Constitución
Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la
misma Carta Fundamental.

En la letra c) del numeral 8 artículo primero del proyecto, la letra g)
que modifica el  inciso sexto del artículo 43 tiene el carácter de norma de
rango orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo  118 de
la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso
segundo, de la misma Carta Fundamental.

En  la  letra  b)  del  numeral  9  artículo  primero  del  proyecto,  que
modifica el inciso segundo del artículo 45 tiene el carácter de norma de rango
orgánica constitucional,  en virtud de lo dispuesto en el  artículo 118 de la
Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso
segundo, de la misma Carta Fundamental.

3.- Trámite de Hacienda  
 

Los artículos tercero y cuarto del proyecto son de competencia de
dicha Comisión.

4.- La idea de legislar del proyecto fue aprobada
por la unanimidad de las diputadas señorita Cariola, doña Karol; Carvajal,
doña Loreto; Fernández, doña Maya; Sepúlveda, doña Alejandra; y de los
diputados señores Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto; Norambuena,
don Iván; Tuma, don Joaquín, y Urrutia, don Osvaldo.

5.- Artículos o indicaciones rechazados

La indicación de los diputados señores García, Norambuena, Paulsen,
Urrutia don Osvaldo y señora Nogueira a la letra a) del artículo 28 bis C,
agregado  por  el  numeral  3  del  artículo  primero,  para  intercalar,  a
continuación de la expresión "que informará", la palabra "semestralmente". 

Por  su parte,  la  diputada señora Sepúlveda formuló una indicación
para modificar la letra a) en el mismo sentido.

La diputada señora Sepúlveda formuló indicación para agregar en la
letra  a),  a continuación de la  palabra "precio",  la  frase "tanto fiscal  como
comercial".

Los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo y señora Nogueira formularon indicación para intercalar en la letra a)
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del artículo 28 bis C, a continuación de la expresión "y nacional", la frase
"consignando  de  manera  desagregada  los  precios  efectivos  de  cada
transacción y las características de los bienes raíces transados", precedida
de una coma (,).

El literal ii) de la letra b) del numeral 8 del artículo primero, que elimina
el numeral 5 del  artículo 43 de la LGUC, fue rechazado por la Comisión.

Los  diputados  señor  Espinoza y  señora  Fernández formularon una
indicación  para  introducir  en  el  artículo  primero  el  numeral  11  que  fue
rechazado por la Comisión.

El numeral 2 del artículo tercero del proyecto que modifica el artículo
8° en el siguiente sentido: a) Elimínase de su inciso primero la frase “con
urbanización”;  b)  Elimínase  su  inciso  segundo,  pasando  a  ser  su  inciso
tercero, segundo, y así sucesivamente, y c) Sustitúyase en su inciso cuarto,
que  pasó  a  ser  tercero,  la  frase  “declaradas  como  abandonadas  y  las
correspondientes a pozos lastreros”, por las expresiones “a que se refiere el
inciso primero de este artículo,”, fue también rechazado por la Comisión.

Los diputados señores García, Norambuena, Urrutia don Osvaldo y
señora Nogueira formularon una indicación para incorporar un inciso final al
artículo 1° del artículo cuarto del proyecto.

6.- Se designó Diputado Informante al  señor JARPA, don CARLOS
ABEL.

*                          *   

La  Comisión  contó  con  la  asistencia  de la  señora  Paulina  Saball,
Ministra  de  Vivienda  y  Urbanismo;  de  los  señores  Alejandro  Micco,
Subsecretario  de  Hacienda;  Juan  Alberto  Rojas,  Director  del  Servicio  de
Impuestos  Internos;  Pablo  Contrucci,  Jefe  de  la  División  de  Desarrollo
Urbano; de la señora Jeannette Tapia, asesora legislativa del Ministerio de la
Vivienda y Urbanismo; del señor Enrique Rajevic, asesor del Minvu, y de los
asesores del Ministerio de Hacienda, señor Francisco Saffie y señora Paula
Benavides.

Concurrieron  especialmente  invitados  los  señores  (as)  Patricio
Donoso;  Vicepresidente;  Fernando Herrera,  Presidente de la  Comisión de
Urbanismo,  y  Tomás  Riedel,  Coordinador  Territorial  de  la  Gerencia  de
Estudios, todos de la Cámara Chilena de la Construcción (CChC); Marcelo
Segura, Malik Mograby e Isabel Flores, todos de la Asociación Chilena de
Municipalidades (ACHM);  Luis  Eduardo Bresciani,  Presidente  del  Consejo
Nacional  de Desarrollo  Urbano (CNDU);  Slaven Razmilic,  Investigador  del
Centro de Estudios Públicos; Paulina Henoch y Sergio Morales, del Instituto
Libertad  y  Desarrollo;  Genaro Cuadros,  Director  del  Laboratorio  Ciudad y
Territorio  de  la  UDP;  Patricio  Herman,  Presidente  de  la  Fundación
Defendamos  la  Ciudad;  Ericka  Farías  y  José  Riquelme,  Asesores  de  la
Fundación  Jaime  Guzmán;  Pilar  Urrejola,  Presidenta  del  Colegio  de
Arquitectos  de Chile;  la  señora  Vivianne Blandot,  Presidenta  del  Consejo
para  la  Transparencia,  y  los  señores  Agustín  Pérez,  Presidente  de  la
Asociación Nacional de Directores de Obras Municipales, y Yuri Rodríguez,
dirigente de la Asociación y Director de Obras Municipales de Casablanca.
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II.- ANTECEDENTES

A. Consideraciones y fundamentos del proyecto  

En el mensaje se hace presente que el programa del actual Gobierno
planteó la necesidad de contar con ciudades equitativas y justas, integradas
socialmente y construidas en forma democrática y participativa. Además, tanto
el Consejo Asesor Presidencial  contra los  conflictos de  interés, el  tráfico de
influencias y la corrupción como el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano, se
han pronunciado por mayor transparencia y participación en la planificación
urbana. El  primero  propuso  “Aumentar  las  instancias  de  participación
ciudadana durante los procesos en que se realicen cambios en los planos
reguladores, procurando que sean representativos de la comunidad afectada, y
que se utilicen sus resultados como antecedentes que justifican las decisiones
en la materia”. Asimismo, el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano, en sus
recientes  recomendaciones  para  una  política  de  suelo  para  la  Integración
Social  Urbana, postuló “ampliar  las instancias de participación ciudadana a
todos los ámbitos de la planificación urbana y desarrollo de proyectos de obras
del  Estado,  en una etapa temprana,  estableciendo por ley las obligaciones
asociadas a los procesos de participación ciudadana y los casos en que será
obligatorio realizar consultas públicas”. 

Por otra parte, el Consejo Asesor Presidencial  contra los  conflictos de
interés, el  tráfico de influencias y la  corrupción sugirió “Estudiar medidas que
permitan que el Estado capture una mayor parte de las ganancias asociadas a
su propia acción, por ejemplo, en casos de cambios de uso de suelo desde
agrícola a urbano, que hoy no se captan a través de las actualizaciones de los
avalúos o de los impuestos a las ganancias de capital”.

Tres  son  los  objetivos del  proyecto,  según  el  mensaje:  mejorar  los
niveles  de  transparencia  del  mercado  del  suelo,  perfeccionar  el  impuesto
territorial y, en el caso puntual de los cambios de uso de suelo desde agrícola a
urbano, establecer un tratamiento tributario específico para que los incrementos
de valor generados en este proceso sean compartidos, en mayor medida, con
la comunidad entera.

Se argumenta, que el mercado del suelo, por su naturaleza, tiende a la
opacidad, lo que dificulta la competencia de los actores que intervienen en él,
incrementa los precios y posibilita conductas indebidas. Para combatir estos
fenómenos  se  propone,  primero,  profundizar  y  anticipar  las  instancias  de
participación existentes en los instrumentos de planificación territorial; segundo,
facilitar el acceso a la información contenida en aquéllos; tercero, implementar
en el Ministerio de Vivienda y Urbanismo un observatorio del mercado del suelo
que permita generar mayores simetrías de información entre los agentes que
participan del mercado, y, por último, facilitar el acceso y ampliar la información
que  contiene  el  Catastro  de  Bienes  Raíces  que  mantiene  el  Ministerio  de
Bienes Nacionales.

Se plantean  en el proyecto  modificaciones al impuesto territorial, que
permitirán  facilitar  su  actualización  cuando  ocurren  cambios  en  los

4



instrumentos  de  planificación  territorial,  asegurando  su  aplicación  ante
aumentos  importantes  en  el  valor  de  los  bienes  raíces  y  ampliando  la
operatoria  de  la  sobretasa  a  los  sitios  eriazos  buscando  impedir  sus
externalidades negativas.

Se establece un impuesto que permita al Estado capturar una mayor
parte del incremento del valor que experimentan los bienes raíces en aquellos
procesos de cambio de los Planes Reguladores que incluyen una ampliación
del límite urbano, gravando con una tasa de 10% el incremento de valor que se
produzca en dichos casos, cuyo cobro se materializará en el momento de la
enajenación del inmueble.

B. Contenido del proyecto  

El  proyecto modifica la Ley General  de Urbanismo y Construcciones
(LGUC)  en  los  siguientes  aspectos:  el  adelantamiento  de  la  participación
ciudadana, el reforzamiento de la participación existente y la coordinación con
la  establecida  en  el  procedimiento  de  evaluación  ambiental  estratégica,
medidas para favorecer  el  acceso a la  información de los instrumentos de
planificación territorial,  observatorios del mercado de suelo urbano y de los
instrumentos de planificación territorial, entre otros.

Se exige que el diseño o elaboración de los Planes Urbanísticos o sus
modificaciones se inicie formulando la “imagen objetivo” del desarrollo futuro de
la ciudad, en términos comprensibles y didácticos para la ciudadanía,  para
luego someterlo a un proceso de consulta pública que permita discutir  sus
principios básicos y elaborar un mejor anteproyecto. Este proceso considerará:

i. La publicación de los objetivos generales y principales elementos del
instrumento a elaborar, las alternativas de desarrollo por las que se optaría y
los cambios que provocarían respecto de la situación existente;

ii. La exposición pública del proyecto y audiencias ciudadanas;

iii. Información del proceso a las organizaciones de la sociedad civil y
demás interesados por carta certificada para fomentar su participación y la
presencia en el debate de todos los puntos de vista;

iv.  Una  presentación  al  consejo  comunal  de  organizaciones  de  la
sociedad civil, tratándose de instrumentos de ámbito comunal, y

v. El derecho de los interesados a formular observaciones hasta 30 días
después de iniciado el procedimiento de participación.

Vencido este último plazo deberán informarse las opiniones al Consejo
Regional o Concejo Municipal, según corresponda, para que las considere y
decida los términos en que se diseñará, en definitiva, el anteproyecto de plan. 

Por último, cuando se proyecten cambios en los límites urbanos, deberá
notificarse al Servicio de Impuestos Internos para efectos de la aplicación de
las medidas sobre plusvalías.
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La  elaboración  y  modificación  de  los  instrumentos  de  planificación
territorial queda sujeta al procedimiento de evaluación ambiental estratégica en
virtud de la ley N° 20.417, que exige un proceso de consulta pública en su
etapa de aprobación. 

Las  medidas  para  favorecer  el  acceso  a  la  información  de  los
instrumentos de planificación territorial implica que no sólo las ordenanzas de
los instrumentos de planificación territorial deben estar disponibles en los sitios
web del Municipio (Planes Reguladores Comunales) o la Secretaría Regional
del  Ministerio  de  Vivienda  y  Urbanismo  respectiva  (Planes  Reguladores
Intercomunales), sino también sus planos, su memoria explicativa y su informe
ambiental.

Luego, se exige publicar, además, un resumen ejecutivo del instrumento
de planificación territorial.

Para promover la transparencia del mercado del suelo se encomienda al
Ministerio de Vivienda y Urbanismo mantener dos sistemas de información en
internet:

Un  observatorio  del  mercado  del  suelo  urbano  que  informará  de  la
evolución  de  los  precios  de  los  bienes  raíces  a  nivel  comunal,  regional  y
nacional,  a  través de los datos  que para  este fin  deberá  proporcionarle  el
Servicio de Impuesto Internos, y

Un sistema de información de los procesos de diseño y aprobación de
los instrumentos de planificación territorial, así como de sus modificaciones.
Para estos efectos, las Municipalidades y los Gobiernos Regionales deberán
suministrarle la información que señale la Ordenanza de esta ley.

Se establece un nuevo inciso en el artículo 3° del decreto ley N° 1.939,
de 1979,  para  hacer  más transparente  la  información sobre  el  catastro  de
bienes raíces que actualmente administra el Ministerio de Bienes Nacionales.
Para estos efectos, se establece la obligación de mantener estos antecedentes
en un sistema informático, disponible en su sitio web, que permita conocer la
ubicación, avalúo, titularidad, destino y demás antecedentes que determine el
reglamento.

El proyecto modifica el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1, de
1998, sobre impuesto territorial,  estableciendo que el Servicio de Impuestos
Internos deberá  reavaluar,  en  el  período comprendido entre  dos reavalúos
nacionales, a aquellas comunas o sectores de éstas en que se produzca una
ampliación  en  el  límite  urbano  como  consecuencia  de  la  aprobación  o
modificación de un plan regulador.  En el  mismo artículo,  se establece que
tratándose  de  aquellos  predios  cuyo  avalúo  se  determine  entre  reavalúos
nacionales,  se  les  girará  el  total  del  impuesto  reavaluado,  en  el  semestre
anterior al que corresponda aplicarle el nuevo avalúo fiscal.

Se  modifica  igualmente  el  artículo  8°,  estableciendo  que  los  bienes
raíces no agrícolas afectos a impuesto territorial, ubicados en áreas urbanas y
que correspondan a sitios no edificados, tengan o no urbanización, pagarán
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una sobretasa del 100% respecto de la tasa vigente del impuesto. Se elimina
igualmente la limitación a la aplicación de la sobretasa, establecida en el inciso
segundo de este artículo,  referida a proyectos de subdivisión o loteo,  cuya
superficie sea superior a cincuenta hectáreas, donde la sobretasa referida se
aplicaba  transcurrido  el  plazo  de  diez  años  contado  desde  la  fecha  de
recepción definitiva, total o parcial, de dichas obras de urbanización.

En el artículo cuarto se propone crear un nuevo impuesto que grava el
mayor valor obtenido por ampliaciones de los límites urbanos. Se trata de un
impuesto a la renta con una tasa de 10% que se aplicará sobre el mayor valor
obtenido en aquellas enajenaciones a título oneroso de bienes raíces situados
en Chile, o de los derechos reales constituidos en ellos o de cuotas poseídas
en comunidad respecto de tales bienes, que se encuentren en zonas incluidas
en un proceso de ampliación del límite urbano.

Este impuesto se aplicará a las enajenaciones que se efectúen una vez
iniciado el proceso de ampliación del límite urbano, según se establece en la
presente iniciativa, y hasta la primera enajenación que se realice después de la
publicación en el Diario Oficial del plan regulador que amplíe dicho límite. 

La parte del mayor valor gravado, corresponderá al incremento de valor
experimentado en el proceso de ampliación del límite urbano, de acuerdo a las
reglas que se definen para ese efecto.

El nuevo gravamen no será aplicable a aquellas enajenaciones que se
realicen transcurridos dieciocho años contados desde la fecha de publicación
en el Diario Oficial del plan regulador que amplíe el límite urbano, o desde el
cumplimiento de un plazo de siete años a contar del inicio del  proceso de
ampliación del límite urbano. Esta excepción no se aplicará cuando los bienes
se enajenen en el marco de operaciones de leasing.

Con  todo,  si  la  modificación  que  amplía  el  límite  urbano  fuese
rechazada, no será aplicable el impuesto respecto de aquellas enajenaciones
posteriores.  Tampoco  se  aplicará  el  impuesto  respecto  de  aquellas
enajenaciones de bienes raíces que ocurran con posterioridad a su exclusión
de  la  zona  de  ampliación  del  límite  urbano,  por  modificaciones  al  plan
regulador, ni en los casos de enajenaciones forzadas en cumplimiento de una
ley especial o general que autorice la expropiación por causa de utilidad pública
o interés nacional.

Asimismo, el impuesto que se propone crear no se aplicará a aquellas
enajenaciones en que el precio o valor asignado a ellas no exceda, a la fecha
de la enajenación, del equivalente a 5.000 unidades de fomento. 

Igualmente,  este  impuesto  se  aplicará  con  independencia  de  lo
establecido en el artículo 17 número 8 letra b) de la Ley sobre Impuesto a la
Renta o del régimen general de tributación que resulte aplicable al mayor valor
obtenido en las enajenaciones referidas conforme a dicha ley y sin perjuicio de
la  tributación  que  resulte  aplicable  conforme  a  las  disposiciones  antes
señaladas
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Finalmente, se propone que la parte del mayor valor que corresponda al
incremento de valor experimentado en la ampliación del límite urbano derivado
de un proceso de cambio a un plan regulador se determine deduciendo del
valor  comercial  final  el  valor comercial  inicial  que corresponda.  El  proyecto
establece  la  forma  en  que  estos  valores  se  determinarán  y  reajustarán
(artículos 5º, 6º, 7º, 8º y 9º). 

C. Normas que se relacionan o modifican con el proyecto
 
1) El decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda
Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones;

2) El decreto ley N° 1.939, de 1979, del Ministerio de Tierras y Colonización,
que  establece  Normas  sobre  adquisición,  administración  y  disposición  de
Bienes del Estado;

3) El decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Hacienda, que
fija el  texto refundido,  coordinado, sistematizado y actualizado de la ley N°
17.235 sobre Impuesto Territorial, y

4) La ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto
refundido, coordinado y sistematizado se contiene en el decreto con fuerza de
ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior.

III.- DISCUSIÓN GENERAL DEL PROYECTO

La señora Paulina Saball,  Ministra de Vivienda y Urbanismo, hizo
presente que el proyecto de ley en referencia forma parte de la agenda de
transparencia que la Presidenta de la República anunció después de recibir
las recomendaciones de la Comisión Engel. Sostuvo que, junto con dichas
recomendaciones, la iniciativa se hace cargo de aquellas que planteara el
Consejo Nacional de Desarrollo Urbano (CNDU) en materia de política de
suelos. Se trata de un proyecto conjunto de los Ministerios de Vivienda y de
Hacienda,  por  cuanto  uno de sus capítulos  introduce modificaciones a  la
LGUC  y  al  decreto  ley  Nº  1.939,  sobre  adquisición,  administración  y
disposición de bienes del Estado, y los otros dos modifican las normas sobre
impuesto a la renta e impuesto territorial. 

Entrando en materia, señaló que los ejes de la iniciativa dicen relación
con la transparencia, la justicia en las contribuciones de bienes raíces y un
tributo a los cambios de uso del suelo de rural a urbano. De ahí que sus
objetivos sean:

- Mejorar los niveles de transparencia del mercado del suelo.

- Mejorar la eficiencia, oportunidad y equidad con que se captura el
incremento de valor asociado al cambio en el uso del suelo por la vía del
impuesto territorial.
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- Establecer un impuesto que permita capturar una mayor parte del
incremento de valor asociado a las modificaciones de los planes reguladores
que incluyan una ampliación del límite urbano.

Con  respecto  al  primer  objetivo,  precisó  que  la  Comisión  Engel
propuso las siguientes medidas:

- Adelantar la oportunidad de la participación.

-  Aplicarla  en  IPT  (instrumentos  de  planificación  territorial)  que
actualmente  carecen  de  ella,  como  por  ejemplo,  los  planes  reguladores
intercomunales. 

- Exigir que la autoridad se haga cargo de las observaciones recibidas.

- Elevar la publicidad del proceso de diseño de los IPT. 

A su vez, el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano sugirió:

-  Que  la  participación  en  IPT  sea  temprana,  amplia,  informada,
transparente y efectiva.

- Integrar la participación ambiental (Evaluación Ambiental Estratégica
incorporada en los IPT) con la participación urbanística que corresponde a
todo plan regulador. 

Acogiendo  tales  recomendaciones,  el  proyecto  contempla
modificaciones a la Ley General de Urbanismo y Construcciones que tienen
por objeto:

- Adelantar la etapa de participación ciudadana por la vía de incorporar
una nueva etapa en la tramitación de los IPT que consistiría en una consulta
pública  sobre  la  imagen  objetivo  de  los  mismos.  Esto  es,  no  iniciar  tal
participación cuando el anteproyecto de plan regulador ya existe y constituye
un  instrumento  técnico,  sino  cuando  es  todavía  posible  explicar  a  la
ciudadanía en forma sencilla qué cambios se pretende introducir. 

- Reforzar la participación existente y coordinarla con la establecida en
el procedimiento de evaluación ambiental estratégica, para concluir con el
anteproyecto de IPT.

- Establecer medidas para favorecer el acceso público a la información
de los IPT. 

- Crear observatorios del mercado del suelo urbano, que mantengan
información actualizada de su valor según datos originados en el SII, y del
estado de tramitación de los IPT.

En cuanto a la nueva etapa en la tramitación de los IPT, se planteó
que la elaboración de los planes reguladores o sus modificaciones deberán
iniciarse formulando una "imagen objetivo", que se refiere a lo que se espera
del  desarrollo  futuro  de  la  ciudad.  Esta  imagen  objetivo  deberá  ser
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comprensible y didáctica para la ciudadanía, y será sometida a una consulta
pública  para  definir  sus  principios  básicos,  que considera  instancias  para
fomentar  la  participación  ciudadana  y  el  derecho  de  los  interesados  a
formular  observaciones  hasta  quince  días  después  de  expirado  el  plazo
establecido.  Tras  la  consulta,  la  autoridad  deberá  pronunciarse  y  decidir
criterios para el diseño del anteproyecto de plan regulador. De esta manera,
la participación temprana orientará a la autoridad respecto del IPT y evitará
que la ciudadanía se entere cuando ya el proyecto esté elaborado.

Respecto  de  otras  medidas  para  aumentar  la  participación  y  la
transparencia, se considera la exigencia de publicar en la página web del
municipio respectivo y del Minvu un resumen ejecutivo de los IPT vigentes,
en  un  lenguaje  claro  y  sencillo,  y  un  mecanismo  simple  para  generar
versiones actualizadas de los planos y textos refundidos y sistematizados de
sus ordenanzas. 

Finalmente, se introducen modificaciones al decreto ley Nº 1.939, de
1977, que recogen las recomendaciones del CNDU en el sentido de procurar
una gestión pública transparente y eficiente de los terrenos fiscales a través
de un catastro del suelo público, para lo cual se obliga al Ministerio de Bienes
Nacionales  a  poner  a  disposición  de  la  comunidad,  en  un  sitio  web,  el
catastro  de  los  bienes  raíces  de  administración  estatal,  que  incluya
información  sobre  su  ubicación;  avalúo;  titularidad,  destino  y  otros
antecedentes que señale el reglamento.

El señor  Alejandro Micco, Subsecretario de Hacienda, se refirió al
acápite del proyecto que procura una determinación más justa y eficaz del
Impuesto Territorial  (IT),  tomando en cuenta lo planteado por la Comisión
Engel  y  por  el  Consejo  Nacional  de  Desarrollo  Urbano.  Para  ello,  se
introduce una primera modificación en la ley N° 17.235, con el propósito de
que los avalúos de los bienes raíces para efectos de la determinación y pago
del  impuesto sean oportunos y justos.  Esto,  porque muchas veces,  en el
período  comprendido  entre  dos  reavalúos  nacionales,  ocurren  ciertos
eventos gatillados por acciones del Estado que hacen que cambie el valor de
los  terrenos  (por  ejemplo,  aprobación  o  modificación  del  plan  regulador
comunal). Por eso se establece que el SII deberá ser informado sobre estos
cambios en los IPT para que proceda de inmediato a reavaluar los bienes
raíces de aquellas comunas o sectores de éstas en que se produzca una
ampliación en el límite urbano, de modo que el nuevo avalúo fiscal refleje
oportunamente el aumento de valor de las propiedades. 

Al mismo tiempo, el proyecto hace más eficaz el cobro del IT por este
aumento de valor, pues en el sistema actualmente vigente (incisos tercero y
cuarto  del  artículo  3°  de  la  ley)  se  prevé que,  cuando las contribuciones
aumenten en más de 25% respecto de las giradas en el semestre anterior, la
parte  que exceda deberá incorporarse a razón del  10% máximo en cada
semestre posterior. Es decir, si el avalúo fiscal de una propiedad era 100 y
pasa a ser 200, no se pueden aumentar las contribuciones inmediatamente
por el total de la diferencia, sino en forma paulatina: 25% el primer semestre
y hasta 10% en los siete semestres siguientes. Esto, lleva a que el avalúo
fiscal de algunas propiedades nunca llegue al que corresponde de acuerdo a

10



la ley porque el aumento de valor excede el 95% que es posible incorporar
en los ocho semestres establecidos. Esto se modifica, disponiendo que en el
último  semestre  anterior  al  reavalúo  se  incorpore  a  la  tasación  de  cada
inmueble todo el aumento de valor que faltare para completar el 100% del
avalúo fiscal que se hubiere determinado para el periodo previo, de modo
que  las  contribuciones  se  paguen  siempre  sobre  una  base  impositiva
correcta.

Una segunda modificación a la  ley N° 17.235 retrotrae la  situación
tributaria de los sitios eriazos a la que existía antes de la entrada en vigencia
de la ley N° 20.280, que eliminó la sobretasa para los predios urbanos no
edificados.  Así,  el  proyecto  dispone  que  los  bienes  raíces  no  agrícolas
afectos a impuesto territorial, ubicados en áreas urbanas y que correspondan
a sitios no edificados, tengan o no urbanización, pagarán una sobretasa del
100% respecto de la tasa vigente del IT. Se elimina, además, la limitación
referida a proyectos de subdivisión o loteo, cuya superficie sea superior a
cincuenta hectáreas, donde la sobretasa referida se aplicaba transcurrido el
plazo de diez años contado desde la fecha de recepción definitiva, total o
parcial, de las obras de urbanización. Lo anterior tiene por objeto evitar que
alguien  tenga  un  terreno  abandonado  en  medio  de  la  ciudad  cuyo  valor
aumente exclusivamente debido a mejoras introducidas por los propietarios
de  los  predios  vecinos  o  por  el  Estado,  lo  cual,  además,  favorece  un
desarrollo  más  homogéneo  y  compacto  de  las  ciudades,  impidiendo  que
haya áreas no urbanizadas en medio de ellas o que estas deban expandirse
en demasía con todos los costos que ello implica.

Un tercer acápite del proyecto tiene por objeto crear un impuesto que
permita  capturar una mayor parte  del  incremento de valor asociado a las
modificaciones de los planes reguladores (PR) que incluyan una ampliación
del límite urbano. Explicó el Subsecretario que, a diferencia de la enmienda
comentada  anteriormente,  donde  los  cambios  en  los  IPT  generan  una
retasación fiscal de las propiedades para efectos del pago de contribuciones,
el aumento de valor de los terrenos derivado de su transformación de rurales
a  urbanos,  por  efecto  de  la  aprobación  o  modificación  de  los  planes
reguladores, sería la base de un nuevo impuesto que permitiría capturar la
plusvalía  originada  en una acción  estatal  (en  este  caso,  municipal).  Este
impuesto difiere del que grava la ganancia de capital derivada de mejoras
efectuadas por el dueño del predio o de otra acción privada. 

En  cuanto  a  su  funcionamiento,  agregó  el  Subsecretario  que  este
impuesto se aplicará sobre el mayor valor obtenido en las enajenaciones de
bienes  raíces  que  se  encuentren  en  zonas  incluidas  en  un  proceso  de
ampliación del límite urbano. Las enajenaciones que estarán gravadas serán
las que ocurran a partir  del  acuerdo del  concejo municipal  o  del  consejo
regional, de los términos en que se procederá a diseñar el anteproyecto de
plan que amplíe el límite urbano, hasta la primera enajenación que se realice
después de la publicación en el Diario Oficial del plan regulador que amplíe
dicho límite. En otras palabras, se aplicará un impuesto con tasa del 10% a
todo terreno que, debido a un cambio del uso del suelo de rural a urbano por
el  respectivo  PR,  aumente  su  valor.  Para  determinar  la  base  del  nuevo
impuesto,  desde  el  momento  en  que  el  concejo  municipal  o  el  consejo
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regional respectivo establezcan la imagen objetivo que servirá para elaborar
el anteproyecto de nuevo plan regulador, comenzará a correr un plazo dentro
del cual cualquier enajenación posterior deberá pagar una sobretasa del 10%
sobre el mayor valor generado por el cambio de uso del suelo de agrícola a
urbano. Para determinar este mayor valor, una vez que el municipio o Core
anuncien  la  imagen  objetivo,  el  SII  deberá  fijar  como valor  de  referencia
inicial de los terrenos ubicados dentro del perímetro afectado por el cambio
de uso del suelo, el avalúo fiscal que hayan tenido al 31 de diciembre del año
anterior a la publicación de la imagen objetivo. Así, si transcurrido un año
después de esta publicación se vendiera alguno de esos terrenos, al precio
de venta final  deberá restársele el  valor de referencia inicial  y sobre esta
diferencia se aplicará la tasa del 10%. 

Si más tarde se aprueba un nuevo PR y se cambia efectivamente el
uso del suelo, el  SII  deberá practicar una nueva tasación de los terrenos
incorporados al  área urbana de la  comuna o  región,  la  cual  servirá  para
determinar la base del IT y constituirá también el precio final del terreno que
se enajene, al que deberá restarse el valor de referencia inicial –anterior al
anuncio de la imagen objetivo-- para efectos del impuesto adicional derivado
del cambio de uso del suelo. 

De esta forma, se logra que el nuevo impuesto se cargue solamente
sobre el aumento de valor de los terrenos derivado del anuncio de que se va
a cambiar el uso del suelo, o de su cambio efectivo. No se quiere que haya
una sobretasa sobre aumentos de valor de la tierra que se deban a otra cosa
(por ejemplo, construcción de obras en los alrededores). Tampoco se quiere
aplicar  una  sobretasa  por  el  simple  hecho  de  que  el  crecimiento  de  la
economía  genere  un  aumento  de valor  de  los  bienes raíces.  Para  evitar
aquello, el valor inicial de referencia se va a reajustar de acuerdo a un índice
apropiado,  mayor  que el  IPC,  que será fijado a  través de un reglamento
dictado por el Ministerio de Hacienda. Para ilustrar la situación descrita, el
Subsecretario de Hacienda se sirve del siguiente esquema:
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En la imagen, además de lo explicado previamente, se puede apreciar
que el valor de referencia inicial  después de la primera venta posterior al
anuncio de la imagen objetivo o a la aprobación del nuevo PR, será el precio
fijado  por  las  partes  en  la  venta  inmediatamente  anterior,  debidamente
reajustado.

Otras situaciones que el Ejecutivo no quiere que se produzcan son:

- Que el nuevo impuesto grave la venta de terrenos de muy bajo valor.
Por ello, quedarán exentos de este tributo los bienes raíces cuyo precio de
venta no exceda el equivalente a 5.000 UF, según el valor de ésta a la fecha
de la  enajenación.  En todo caso,  cuando proceda,  el  impuesto  sólo será
aplicable en el  momento en que se verifique la enajenación del  bien raíz
respectivo.

-  Que  la  modificación  del  PR  que  amplía  el  límite  urbano  sea
rechazada  o  que  el  bien  raíz  de  que  se  trate  sea  excluido  de  la  zona
ampliada, en cuyo caso no será aplicable el impuesto para las enajenaciones
que ocurran con posterioridad a estos eventos. 

- Que transcurra demasiado tiempo desde la publicación de la imagen
objetivo  y  que  el  cambio  del  PR  se  dilate  excesivamente.  En  tal
circunstancia,  pasados siete años de aquella publicación, el  SII  practicará
una  nueva  tasación  de  los  inmuebles  comprendidos  en  la  eventual
ampliación  del  límite  urbano,  la  que  constituirá  su  precio  de  venta  final,
presumiéndose  que  cualquier  aumento  de  valor  experimentado  con
posterioridad a ese reavalúo obedece a otras causas.
 

- Que el valor de venta de un inmueble afecto a este impuesto sea
inferior al avalúo fiscal vigente a la fecha de la enajenación, caso en el cual la
base  impositiva  se  calculará  en  función  del  precio  y  no  de  la  tasación
practicada por el SII.

- Que el nuevo impuesto grave los bienes raíces susceptibles de ser
incorporados  o  efectivamente  traspasados  al  área  urbana  de  la  comuna
respectiva,  cuando sean vendidos y se realice,  por  tanto,  la  ganancia de
capital derivada del cambio de uso del suelo. 

En  cuanto  a  la  relación  del  nuevo  tributo  con  el  que  grava  las
ganancias de capital  normales, acotó el  Subsecretario que este último se
determina según las reglas contenidas en la Ley sobre Impuesto a la Renta y
es independiente del impuesto adicional que regula el proyecto. Recordó que
el  impuesto  a  la  ganancia  de  capital  para  ventas  de  bienes  raíces  no
habituales contempla una exención para los casos en que el mayor valor
obtenido en la enajenación no supere las 8 mil UF; en cambio, el impuesto
adicional  en comento tiene una eximente tributaria  propia,  cual  es que el
precio de venta del inmueble no exceda las 5 mil UF. 

La Ministra de Vivienda y Urbanismo complementó la exposición del
Subsecretario  de  Hacienda,  señalando que la  ley en  proyecto  entrará  en
vigencia un año después de su publicación en el Diario Oficial, de modo que
haya cierta gradualidad en su implementación. 
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Recalcó que el proyecto tiene por objeto mejorar el funcionamiento del
mercado del suelo en aquellos aspectos en que, por su naturaleza, tiende a
generar externalidades negativas y opacidad, algo a lo que también apuntan
otras iniciativas que el Gobierno promueve, como es el caso del proyecto de
ley  sobre  aportes  al  espacio  público,  actualmente  en  tramitación  en  el
Senado. 

Enfatizó, asimismo, que el nuevo impuesto solo pretende afectar los
incrementos importantes de precio experimentados por aquellos predios que
han pasado de ser rurales a urbanos, producto del cambio del límite urbano.
No pretende aumentar el impuesto territorial en sí mismo; ni los inmuebles
que han pasado a ser  urbanos cuando no haya enajenación,  ni  tampoco
todas las transacciones de éstos, salvo las que superen las 5 mil UF.

Finalmente,  destacó  que,  junto  con  una  mayor  transparencia  del
mercado y una mayor participación de la ciudadanía en las decisiones sobre
el uso del suelo, lo que busca esta iniciativa es que los propietarios de bienes
raíces compartan con la sociedad una mayor parte de la plusvalía asociada a
los procesos de ampliación del límite urbano.

El diputado señor García consideró que el precio de venta exento del
nuevo impuesto es muy bajo, pues es muy común encontrar hoy predios
rurales  de  valor  igual  o  superior  a  5.000  UF.  Planteó,  además,  que  el
reavalúo que practique el SII ante la sola expectativa de cambio de uso del
suelo hará aumentar las contribuciones de los inmuebles comprendidos en el
área de expansión del  límite  urbano,  dificultando el  pago de estas a sus
dueños. El diputado señor Norambuena compartió esta inquietud y advirtió
que este fenómeno hará que muchos propietarios deban enajenar o dar en
arriendo las viviendas que han habitado por años y mudarse a otro lugar.
Abogaron ambos parlamentarios por evitar este efecto, aplicando el reavalúo
solo cuando las propiedades que se han traspasado o se pretenda traspasar
al área urbana hayan sido vendidas.

El diputado señor Tuma planteó la necesidad de analizar el destino del
nuevo impuesto, pues sostuvo que este debiera beneficiar directamente a las
comunas donde se genere. El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, coincidió
con este planteamiento y sugirió que el nuevo tributo pueda pagarse también
en especie, cediendo los contribuyentes terrenos a los municipios para ser
destinados exclusivamente a equipamiento mayor u obras viales.

El  diputado  señor  Tuma sostuvo,  además,  su  preocupación  por  el
incremento de valor de los terrenos que pudieran destinarse eventualmente a
la  construcción  de  viviendas  sociales,  ya  que  al  aumento  de  las
contribuciones y al pago de este impuesto adicional por ampliación del límite
urbano se sumarían también los aportes al espacio público que tendrían que
hacer quienes desarrollen tales proyectos. Observó que en Temuco y otras
comunas hay predios agrícolas dentro de las áreas urbanas definidas por los
IPT que no han visto  aumentado su valor  producto de esa circunstancia.
Preguntó, por último, cómo se va a aplicar el nuevo impuesto a quienes no
sean contribuyentes de primera categoría. 
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La diputada señora Fernández celebró que se amplíe la participación
ciudadana en la elaboración o modificación de los IPT y pidió aclarar si ella
tendrá  carácter  vinculante  o  meramente  consultivo.  En  relación  con  el
catastro de bienes raíces en manos del Estado, sugirió ampliar la obligación
de registro a otros organismos públicos y no limitarla solo al Ministerio de
Bienes Nacionales.

La  Ministra  de  Vivienda  y  Urbanismo  destacó  que  la  participación
ciudadana en materia de planificación territorial se amplía en tres sentidos:
haciendo obligatoria la publicación de la imagen objetivo como etapa previa
al proceso de aprobación o modificación del plan regulador correspondiente,
para  que  la  población  pueda  pronunciarse  sobre  ella;  exigiendo  que  el
órgano colegiado encargado del procedimiento (concejo municipal o Core)
consulte a la comunidad local o regional con respecto al proyecto de nuevo
IPT, sin esperar pasivamente que esta emita opinión, y obligando a dicho
órgano a recoger, procesar y responder las observaciones de la ciudadanía,
aun cuando no las acoja.  Todo ello,  en el  entendido que la  participación
ciudadana no tendrá carácter vinculante. 

Con  respecto  al  catastro  de  bienes  raíces  públicos,  aclaró  que  el
órgano encargado de su mantención será el Ministerio de Bienes Nacionales,
pero en él se registrarán todas las propiedades del Estado y no solo las que
administra dicho ministerio. 

Finalmente, se comprometió a estudiar la posibilidad de modificar la
normativa para que no sean solo los concejos municipales o regionales los
que tengan la iniciativa para introducir cambios en los IPT.

El Subsecretario de Hacienda aclaró que las contribuciones de bienes
raíces  no  se  modifican  por  el  anuncio  de  cambio  de  uso  del  suelo  y  ni
siquiera por el solo hecho de aprobarse una modificación al IPT. El avalúo
fiscal de los inmuebles lo efectuará ordinariamente el SII de acuerdo a las
reglas  generales  y  con  motivo  de  los  cambios  efectuados  en  los  planes
reguladores comunales o regionales podrá variar la tasación vigente, pero en
ningún caso por aplicación de la ley en proyecto. En comunas como Ñuñoa,
como no hay posibilidad de que un inmueble pase a ser urbano, tampoco
tendrá  aplicación  el  impuesto  adicional  de  que  trata  esta  iniciativa.  Y  en
aquellas en que sí  sea aplicable,  se cobrará solamente cuando el  dueño
venda su propiedad, aun cuando se haya verificado el cambio de uso del
suelo con anterioridad. De manera que el cambio de uso del suelo, o el mero
anuncio de que este se hará, no fuerza a una persona a vender su propiedad
porque tiene que pagar más contribuciones.

En lo que se refiere a la exención, explicó que según datos del SII,
extraídos del formulario 2090, que da cuenta de las transacciones de predios
rústicos, en el 95% de los casos las ventas alcanzan precios inferiores a 5
mil UF. Por lo demás, el nuevo impuesto gravaría la diferencia entre el precio
de  venta  pactado  por  las  partes  y  el  avalúo  fiscal  vigente  debidamente
actualizado,  según  el  índice  anual  que  fije  el  reglamento,  puesto  que  el
propósito es que el Estado capture una parte del mayor valor de la tierra
derivado  de  una  acción  suya,  cuando  se  realice  la  ganancia  para  sus
dueños. 
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Con respecto a la posibilidad de contar con terrenos para construir
viviendas sociales,  señaló que el  proyecto ayuda a que el  Estado pueda
hacerse de los terrenos de las personas que obtengan el beneficio y ofrecer
viviendas sociales de mejor calidad, lo cual no afecta el precio final de dichas
viviendas porque lo que hace el nuevo impuesto es traspasar parte del mayor
valor de la tierra, derivado del cambio de uso del suelo, no a quien tuvo la
suerte de que su propiedad fuera incorporada al área urbana de la respectiva
comuna, sino al propio Estado para ser destinada a mejoras. 

En cuanto al  destino fiscal  o municipal  del  nuevo impuesto, aceptó
debatir el asunto, lo mismo que la posibilidad de que éste se pague cediendo
terrenos de valor equivalente al impuesto adeudado. Sobre la oportunidad
del  pago, señaló que la estimación del impuesto se hace al tiempo de la
venta, pero aquel se efectúa en la Operación Renta del año siguiente.  Sin
embargo, transcurridos 18 años desde que se haya verificado el cambio de
uso del  suelo,  esto  es,  desde la  publicación en el  Diario  Oficial  del  plan
regulador que amplíe el límite urbano, este impuesto no se aplicaría, porque
se entiende que el mayor valor de la tierra para entonces no deriva de esa
circunstancia. 

La  diputada  señorita  Cariola  consideró  positivo  restablecer  la
sobretasa  aplicable  a  los  sitios  eriazos  porque  en  comunas  como
Independencia  y  Recoleta  hay  muchos  terrenos  no  edificados  que  se
transforman  en  focos  de  delincuencia,  drogadicción  o  acumulación  de
desperdicios, respecto los cuales no se puede hacer nada para que se les dé
alguna utilidad.

En relación con el  mayor  valor  de la  tierra  derivado de decisiones
públicas, planteó que una de estas es el cambio de uso del suelo, pero hay
muchas  otras  que  generan  plusvalía.  Preguntó  si  se  ha  estudiado  la
posibilidad de aplicar también un impuesto en aquellos casos en que esta se
produce a raíz de una inversión del Estado, como puede ser la construcción
de nuevas vías urbanas.

Por  último,  consultó,  ¿cuáles  serían  los  requisitos  mínimos  que
debería cumplir la imagen objetivo?

La diputada señora Carvajal  planteó que las políticas  en pro de la
transparencia y la probidad deben ser también descentralizadoras. En ese
sentido,  sugirió  que,  así  como  en  las  grandes  ciudades  se  deberían
incrementar los impuestos producto de las inversiones que efectúe el Estado,
estos deberían reducirse en aquellas pequeñas localidades en que el Fisco
no invierte  nada.  Además,  el  impuesto adicional  de que trata el  proyecto
debiera beneficiar a las comunas en que se produce el cambio de uso del
suelo, porque este tiene justamente por objeto crear polos de desarrollo en
ciertas zonas rurales, incorporándolas al área urbana.

El  diputado  señor  Urrutia,  don  Osvaldo,  pidió  aclarar  cómo  va  a
abordar  el  Minvu  la  evaluación  ambiental  estratégica  en  la  normativa
urbanística,  porque  es  bastante  raro  que  sea  el  Ministerio  del  Medio
Ambiente el que deba normar los procesos de modificación de los IPT.
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Advirtió sobre la inconveniencia de publicar en Internet el catastro de
todos  los  terrenos  pertenecientes  al  Estado  porque  cuando  la  gente  se
entera de ello suelen producirse tomas ilegales, a veces, estimuladas incluso
por concejales. 

En relación con la sobretasa aplicable a los sitios eriazos, le pareció
bien que se eliminen los subterfugios utilizados antes para eludir su pago,
pero no entiende por qué se elimina también su aplicación a los proyectos de
loteo.  Sugirió,  además,  incluir  en este proyecto una norma que exija  que
todos los parques y sitios eriazos sean provistos de cierres transparentes
para evitar los problemas de delincuencia que suelen registrarse en ellos. 

La  diputada  señora  Fernández  planteó  la  necesidad  de  mejorar  la
fiscalización para asegurar el  cumplimiento de los planes reguladores por
parte de las empresas inmobiliarias. 

El señor  Juan Alberto Rojas, Director del Servicio de Impuestos
Internos (S) destacó que el proyecto establece un impuesto especial  que
grava aquella  plusvalía  que puede obtener  el  propietario  de  un bien  raíz
determinado; plusvalía  que  se  genera  de  un  acto  de  autoridad  bien
específico que es extender los límites urbanos de una determinada localidad
o sector geográfico, a través de cambios en el plan regulador. 

Como  consecuencia  de  lo  anterior, entra  el SII  en  la  gestión  y
administración  de  este tributo debiendo el  Servicio  hacer  tasaciones
comerciales respecto de aquellos predios que a través de la modificación del
plan regulador se incorporen a una localidad urbana. Hizo presente que esta
tasación comercial no es propia de la función tasadora de bienes raíces que
hace el  Servicio, porque establece tasaciones fiscales para los efectos del
impuesto  territorial  y  la  tasación  es  un  proceso  cada  cuatro años,
constituyendo procesos de carácter masivo.

Sin  embargo,  el proyecto  distingue  dos  periodos  de  eventuales
enajenaciones que pudieren afectarse por este impuesto y poniendo como
un  tope  máximo  para  poder  gravar  y  aplicar el impuesto  los  18  años
contados desde  la  publicación  del  plan  regulador  aprobado  en  el  Diario
Oficial. 

El  señor  Rojas  precisó  que  el  impuesto  territorial  se  sube  porque
objetivamente hay una causal que produce un efecto en el valor de mercado,
se enajenen o no se enajenen esos inmuebles. En cambio, el impuesto que
pretende con este proyecto capturar el mayor valor que se produce por el
cambio del límite urbano afecta solo cuando se enajena el bien raíz. 

El señor Patricio Donoso, Vicepresidente de la CChC, sostuvo que
tanto en  éste como en otros proyectos de ley les preocupa un problema
central, que es una causa basal de todas las modificaciones, y es que no ven
que se esté atacando la insuficiencia del  suelo normado para atender las
demandas futuras de los ciudadanos para la adquisición de viviendas, lo que
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está  provocando  el  permanente  encarecimiento  del  precio  y  de  ahí  se
empiezan a originar un montón de situaciones como la que trata de resolver
el proyecto de ley en análisis.

El  señor  Fernando  Herrera,  Presidente  de  la  Comisión  de
Urbanismo de la  CChC,  hizo presente que el  proyecto de ley tiene tres
capítulos distintos. El primero trata de la mayor transparencia en el mercado
del suelo y de los instrumentos de planificación, con lo que en general están
de acuerdo. El segundo, perfecciona y elimina exenciones relacionadas con
la aplicación del  impuesto territorial  y,  el  tercero, crea un nuevo impuesto
aplicable a los mayores valores de los predios ubicados en la extensión del
límite urbano. 

Consideró que el proyecto es positivo en la medida que perfecciona la
difusión y transparencia de los procesos de formulación de los instrumentos
de planificación. El segundo capítulo, que es el que se encarga de mejorar la
aplicación  de  las  contribuciones  o  el  impuesto  territorial  mediante  la
actualización  de  los  avalúos  fiscales,  también  le  parece  una  medida
pertinente. Sin embargo, afirmó que el proyecto de ley tiene dos problemas
fundamentales,  el  primero  es  la  aplicación  de  las  sobretasas  de
contribuciones  a  los  sitios  eriazos  que  se  está  ampliando,  lo  cual  no  es
adecuado, porque se genera un problema en el desarrollo de las ciudades;
éstas siempre van a crecer,  es un dato de la  causa el  que las ciudades
crezcan, y las ciudades crecen ya sea por razones demográficas, que no es
el  caso  de  nuestro  país,  puesto  que  la  tasa  de  natalidad  en  Chile  ha
disminuido  bastante,  y  crecen  también  por  migración  campo-ciudad;  y  el
tercer factor, que es el más relevante para Chile hoy día, es el crecimiento
económico. Ya se vio entre el censo anterior y el último censo que el número
de habitantes por vivienda bajó de cuatro a tres personas, y ese solo factor,
sin aumentar un solo habitante en las ciudades, significa una necesidad de
disponer de 25% más de viviendas en las ciudades chilenas, las cuales hay
que emplazar en alguna parte, hay que tener un suelo disponible para eso,
pero además hay que tener las normas adecuadas para permitir que eso se
produzca en altura.

Si se aplican impuestos especiales a los sitios eriazos, que son de
alguna manera el pulmón o la reserva de suelo que existe en las ciudades
para  poder  soportar  ese  crecimiento,  los  propietarios  de  ese  suelo
probablemente van a construir algo relativamente de poca calidad o de poca
inversión, una pequeña bodega o algún taller o alguna cosa así, con tal de
eludir la sobretasa y, por consiguiente, no se aprovecharán esos terrenos
adecuadamente.  También parte del crecimiento económico significa mayor
demanda de parte de los ciudadanos por suelo, ya que las ciudades cuando
crecen también necesitan espacios para hacer nuevas vías, áreas verdes y
lugares de encuentro para las personas, y ese suelo tiene que salir de alguna
parte.

La  segunda  objeción,  que  es  más  de  fondo,  es  con  respecto  al
impuesto sobre la plusvalía de los terrenos. Esta solicitud que emana de la
comisión  Engel  obedece  a  casos  conocidos,  pero  que  producen  una
distorsión en el mercado del suelo dado que hay diversos mecanismos para
obtener  que los nuevos desarrollos también contribuyan a los costos que
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generan  sobre  la  ciudad.  La  planificación  urbana  restrictiva  ha  limitado
artificialmente  la  oferta  de  suelo  y  eso  ha  producido  un  desequilibrio
importante  con  la  demanda,  y  esa  es  la  causa  basal,  el  origen  de  los
aumentos  de  valor.  En  otros  países,  como  es  el  caso  de  Australia,  la
planificación urbana establece una sobreoferta de suelo para treinta años de
crecimiento,  considerando  todos  los  factores:  la  migración,  los  elementos
demográficos y el factor económico; por lo tanto, al haber una posibilidad de
expandir la ciudad con una cierta holgura, ésta se puede ir acomodando a las
nuevas demandas de los ciudadanos sin presionar excesivamente sobre el
valor del suelo; entonces, el problema basal es el tema de planificación que
ha sido restrictiva para proveer suelo normado para las ciudades. Dicho eso,
la  aplicación de un impuesto para las nuevas adiciones de suelo que se
hagan, para poder suplir las demandas de los ciudadanos, lo único que va a
producir es encarecer el valor del suelo y traspasar ese mayor valor al precio
de las viviendas. Ese impuesto no es que lo pague el propietario del suelo;
en definitiva, se agrega al precio y finalmente lo pagan los hogares.

Se refirió enseguida a cómo opera el  mercado del suelo. Están los
propietarios  originales  del  suelo,  los  desarrolladores  inmobiliarios  y  los
compradores de las viviendas. El Estado participa determinando la oferta de
suelo y definiendo las obligaciones que deben cumplir los desarrolladores.

El propietario original paga, por las transacciones de suelo que haga,
el impuesto a la renta o global complementario. La brecha por las exenciones
se acaba de cerrar con la reforma tributaria, en la cual se dispuso también
que se aplicaran los reavalúos correspondientes para que los suelos que se
incorporen a la ciudad no sigan pagando contribuciones como suelo agrícola.
Estas modificaciones no se han aplicado todavía y no se ha podido evaluar
su funcionamiento.

 En segundo lugar, el desarrollador va a pagar impuesto a la renta por
el mayor valor que obtenga producto de la compra del suelo, la inversión que
haga sobre él y la venta posterior. Adicionalmente, va a pagar IVA por las
viviendas  construidas  y  tendrá  que  hacer  cesiones  de  terreno  para
construcción de vías, áreas verdes y equipamiento, y recientemente se ha
ingresado una indicación al proyecto de ley de aportes al espacio público,
que va a obligar a los desarrolladores a hacer aportes y mitigaciones por las
externalidades  negativas  que  generen  sus  proyectos,  sean  estos  en
extensión o en densificación. 

Finalmente, el comprador de la vivienda va a pagar contribuciones por
toda la vida de ésta y, cuando venda, tendrá que pagar impuesto a la renta si
obtiene  una  utilidad  por  sobre  8  mil  UF,  más  el  impuesto  adicional  que
establece este proyecto, si se cumplen las condiciones para ello.

¿Por qué estos costos son pagados por el usuario final y no por el
propietario  del  suelo?  Estudios  internacionales  indican  que,  dada  la
estrechez de oferta de suelo, es altamente factible que alrededor del 80% o
más  del  mayor  valor  se  traspase  a  precios.  Ahora,  si  se  aplican  las
sobretasas, también se va a afectar el desarrollo futuro de las ciudades, aun
el crecimiento planificado y sujeto a condiciones, donde los desarrolladores
privados  deben  pagar  los  costos  que  implica  la  expansión  urbana,  a
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diferencia de lo que ocurre en Estos Unidos o Europa, donde tales costos los
asume  el  Estado.  En  consecuencia,  no  es  gratis  modificar  los  límites
urbanos. 

Terminando  su  exposición,  señaló  estar  de  acuerdo  con  las
modificaciones  relativas  a  la  difusión  y  transparencia  de  los  procesos  de
formulación de los IPT; le parece muy buena la creación de una base de
datos sobre  los  suelos  públicos,  incorporando no solo los que administra
Bienes  Nacionales,  sino  también los  que  poseen otros  organismos como
Ferrocarriles, las Fuerzas Armadas, etcétera, que es "la" reserva de suelo
que  existe  para  poder  solucionar  los  problemas  habitacionales  que  hay
especialmente en el norte del país.

Están de acuerdo también en que las contribuciones se apliquen en
forma pareja y se hagan los reavalúos en forma oportuna, porque hoy día,
según  información  del  Servicio  de  Impuestos  Internos,  el  78%  de  las
viviendas están exentas del impuesto territorial, lo que no es lógico. Sugiere
trabajar en cubrir esos forados, pero no en establecer nuevos impuestos que
entraban  la  actividad  inmobiliaria  ni  sobretasas  que  afectan  el  desarrollo
armónico  de  las  ciudades,  porque  con  la  aplicación  de  los  tributos  ya
existentes  y  la  ley  sobre  aportes  y  mitigaciones  es  más  que  suficiente.
Señaló que todos estos costos adicionales encarecen el precio final de las
viviendas y no se está abordando el problema central que es la causa del
mayor  valor  del  suelo,  como  es  la  falta  de  un  sistema  de  planificación
eficiente,  que  pueda  anticiparse  a  las  necesidades  de  la  ciudadanía  y
proveer suficiente suelo normado para satisfacerlas. 

El señor Patricio Donoso se hizo cargo de algunos de los comentarios
formulados  por  los  señores  diputados  señalando  que  el  déficit  de
planificación  territorial  en  regiones  no  dista  mucho  de  lo  que  sucede  en
Santiago. Sostuvo que la sobretasa en sitios eriazos es, básicamente, un
tema de incentivos. Si hay un mayor cobro de contribuciones por tener sitios
eriazos, el incentivo va a ser a urbanizar de alguna manera. El incentivo va a
ser a ocupar el terreno como sea y no va estar en disposición armónica para
seguir construyendo ciudad con otros requerimientos, que no son solamente
vivienda, sino también espacios públicos, servicios, etcétera. 

Con  respecto  a  las  cifras  de  aumento  de  precios,  hay  estudios
internacionales  que  hablan de que  el  80% o más de los  impuestos  a  la
plusvalía se traspasan a precios. Con respecto a otro tipo de intervenciones
estatales  que  generan  plusvalía,  hay  que  considerar  que  hay  también
intervenciones que pueden generar minusvalía y buscar la forma de hacerse
cargo de eso. Además, ya hay instrumentos que capturan eso y que se están
aplicando, como es el caso de las contribuciones que hay que actualizar, y el
impuesto a la ganancia de capital que contempla la reforma tributaria, del
que ni siquiera se tiene un análisis de su ejecución y ya se le está agregando
otro tributo a la industria. 

Cabe destacar también que, cuando se amplían los límites urbanos, el
mayor valor producto de este impuesto va a impactar igualmente el valor de
todos  los  bienes  que  están  dentro  dichos  límites,  porque  el  costo  de
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oportunidad va a subir. Esto es así porque el bien sustituto es el terreno que
está dentro del  límite urbano y va a haber un mayor espacio para seguir
aumentando el precio. Negó que al aumentar la oferta de suelo urbano vaya
a bajar el precio porque hoy en día hay un gran déficit de suelo y al terreno
que se agrega se le está poniendo un impuesto que aumenta su valor.

Explicó  el  señor  Tomás  Riedel,  Coordinador  Territorial  de  la
Gerencia de Estudios de la CChC que, de las 346 comunas del país, 117
no tienen instrumentos de planificación propios y muchas de ellas se rigen
todavía por los planes reguladores de las comunas de origen, como es el
caso  de  Cerrillos  o  Pudahuel,  que  surgieron  de  Maipú  y  Barrancas,
respectivamente.  Otras  tienen  planes  reguladores  muy  antiguos,  que  no
reflejan  su  realidad  actual.  En  tanto,  el  Plan  Regulador  Metropolitano  de
Valparaíso  partió  el  año  1994  y  se  aprobó  en  2013,  pese  a  que  su
tramitación nunca se detuvo. Se cambió mucho, pero se demoró 19 años.
Eso no está acogiendo las demandas de la ciudadanía, o si aparecieron o se
cayeron monumentos nacionales o inmuebles de conservación, o si se quiere
proteger determinados barrios, etcétera. Planteó la necesidad de remediar
esta situación, porque la transparencia es una buena medida, pero no va a
mejorar el tiempo que demora hoy actualizar los IPT.

El  señor  Fernando  Herrera  señaló  que  la  propuesta  de  la  CChC
apunta a perfeccionar los instrumentos de planificación, de tal  manera de
lograr un crecimiento armónico y ordenado de las ciudades, con visión de
largo plazo. Reitera el caso de Australia, que planifica a treinta años plazo, lo
que  obviamente  genera  aumentos  de  valor  mucho  menores  porque  la
plusvalía  se reparte  en un mayor  número de unidades.  Pero cuando hay
restricción de la oferta, la plusvalía es mayor. Luego, lo que proponen es
atacar  la  restricción  de  oferta  y  hacer  planes  reguladores  que  permitan
soportar ese crecimiento de acuerdo a los modos de vida que elijan tener los
ciudadanos. Que ellos elijan cómo y dónde quieren vivir,  pero haciéndose
cargo de las externalidades que producen, o sea, este crecimiento no puede
ser a costa del resto de la ciudadanía, sino que tienen que hacerse cargo los
desarrolladores de todos los impactos que generen.

Por  otra  parte,  desea  desmistificar  algunas  cosas  con  respecto  al
crecimiento de las ciudades.  En los últimos años, Santiago no es la ciudad
que  más  ha  crecido;  han  crecido  a  tasas  mucho  mayores  todas  las
cabeceras  regionales  de  Chile:  ciudades  como  Antofagasta,  La  Serena,
Concepción o Temuco, donde se está produciendo todavía un fenómeno de
migración  de  ciudades  más  pequeñas  y  de  pueblos  más  pequeños  a  la
cabecera  regional.  Ya  no  existe  migración  en  masa  hacia  Santiago;  hay
casos menores efectivamente, pero hay mucha movilidad de profesionales
hacia otros lugares. El boom minero de la zona norte llevó a muchísimos
profesionales  a  varias  ciudades  como  Iquique,  Antofagasta,  Copiapó,  La
Serena o Calama. También está el boom del salmón, que llevó a muchos
profesionales a Puerto Montt, Puerto Varas y Chiloé. Por lo tanto, no es tan
cierto que Santiago sea una ciudad que se esté tragando todo, aunque es
cierto que es una ciudad con seis millones de habitantes que tiene problemas
complejos, y esos problemas hay que solucionarlos.
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Por  otra  parte,  planteó  que  los  que  compiten  hoy  día  no  son  los
países, sino las ciudades, y por eso es que se elaboró una Política Nacional
de Desarrollo Urbano, porque nuestras ciudades tienen que ser competitivas
a nivel mundial. Hoy día, si una empresa transnacional quiere decidir dónde
se va instalar, no va a elegir entre Temuco, La Serena o Santiago, va a elegir
entre Santiago, Sao Paulo, Lima o Bogotá; y, por lo tanto, hay que hacer que
nuestras ciudades sean competitivas para que sean atractivas, no solo para
los  chilenos,  sino  también para  las  empresas extranjeras.  También estas
ciudades tienen que ser eficientes desde el punto de vista económico y eso
pasa  por  preocuparse  de  conservar  los  valores  del  suelo  bajo,  porque
también se compite en el precio del suelo con otras ciudades. Es cierto que
en  Chile  no  se  ha  llegado  todavía  a  los  valores  que  tiene  el  suelo  en
capitales europeas o en EE.UU., pero si no nos preocupamos hoy día del
tema,  se  va  a  seguir  presionando  sobre  el  precio,  haciendo  nuestras
ciudades  cada  día  menos  competitivas,  lo  cual  significa  menos
oportunidades para nuestros ciudadanos.

Como país, hay que preocuparse entonces de que la instalación de los
ciudadanos allí  donde elijan vivir  vaya acompañada también por un mejor
desarrollo y una mejor planificación de las ciudades, y ahí incluir los temas
de contaminación y de congestión. 

 En relación con el  proyecto en debate,  el  señor  Marcelo Segura,
Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades,
señala que la AChM lo considera necesario, pero observó que el impuesto
adicional que establece es de clara identificación local, por lo que de acuerdo
al  artículo 19,  N° 20, de la Constitución Política de la República,  debiera
ceder a beneficio municipal para ser destinado a obras de desarrollo. Negó,
sin embargo, que el impuesto así configurado pudiera constituir un incentivo
perverso  para  que  los  municipios  propongan  modificaciones  a  los  planes
reguladores con el solo objeto de aumentar su recaudación, como algunos
han sugerido, puesto que los planes reguladores comunales o metropolitanos
tienen todo un proceso de elaboración que es tremendamente participativo,
donde intervienen la comunidad, los alcaldes, los concejos municipales y, en
su caso, las Seremi de Vivienda y las Intendencias Regionales, además de
estar afectos al trámite de toma de razón por parte de la Contraloría General
de la República. Por lo demás, este  impuesto no se  pagaría  de inmediato,
sino  solamente  cuando  se  vayan produciendo las  ventas  de los  terrenos
traspasados  al  área  urbana,  ante  lo  cual  resulta  razonable  que  exista
semejante tributo porque, en el fondo, esas propiedades se van a vender a
mayor precio precisamente por la acción del Estado, que llevó adelante un
proceso de cambio de uso del suelo, sin perjuicio de que además hay obras
que se tienden a ejecutar en esas áreas y que también aumentan la plusvalía
de los bienes raíces.

Para  finalizar,  afirmó  que,  salvo  lo  expresado,  la  AChM  está  de
acuerdo en líneas generales con la iniciativa en comento.

El señor Luis Eduardo Bresciani, Presidente del Consejo Nacional
de Desarrollo Urbano (CNDU) señaló que el proyecto en estudio toca uno
de los aspectos centrales que abordaba el informe entregado por el CNDU a
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la  Presidenta de la  República,  el  pasado 5 de mayo.  Recordó que dicho
consejo asesor  presidencial  fue  creado en el mes de mayo del año 2014 y
estuvo integrado  por varios ministros de Estado, además de  la Asociación
Chilena de Municipalidades, los presidentes de  las  comisiones  de Vivienda
de ambas  Cámaras  del  Congreso  Nacional  y  otros  personeros  tanto  del
sector  público  como  privado,  e  hizo  una  serie  de  recomendaciones  en
materias relacionadas con la gestión del suelo y la integración social, basado
en  el  mandato  presidencial, en la  Política  Nacional  de  Desarrollo  Urbano
aprobada en el gobierno anterior y en los consensos generados al interior del
propio consejo.

Al  abordar  las  causas  de  los  problemas  de  equidad  social  que
presentan  las  ciudades  chilenas,  y  no  solamente  los  problemas  de
especulación que han estado en el debate público recientemente,  el  CNDU
llegó a la  conclusión de que  aquellas  no  son  solamente  un problema de
gasto público, sino que  tienen  que ver con algunas materias que  requieren
ser reguladas. Planteó que el mercado del suelo es altamente desregulado y
que éste es un factor que genera distorsiones dentro de las ciudades; que la
fragmentación de los distintos organismos públicos en la gestión, tanto de
inversiones como del  suelo, también podría  generar  esos problemas;  que
existe  obsolescencia o ausencia de normas  o  estándares urbanos; que los
mecanismos de participación que aborda este proyecto de ley también  son
insuficientes para  garantizar  la  transparencia  y  el  debido proceso  para  la
comunidad en la toma de decisiones  respecto a la gestión del suelo y las
inversiones y que, además, existen grandes desigualdades de recursos entre
comunas y ciudades, tema que obviamente planteó en su momento la AChM.

En concreto,  el  consejo  propuso  un conjunto  de medidas  bastante
extenso,  relacionadas con  un nuevo marco regulatorio  para la integración
social y la equidad, dentro de lo cual están contenidos temas tributarios como
los que aborda el proyecto de ley; recomendó la reestructuración de algunos
servicios  públicos  a  nivel  regional  para  mejorar  la  focalización  de  las
inversiones del  Estado y la gestión del suelo público,  y planteó  además la
necesidad de que tanto la inversión estatal como la gestión y la normativa –
todos convergentes al tema de reducir inequidades y la segregación social–
deben  contener  un  fuerte  proceso  de  participación  ciudadana  y  un
involucramiento de la sociedad civil en ello.

De las medidas planteadas por el CNDU, destacó cuatro de ellas que
apuntan directamente a algunas materias que aborda el proyecto de ley en
estudio.  Ellas  son:  la  medida  número  3,  que  consiste  en  eliminar  las
exenciones  de  impuestos  territoriales  que  afectan  la  equidad  urbana,
fomentan la especulación y reducen el financiamiento municipal  necesario
para elevar los estándares de desarrollo urbano; la medida número 7, que
plantea reducir  la especulación que afecta el  desarrollo del  suelo urbano,
eliminando las exenciones o rebajas de impuestos asociadas a la gestión del
suelo;  la  medida  número  12,  que  trata  de  la  creación  de  un  "Sistema
Integrado de Suelos Públicos Urbanos" o "banco de suelo público urbano",
destinado a fomentar un desarrollo urbano social y a transparentar la gestión
de la  cartera  de suelo  público,  y  la  medida número 16,  que consiste  en
ampliar  los procesos de participación ciudadana en todas las escalas del
desarrollo  de  la  ciudad  y  el  territorio,  reglamentando  no  solamente  los
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procesos de consulta o de información, sino también la manera  en  que la
comunidad puede participar en la elaboración de los instrumentos, dado que
en los planos reguladores la participación es más bien tardía y  tiene lugar
cuando las decisiones ya han sido tomadas, lo cual afecta no solamente al
desarrollo  mismo del  plan y del estudio, sino que genera las tensiones que
hemos vivido en los últimos meses.

En cuanto  al proyecto de ley,  señaló que éste  coincide fuertemente
con  lo  planteado  por  el  CNDU  en  términos  casi  unánimes,
independientemente  de  que  pueda  haber  puntos  de  discrepancia  entre
algunos de sus miembros, pero claramente es un proyecto que apunta en la
dirección  correcta  para  solucionar  una  serie  de  vacíos  que  la  legislación
chilena tiene en la materia y que no solamente ayudaría a generar procesos
de transparencia, sino que además es consustancial a las tareas de generar
equidad e inversión. 

Destacó  tres  aspectos  positivos  relacionados  con  el  tema  de  la
participación  ciudadana.  El  primero  es  que  el  proyecto  garantiza  la
participación  anticipada,  informada y  transparente  de  la  comunidad  en  la
elaboración de los IPT, cosa que  hoy día no ocurre en muchos casos. El
segundo es  que  establece criterios  y  obligaciones  para  garantizar  que la
información  técnica  normativa,  que  en  general  es  incomprensible  para  la
gran  mayoría,  sea  entendible  para  cualquier  ciudadano, que  esté
permanentemente expuesta y  se  le  pueda hacer  seguimiento.  Por  último,
crea sistemas institucionales de seguimiento transparente de estos procesos,
tanto  en  materia  de  suelos como  en  materia  de  normativa  referida
esencialmente  a  los  planes  reguladores.  Como  se  sabe, la  información
disponible  en  un proceso de plan regulador la gente  la  conoce cuando hay
una  etapa  de  informaciones  previas, pero  los  cambios  introducidos  o  las
observaciones recibidas es algo que, en general, la mayoría de la comunidad
desconoce. 

Sin  embargo, hay  una  serie  de  elementos  complementarios  que
podrían enriquecer el proyecto y que están dentro de lo que se le propuso a
la  Presidenta.  Lo  primero  es  que, además  de  procesos  de  participación
tempranos, informados  y  transparentes, se  requiere  reforzar  también  la
participación  de  la  ciudadanía  en  la  elaboración  misma de  los  planes
reguladores;  se requiere  también, en forma simultánea, fortalecer algunas
instancias permanentes de la comunidad, particularmente los consejos de la
sociedad civil, como entes participantes y directores de estos procesos, y
finalmente, si bien los observatorios son una medida altamente deseada en
términos de transparencia, lo fundamental  es que, para que funcionen, la
información  no  solamente  debe  ser  accesible, sino  que  debe  estar
actualizada,  por  lo  que  el  proyecto  debería  incorporar  algún  tipo  de
sanciones o  incentivos  para  que las  entidades que tiene que entregar  la
información  a  estos  observatorios  lo  hagan,  de  lo  contrario,  nos
encontraríamos  con entes  que  tienen que  dedicar  su  tiempo más  bien  a
pesquisar información que a tenerla disponible para la comunidad.

En relación con la gestión de los bienes raíces del Estado, el CNDU
valora  altamente  la  necesidad  de  tener  un  catastro  público  de  todos  los
inmuebles fiscales, ya que, aparte del Ministerio de Bienes Nacionales, todas
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aquellas entidades públicas que hoy día disponen de terrenos, en general, no
tienen catastros actualizados --y menos publicados y accesibles a cualquier
persona--  que permitan acceder a la ubicación, el  avalúo, la titularidad, el
destino, etcétera, fundamentales para  dar  transparencia, pero también para
generar  incentivos  para  el  uso  de  estos  terrenos.  Sin  embargo,  como  el
consejo  propuso  no  solamente  hacer  un  catastro  de  estos  bienes, sino
mejorar  su  gestión,  recomendó  avanzar  hacia  un  sistema  más
descentralizado,  integrando  distintas  potestades  que  hoy  están  dispersas
entre  distintos  organismos públicos.  En  general, paralelo  al  proceso  de
transparencia, se requiere un proceso de fortalecimiento de la gestión de
estos  bienes,  porque  una  vez  que  ellos  se  hagan  públicos  y  todas  las
personas sepan dónde están y cuáles son, el siguiente paso será determinar
el destino que se les va  a  dar a esos bienes públicos,  y la propuesta del
consejo es que estos sirvan más bien para fortalecer  políticas públicas y
mejorar  el  desarrollo  comunitario  y  procesos  de  integración, y  no
simplemente como una fuente de financiamiento del Estado.

Sobre el  perfeccionamiento de los impuestos territoriales, el  mismo
consejo considera altamente positivo el reavalúo de los predios una vez que
han  sido  modificadas las  normas  y  ellos  han  pasado  de  ser  rurales a
urbanos, dado el alto  potencial de desarrollo  que adquieren con esto,  y no
debe  esperarse  a  que  el  reavalúo  ocurra  después  de  un  largo  periodo.
También se valora el término de ciertas exenciones tributarias que, aparte de
generar  desigualdad  entre  propietarios, generan  también  incentivos  a  la
especulación de terrenos tanto al interior de las ciudades como fuera de ellas
y, fundamentalmente, a la subutilización de ellos. El  consejo planteó que la
inexistencia de impuestos fuertes que castiguen la retención de terrenos que,
teniendo  valor  urbano, no  son  utilizados, no  solamente  tiene  efectos
tributarios  en  términos  de  recaudación, sino  que  genera  un  incentivo
perverso  para  que esos terrenos finalmente no estén disponibles  ni  para la
acción del Estado y la comunidad, ni  tampoco para el sector privado. Son
terrenos que, como se dice comúnmente, están en engorda esperando a que
tengan  un  valor  más  adecuado  bajo  una  noción  más  bien  de  carácter
especulativo. En tal  sentido, las sobretasas no solamente ayudan  a reducir
esos procesos especulativos, sino que hace que estos terrenos puedan ser
incorporados rápidamente al desarrollo de la cuidad. 

El  señor  Slaven  Razmilic,  Investigador  del  Centro  de  Estudios
Públicos, compartió, en primer lugar, el diagnóstico efectuado en su informe
por el Comité Asesor Presidencial contra los Conflictos de Interés, el Tráfico
de Influencias y la Corrupción,  ya que en el  actual  modelo de regulación
urbana no es raro que se produzcan aumentos importantes en los precios de
los terrenos a partir de cambios normativos y, en ocasiones, éstos adolecen
de falta de transparencia y exceso de discrecionalidad, abriendo espacios al
tráfico de influencias.

Se refirió enseguida a un primer objetivo que plantea el proyecto, cual
es  que  haya  mayor  transparencia  en  los  procesos  de  ampliación  de  los
límites urbanos de las ciudades. Consideró positivo que haya más instancias
de difusión y participación, pues ello reduce el espacio a arbitrariedades y
agrega  más  monitoreo  ciudadano  a  dichos  procesos,  y  las  medidas
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específicas propuestas al  respecto le parecen pertinentes.  Valoró también
que se cree un catastro de los bienes raíces de propiedad fiscal a cargo del
Ministerio  de  Bienes  Nacionales,  ya  que  se  trata  de  una  medida  que
sorprende  que  no  esté  vigente  sin  necesidad  de  una  ley  especial.  Sin
embargo, advirtió que la confección de este catastro no será fácil ni tampoco
gratis, como asegura el informe financiero del proyecto. 

Lo  que  le  pareció  insuficiente  en  este  punto  es  lo  relativo  al
Observatorio  del  Mercado  del  Suelo,  ya  que  como  exdirector  del
Observatorio Habitacional del Minvu, creado el año 2006, conoce bien el tipo
de información que se requiere; y lo que está planteado en el proyecto es
que  el  SII  entregue  datos  a  nivel  comunal,  los  cuales  son  demasiado
agregados para ser útiles a los objetivos de la iniciativa. Asumió que esta
exigencia dice relación con la  confidencialidad por  la  que tiene que velar
dicho  servicio,  pero  eso  no  significa  que  no  se  pueda  trabajar  con
información al menos a nivel de manzanas, sin que ella refleje la cuantía ni el
origen de las rentas de los contribuyentes. Planteó que, desde el año 1916,
la  ley  N°  3.091,  sobre  Contribución  de  Haberes,  establece  que  notarios,
conservadores y compañías hipotecarias deben enviar datos sobre todas las
transacciones de bienes raíces efectuadas en el país, trimestralmente a la
DII, antecesora del SII, por lo que este servicio ya tiene esa información, que
se  levanta  con  la  intención  de  construir  mejores  sistemas  de  avalúo  y
reavalúo,  pero  circunstancialmente  está  consolidada  y  sistematizada.  Se
trata de registros públicos, pero de muy difícil acceso, por lo que para facilitar
su conocimiento todas las transacciones debieran estar disponibles, lo cual
pasa por una modernización del sistema de conservadores de bienes raíces
o  por  facultar  legalmente  al  SII  para  que  pueda  difundir  la  información
detallada que recopila. Saber quién compra a quién, a qué precio y en qué
momento es clave si se busca aumentar la transparencia y reducir espacio al
tráfico de influencias. Además, el acceso a datos permitiría también evaluar
el impacto en precios y actividad de iniciativas legales como ésta.

Respecto  de las  contribuciones de bienes raíces,  dijo  ser  ferviente
partidario de ellas por ser particularmente útiles como instrumento de política
pública.  Asimismo,  en  varios  informes,  la  OCDE pone  el  impuesto  a  las
propiedades  como  el  que  menos  afecta  el  crecimiento  económico.  Un
documento de trabajo del FMI va en la misma línea, al señalar que dichos
impuestos  tienen  costos  de  eficiencia  relativamente  bajos  y  un  buen
desempeño en términos de progresividad. Y si eventualmente no lo fueran,
como  cuando  les  suben  excesivamente  las  contribuciones  a  los  adultos
mayores, se pueden tomar medidas para mitigar ese efecto en poblaciones
que por razones de liquidez no pueden pagar. Por último, se trata de tributos
de beneficio local, que ayudan a financiar bienes públicos locales, lo que a su
vez incide en el precio de las propiedades y permite un financiamiento más
equilibrado de los municipios. Finalmente, una conclusión del CNDU señala
que "Al  incorporar  adecuadamente  a  los impuestos  territoriales  las reales
plusvalías y minusvalías generadas en el  desarrollo urbano,  se tendrá un
sistema transparente de tributos que corregirá las distorsiones del mercado
del suelo, mejorará el financiamiento local del desarrollo urbano y reducirá
los espacios de especulación.". 
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No obstante, pese a ser el ingreso más importante de los municipios,
en Chile se utiliza poco el impuesto territorial, ya que el 78% de las viviendas
está exento del pago de contribuciones; buena parte del resto paga menos
de $ 100 mil anuales y un porcentaje menor paga entre $ 100 mil y $ 500 mil
al año, y solo los inmuebles del sector oriente de Santiago pagan más de $
500  mil  de  impuesto  territorial  anualmente.  Aboga  por  utilizar  más  este
instrumento, lo que no significa aumentar su cuantía, ya que eventualmente
se pueden equilibrar con otros impuestos, sin perjuicio de otorgar beneficios
a contribuyentes con patrimonios más altos,  pero  con ingresos corrientes
relativamente  bajos.  Desde  esa  perspectiva,  considera  positivo  que  el
proyecto establezca que se deben reavaluar los predios que se beneficien de
cambios en el límite urbano, pero se pregunta por qué solo estos, ya que
tales cambios no son los únicos que generan plusvalía; también lo hacen los
aumentos de las densidades permitidas o las provisiones de infraestructura,
y por otra parte hay muchas cosas que pueden generar minusvalía. En ese
sentido, el SII debiera seguir de mucho más cerca los cambios que se van
produciendo, sea por la evolución propia de las fuerzas del mercado o por la
intervención del Estado.

Agregó el expositor que la citada ley de 1916 facultaba también a la
DII para retasar los inmuebles cuando se hubieren ejecutado obras públicas
que aumentaran su valor. En la misma línea, la propuesta del  CNDU fue
reavaluar las propiedades cada tres años como máximo. Sin embargo, no
menos  de  diez  leyes  dictadas  entre  1990  y  2014  han  postergado  los
reavalúos  que  correspondía  hacer  el  año  siguiente,  con  lo  cual  se  han
acumulado años de falta de actualización del valor de la tierra y cada vez
resulta  más difícil  aplicar  un reavalúo,  pero cuando finalmente se aplican
vienen  además  con  medidas  que  impiden  el  alza  de  las  contribuciones
(aumento  de  límites  exentos,  rebaja  de  tasas,  etcétera),  con  lo  cual  se
perjudica a los municipios que tienen que financiar el desarrollo local a partir
de esos ingresos, los cuales resultan ser menores a los que correspondería y
se perciben más gradualmente en el tiempo.

Al respecto, sugiere cambiar la estrategia y no pensar en reavalúos
nacionales cada cuatro o cinco años,  que ni  siquiera se aplican,  sino en
reavalúos desfasados en espacio y tiempo. Por ejemplo, se podría retasar un
tercio de los predios cada año, repitiendo el ciclo a partir del cuarto año, o
bien,  parcelar  los  reavalúos  en  función  del  destino  de  los  predios
(habitacionales urbanos, comerciales urbanos, rurales y así sucesivamente). 

En cuanto a los sitios eriazos sin urbanización, señaló que ellos son
indeseables solo en la medida en que no estén bien cuidados y generen
espacios de delincuencia, pero sus efectos en materia de especulación son
discutibles.  Luego,  las  externalidades  negativas  (acumulación  de  basura,
delincuencia  y  otros)  debiesen  remediarse  por  la  vía  de  multas  y
obligaciones,  como  por  ejemplo,  las  que  contemplan  las  mociones
actualmente en tramitación,  que obligan a instalar cierres transparentes e
iluminación.  Por otra parte, la aplicación de una sobretasa a aquellos sitios
eriazos que se encuentren dentro del  límite urbano presenta el  riesgo de
apresurar inversiones costosamente reversibles. Además, no es lo mismo un
predio inmediatamente adyacente a la actual mancha urbana que otro que
esté, precisamente, junto al nuevo límite urbano que se defina. Al respecto,
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el propio CNDU argumentó que se debía evitar castigar a los terrenos sin
potencial inmediato de desarrollo, proponiendo incrementos graduales de las
tasas.  Hay también una omisión respecto de los predios urbanos de uso
agrícola,  que  por  ser  tales  no  pagarían  sobretasa  si  no  estuvieran
urbanizados, y pagan bajas contribuciones, pero que según el CNDU deben
contribuir "conforme a su real potencial de desarrollo", para lo cual deben ser
avaluados como predios urbanos en la medida en que el IPT correspondiente
les asigne esa condición.

Respecto del nuevo impuesto a la plusvalía por ampliación del límite
urbano, estimó que este es redundante luego de la inclusión del impuesto a
la  ganancia  de  capital  por  enajenación  de  bienes  raíces  en  la  reforma
tributaria de 2014. Se preguntó si este impuesto específico, adicional al que
se deberá pagar en el régimen general, busca castigar alguna externalidad
negativa,  en  cuyo  caso  sugiere  dictar  normas  para  evitar  que  esta  se
produzca, y si no hay forma de evitarla, entonces el impuesto debiera ser
mayor,  pero  de  otro  modo  no  tendría  ninguna  justificación.  Además,  el
sistema propuesto es engorroso y vulnerable a las mismas acusaciones que
tal  vez motivaron este proyecto de ley en particular.  Cuando hay espacio
para arbitrariedades en la determinación de precios de referencia, siempre
habrá alguien que se sienta perjudicado. Luego, si  se quiere aumentar la
transparencia y reducir la discrecionalidad, no resulta pertinente reemplazar
lo que hoy existe con otro instrumento que eventualmente puede presentar
los mismos problemas. Determinar precios de referencia de cosas que no se
han  transado  es  muy  difícil  y,  aunque  Impuestos  Internos  tiene  gran
trayectoria  en  la  avaluación  masiva  de  predios  semejantes  que  se  han
transado en los últimos tres o cuatro años, no es lo mismo avaluar bienes
respecto de los cuales no hay precios de referencia. 

 La señorita Paulina Henoch, Investigadora del Instituto Libertad y
Desarrollo, hizo referencia a los antecedentes que sirven de fundamento a
la iniciativa, entre los cuales cita el informe del Consejo Asesor Presidencial
contra  los  conflictos  de  interés,  el  tráfico  de  influencias  y  la  corrupción,
página 51, y el documento de política de suelo para la integración social del
CNDU,  que  realizó  propuestas  concretas.  Lo  que  el  proyecto  intenta  es
establecer  un  nuevo impuesto  a  las  propiedades ubicadas en zonas que
cambien  el  uso  del  suelo,  de  rural  a  urbano;  perfeccionar  el  impuesto
territorial; mejorar la participación ciudadana, e incrementar la transparencia.
Concluyó,  sin  embargo,  que el  nuevo impuesto no se justifica,  ya que la
reforma tributaria y el impuesto territorial ya gravan el incremento del precio
de los bienes raíces. Además, se encarecen las propiedades ubicadas en
estas zonas en desmedro del  resto de los bienes raíces.  La metodología
para calcular la base imponible no permite diferenciar si el aumento en el
precio de la propiedad se produce a partir de las mejoras realizadas por los
privados,  por  cambios  en  el  límite  urbano  u  otras  consideraciones.  El
proyecto busca solucionar de forma engorrosa los problemas de tráfico de
influencias  que  existen  en  torno  a  las  modificaciones  en  los  planos
reguladores. Sin embargo, gran parte de las soluciones que se plantean en el
documento  "Política  de  suelo  para  la  integración  social",  del  CNDU,
promueven y amplían el rol del Estado.
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Vinculó  este  nuevo  impuesto  con  el  impuesto  a  las  ganancias  de
capital aprobado en la reforma tributaria, gravándose dos veces la ganancia
de capital producida por la venta de estas propiedades.

La expositora criticó el impuesto cuando se trata de una venta forzada
y  consideró  que  no  se  fundamenta  suficientemente  la  tasa  del  10%
propuesta. 

En lo relativo a la participación ciudadana, planteó que anticipar las
instancias de ella hace que las expectativas de las personas se desplacen al
inicio  del  proceso  de  cambio  del  plan  regulador.  Es  importante  que  se
expliciten las características que deben contener estas propuestas.

Sobre el incremento de la transparencia, hizo presente la necesidad
de actualizar la información, estableciendo una periodicidad adecuada.

En  cuanto  a  la  participación  ciudadana,  el  señor  Sergio  Morales,
Investigador del Instituto Libertad y Desarrollo manifestó su preocupación en
cuanto a que los PRC sean más eficientes y aprobados en menor tiempo.
Criticó que no existan plazos fatales para la participación ciudadana, para de
esta manera avanzar en las distintas etapas. Hay discrecionalidad en cuanto
a las autoridades y otros participantes que serán convocados. 

Consideró  excesivo  el  plazo  de  dieciocho  años  posterior  a  la
publicación del plan regulador para cobrar el impuesto, ya que se va a lograr
por  otros  medios  (capturar  la  plusvalía  producida  en  ese  lapso).  Las
situaciones que han motivado el proyecto se pueden lograr con una mejor
fiscalización o con mayor publicidad.

Hizo hincapié en la  necesidad de respetar el  principio de legalidad
tributaria  y  estimó  que  la  determinación  de  la  base  imponible  sería
engorrosa, sin olvidar que, además, se remite a un reglamento del Ministerio
de Hacienda sin fijar un criterio.

También le parece excesivo el plazo de siete años para estudiar la
ampliación del límite urbano, pudiendo renovarse indefinidamente.

El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, explica que la ciudad crece
por  extensión  o  por  densificación  (horizontal)  o  (en)  altura,  sin  que  el
proyecto se haga cargo del segundo factor. Preguntó, ¿por qué se aplica (el
impuesto) en un caso y no en el otro?

La  diputada  señora  Sepúlveda  consultó  si  no  existirá  otra  mejor
alternativa distinta a los impuestos para sancionar la especulación, ¿cuál es
la experiencia comparada sobre el particular? 

El  señor  Genaro  Cuadros,  Director  del  Laboratorio  Ciudad  y
Territorio de la UDP, precisó que los motivos para legislar sobre este tema
son  anteriores  a  lo  sucedido  con  el  caso  Caval.  Destacó  que  la  única
plusvalía que se grava en el proyecto es la que proviene del cambio del uso
del  suelo de rural  a  urbano.  Dijo  entender  que se busca desincentivar  la
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especulación  urbana,  pero  la  legislación  comparada  lo  hace  de  manera
integral.  Señala  que  un  10%  de  impuesto  es  insignificante,  ya  que  en
Alemania la tasa es del 90% y es gradual en el tiempo, siendo mayor si la
venta es más próxima. Consideró que el mercado del suelo es especulativo y
opaco  por  definición,  por  lo  que  la  participación  y  transparencia  es
fundamental. 

Respecto de la imagen objetivo o visión urbana compartida, que es un
instrumento que explicita dónde quieren vivir los ciudadanos, observa que el
proyecto no establece plazos ni condiciones. 

Sobre  el  observatorio  de  suelos,  señaló  que  este  requiere  que
participen los actores que definen un fenómeno, pero lo propuesto no es eso,
ya que se mezcla con un banco de suelos. Debe además fortalecerse a los
municipios a través de los asesores urbanísticos.

Destacó la recomendación de la OCDE de tener un instrumento de
recuperación de plusvalías para mitigar el crecimiento de las ciudades. Sin
embargo, sostuvo que en Chile se ha elegido el peor mecanismo, esto es,
extender el límite urbano beneficiando a quien tiene información privilegiada.

El señor Genaro Cuadros acotó que el proyecto apunta en la dirección
correcta,  pero  hay que  fortalecerlo.  Recordó que  el  informe de  la  OCDE
sugiere que los impuestos a las ganancias especulativas debieran tener un
destino local. Planteó la importancia de fortalecer las instituciones -desde los
municipios hasta el Ministerio de Vivienda- haciendo que las transacciones
del suelo sean transparentes. Aclaró que no se trata de evitar que existan
transacciones de suelo para garantizar la productividad. En Europa, se hace
un  proceso  de  consulta  ciudadana  por  cualquier  obra  que  se  construya,
notificando el municipio a los involucrados. El afectado hace una declaración
que obliga a crear mesas públicas y existen protocolos definidos. El director
de obras resuelve los aspectos puntuales, pero en Chile no conversa con los
asesores urbanísticos, que tienen una visión de más largo plazo. Observó el
hecho que no ha habido una política de suelos en los últimos 20 años, con lo
cual ganan los especuladores. Además, lo que no es urbano no se regula.
Falta,  afirmó,  una  política  del  territorio  con  objetivos  nacionales  de
ordenamiento.

El señor Patricio Herman, Presidente de la Fundación Defendamos
la Ciudad, recordó que el año 1997 fue enviado al Congreso Nacional un
proyecto de ley basado en propuestas del  Lincoln Institute (of Land Policy)
que trataba las mismas materias que la iniciativa en tramitación, pero que por
presiones de ciertos grupos de interés no prosperó. Celebró que el actual
Gobierno  haya  retomado  dicho  proyecto,  aunque  considera  que  el
presentado en esta oportunidad es  bastante  menos robusto  que aquél,  y
presume que esta iniciativa nace de alguna manera producto del negocio
especulativo  conocido  como  el  "caso  Caval",  que  en  su  opinión  habría
motivado a la Presidenta de la República para "tomar el toro por las astas", lo
cual le parece muy bueno.
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Observó que este proyecto nace,  según el  Ejecutivo,  dentro de un
ambiente  de  opacidad,  el  cual  prefiere  llamar  de  secretismo,  porque  es
conocido que en Chile y en muchos países del mundo el negocio inmobiliario
es, después del narcotráfico, el más lucrativo que existe, razón por la cual
todos  los  grandes  empresarios  que  han  vendido  sus  empresas  a
inversionistas  extranjeros  suelen  invertir  esos  capitales  frescos  en  él.
Reconoció la habilidad que ha tenido a través de los años la organización
gremial  que  reúne  a  los  inversionistas  que  lucran  con  la  explotación  del
negocio  del  suelo  para  relacionarse  con  el  Minvu,  lo  que  les  ha  valido
obtener un sinnúmero de ventajas en la aplicación de la ley. 

Planteó la  necesidad de aprovechar  la  coyuntura  de este  proyecto
para efectuar una reingeniería al  interior del Ministerio de la Vivienda, del
CNDU  y  de  todos  los  otros  entes  relacionados  con  la  actividad  de  la
construcción, que es la que genera la mayor absorción de mano de obra en
el país. Cree que, si bien el crecimiento económico es muy importante, estas
inversiones  deben  estar  siempre  apegadas  cien  por  ciento  al  marco
regulatorio, lo cual significa que deben observarse las situaciones puntuales
en que ha habido cierta laxitud de parte de las autoridades sectoriales y,
principalmente, de los directores de obras municipales, respecto de quienes
plantea la imperiosa necesidad de erradicar rápidamente la lacra que implica
que sus cargos sean prácticamente vitalicios. Alegó que muchos de ellos se
creen autónomos, interpretan los marcos regulatorios a su antojo y tienen
incluso la desfachatez de desobedecer instrucciones que les imparten los
Seremi de Vivienda y Urbanismo, que son sus superiores técnicos. 

Destacó  que,  si  bien  el  proyecto  fue  redactado  por  el  Minvu,  fue
reformulado por el Ministerio de Hacienda, lo cual se debe a que en Chile, a
diferencia  de  lo  que  sucede  en  otros  países,  las  políticas  públicas  son
siempre manejadas por  dicha Cartera,  lo  cual  podría  acarrear  beneficios,
pero también desventajas. Lamentablemente, el proyecto en comento está
mal compaginado, es repetitivo y contiene errores garrafales, como cuando
señala  en  la  página  8  del  mensaje  que  la  actualización  de  los  planos
reguladores está siempre sujeta a toma de razón por parte de la Contraloría
General de la República, salvo los de carácter comunal, que están exentos
de este trámite cuando son promulgados por decreto alcaldicio. Afirmó que
esto no es así, ya que hace muchos años, si bien los planos reguladores o
sus  modificaciones  eran  diseñados  por  los  asesores  urbanos  de  los
municipios y aprobados por los concejos municipales, debían ser informados
favorablemente por los Seremi de Vivienda y después debían ser analizados
por los consejos regionales, instancia que actualmente no existe. Luego, los
planes reguladores comunales nuevos o sus modificaciones, cuando forman
parte de un territorio  que tiene plan regulador  intercomunal,  no requieren
toma de razón ni consulta a los Cores, porque se entiende que los Seremi de
Vivienda tienen capacidad técnica suficiente para aprobarlos o rechazarlos.
Pero los PRC de zonas donde no hay PRI exigen toma de razón por parte de
la Contraloría.

Sobre  el  proyecto  en  comento,  expresó  que  éste  considera  una
plusvalía muy menor, que es la que se produce cuando hay cambios de uso
de suelo de predios rústicos a urbanos, la que en general aumenta tres o
cuatro veces el valor por metro cuadrado de los terrenos, en circunstancias
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que  cuando  se  genera  mayor  plusvalía  para  los  privados  es  cuando  los
municipios  modifican  las  reglas  del  juego  contenidas  en  sus  planes
reguladores, por ejemplo, aumentando la densificación en altura de ciertos
sectores  urbanos.  Planteó  que  el  Estado  no  capta  ni  un  peso  de  las
utilidades  que  obtiene  el  sector  privado  producto  de  estas  decisiones,
muchas veces arbitrarias, adoptadas por los alcaldes, especialmente de las
comunas más pudientes. Propuso incorporar en el  proyecto las plusvalías
provenientes  de este  tipo  de decisiones,  destacando que el  Estado debe
ejercer un rol activo en el ejercicio de hacer ciudad, para lo cual se debiera
recuperar la figura de la antigua Cormu, que hasta el año 1973 hacía cosas
muy interesantes en beneficio de la gente más desposeída.

Para  terminar,  comentó  que  ciertas  publicaciones  de  prensa  han
afirmado, en relación al caso Caval, que actores privados (arquitectos u otras
personas) han elaborado estudios para el cambio de las reglas del juego del
plan regulador intercomunal de la Región de O'Higgins. Sin embargo, esto no
puede ser, porque está prohibido y la Contraloría General de la República así
lo ha ratificado en diversos dictámenes. 

La señorita Ericka Farías, Asesora de la Fundación Jaime Guzmán,
planteó  que  actualmente  no  existen  los  métodos  o  herramientas  que
aseguren el desarrollo sustentable de las ciudades y que se hagan cargo de
los efectos que la expansión urbana tiene sobre las personas y el territorio,
es decir,  en la proyección de las ciudades (existen varios elementos que
dependen de distintas autoridades). De esta manera se plasmó en la Política
Nacional de Desarrollo Urbano promulgada en el año 2013, señalando que
hay  "desconexión  entre  planificación  urbana  y  condiciones  mínimas  de
integración  social,  la  incorporación  de  los  ecosistemas  y  las  cuencas
hidrográficas en la planificación, el desarrollo de servicios sanitarios o la falta
de herramientas para gestionar los riesgos naturales".

En este sentido, el ex Ministro de Vivienda, Rodrigo Pérez Mackenna,
señaló que era importante tener una Política Nacional de Desarrollo Urbano
para  alinear  los  organismos  que  intervienen  en  estas  materias  y  que  el
objetivo de la política debe ser el manejo responsable, racional y eficiente de
las externalidades que se producen en las ciudades, tanto positivas como
negativas. Agregó que hay que tomar en cuenta la opinión de la ciudadanía,
pero  también  cuidar  la  certeza  jurídica,  tratando  de  conciliar  los  cuerpos
legales y reglamentarios existentes (y los proyectos de ley que se encuentran
en trámite).

Por otra parte, recordó que las atribuciones en materia urbanística, a
nivel  central,  las  detenta  principalmente  el  Ministerio  de  Vivienda  y
Urbanismo, que se crea con la ley N° 16.391, del año 1965, cuyo artículo 2°
establece que su función principal es tener a cargo "la política habitacional
del  país  y  la  coordinación  de  las  instituciones  que  se  relacionen  con  el
Gobierno por su intermedio". 

Con  respecto  al  proyecto  mismo,  postuló  la  necesidad  de  precisar
algunos  elementos  urbanísticos  para  que  no  den  lugar  a  arbitrariedades,
como son:
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I. Cambios en el método de modificación o confección de los planos
reguladores (metropolitanos, comunales o intercomunales).

II. Participación activa de la ciudadanía, que no necesariamente tendrá
conocimientos técnicos sobre del desarrollo urbano de las ciudades.

III.  Creación  de  un  registro  público  de  los  bienes  del  Estado
disponibles.

IV. Creación de un nuevo impuesto que gravará el aumento del mayor
valor del suelo por acción del Estado (no obras de infraestructura). 

En  relación  con  los  cambios  en  el  método  de  confección  o
modificación  de  los  planos  reguladores,  advirtió  que  se  establece  en  el
proyecto una participación temprana de la ciudadanía, que dice relación con
la publicación de la "imagen objetivo", actualmente inexistente. Al respecto, le
generó dudas el hecho de que se exija que la consulta pública de la imagen
objetivo sea redactada en lenguaje "didáctico, claro y simple", lo cual puede
ser un criterio de difícil determinación, ya que el lenguaje empleado en esta
materia es generalmente técnico y podría considerarse que la autoridad no
está cumpliendo con lo establecido. Sugirió disponer en una norma legal o
reglamentaria cuándo se entenderá cumplido este requisito. 

El  proyecto  establece  también  que  los  resultados  de  la  consulta
pública  deben  adecuarse  a  la  Evaluación  Ambiental  Estratégica.  Sin
embargo, para ello debiera establecerse un plazo relativamente breve para
que la EAE llegue oportunamente a manos del organismo correspondiente
para  efectos  de  que  elabore  el  anteproyecto  de  plan  regulador,  ya  que
actualmente dicho plazo es muy largo y la EAE puede estar mucho tiempo en
tramitación. 

Observó,  además,  que  tampoco  se  establecen  en  la  iniciativa  los
criterios objetivos para acoger las observaciones ciudadanas, ni se definen
los  requisitos  que  deberán  cumplir  las  organizaciones  civiles  para  poder
tomar parte en la consulta. 

En lo que atañe a la creación de observatorios o registros públicos de
los bienes raíces de la Administración del Estado, observó que en el proyecto
solo se establecen criterios generales y se remiten los pormenores de su
confección a un reglamento. Junto con poner en duda la conveniencia de
confeccionar tales registros, ya que al publicarse la ubicación de un terreno
fiscal disponible podría facilitarse su toma por parte de la población, sugiere
que, de hacerse, se incluyan solamente antecedentes generales, tales como
el rol de avalúo, la comuna donde se ubican y su titularidad, pero no datos
más específicos, por motivos de seguridad tanto interior como exterior, sobre
todo,  considerando  que  hay  muchos   terrenos  asignados  a  las  Fuerzas
Armadas.

Sobre la creación del nuevo impuesto que gravará el mayor valor del
suelo  por  acción  del  Estado,  además  de  advertir  que  el  proyecto  solo
considera como acción del Estado la confección o modificación de planes
reguladores y no la construcción de obras de infraestructura o vialidad como
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en otros países, hizo presente una prevención incorporada en uno de los
votos disidentes del informe de la Comisión Anticorrupción, la cual señaló
que  "No  es  tarea  encomendada  a  la  Comisión  la  propuesta  de
modificaciones  tributarias,  las  que  de  cualquier  modo  no  parecen
relacionadas  con  el  problema  de  la  corrupción.  De  cualquier  modo,  en
relación con la posibilidad de adoptar la medida de pago de contribuciones
por  aumento  de  valor  del  inmueble  como consecuencia  de  la  acción  del
Estado,  cabe  consignar  que  dicha  circunstancia  está  prevista  en  nuestra
legislación actual. Y es que las contribuciones son el tributo que se aplica
sobre el  avalúo fiscal  de las propiedades, determinado por el  Servicio de
Impuestos Internos, de acuerdo con el artículo 4° de la Ley Nº 17.235, sobre
Impuesto  Territorial,  que  de  manera  expresa  determina  que  se  deben
considerar en el avalúo del terreno las obras de equipamiento y urbanización,
de manera tal que la plusvalía es pagada por el propietario con un mayor
pago  de  contribuciones.  De  cualquier  modo,  cabe  preguntarse  si  se
establecerán medidas de compensación a las personas afectadas por actos
del Estado que hagan bajar el valor de sus inmuebles (Ejemplo: cárcel de
Colina). En resumen, actualmente existe un sistema que permite capturar la
plusvalía del suelo por acción del Estado y lo que tal vez habría que hacer es
introducir correcciones en él, de manera de no impedir el desarrollo urbano o
la inversión en el país.

Citó  finalmente  una  publicación  del  profesor  de  la  Universidad  de
Cambridge, Marcial Echenique, quien señaló que la experiencia internacional
en el cobro de impuestos a la valorización del suelo ha sido variopinta. El
caso  del  Reino  Unido  es  interesante.  En  1947,  el  gobierno  socialista  de
Attlee introdujo la ley que cobraba un impuesto del 100% de la plusvalía,
resultando en la total  paralización de la construcción privada. En 1951, el
gobierno conservador de Churchill abolió la ley, produciendo un repunte en la
construcción.  En  1967,  el  gobierno  socialista  de  Wilson  reintrodujo  el
impuesto  a  la  plusvalía  con  menor  tasa,  pero  provocó  nuevamente  una
reducción de la construcción. En 1979, el gobierno conservador de Thatcher
abolió el impuesto, generando un aumento considerable de la construcción.
Actualmente, la contribución de los inmobiliarios al municipio correspondiente
para obtener el permiso urbano se negocia directamente en función de los
costos  adicionales  que  el  desarrollo  provoque,  tanto  en  la  provisión  de
infraestructura como de equipamiento. Esto no es muy satisfactorio, ya que
se presta para grandes arbitrariedades y, por tanto, el gobierno actual está
promoviendo una nueva ley de contribución a la infraestructura comunitaria a
través de la fijación de tarifas estandarizadas por unidades de desarrollo,
como por ejemplo, por el hogar adicional. 

El señor  José Riquelme, Asesor Adjunto de la Fundación Jaime
Guzmán, describió la estructura del impuesto al mayor valor proveniente de
la ampliación del límite urbano, señalando que éste afecta a la ganancia que
se obtiene en la enajenación de bienes raíces que han aumentado su valor
por haberse cambiado el uso del suelo de rural a urbano; tiene una tasa del
10%; las empresas no lo pueden deducir como gasto; se aplica además del
impuesto a la ganancia de capital regulado en la LIR, y tiene un tramo exento
de 5 mil UF, por lo que según el Subsecretario de Hacienda afectaría a muy
pocos contribuyentes, lo cual lo hace más insignificante de lo que ya es.
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Sostuvo el expositor que el nuevo impuesto no se justifica ni por su
origen, ni por su naturaleza, ni por su complejidad.

En cuanto a su origen, que según el Ejecutivo radica en el programa
de  gobierno,  en  las  conclusiones  de  la  Comisión  Engel  y  en  las
recomendaciones del  Consejo  Nacional  de  Desarrollo  Urbano,  observó el
señor Riquelme que el programa de gobierno de la actual administración, si
bien contiene una propuesta de reforma tributaria, en materia de vivienda y
territorio no hace alusión alguna a nuevos impuestos. 

Por  su  parte,  la  Comisión  Engel  aconsejó  estudiar  "medidas  que
permitan que el Estado capture una mayor parte de las ganancias asociadas
a su propia acción, por ejemplo, en casos de cambios de uso de suelo desde
agrícola a urbano, que hoy no se captan a través de las actualizaciones de
los  avalúos o  de los  impuestos  a  las  ganancias  de capital". Al  respecto,
planteó  que  la  Comisión  Engel  no  tenía  mandato  para  hacer  propuestas
tributarias pero, asumiendo que las hubiera tenido, estimó que el diagnóstico
sobre el cual se construye la propuesta es errado. 

En relación al mandato, destacó que, de acuerdo al decreto supremo
que le dio origen, la Comisión tenía dos tareas específicas. La primera era
efectuar  un  diagnóstico  de  los  riesgos  que  afectan  la  probidad  y  la
transparencia en el mundo de los negocios, la política y el servicio público,
poniendo  énfasis  en  aquellos  elementos  que  se  vinculan  al  tráfico  de
influencias,  la  corrupción  y  los  conflictos  de  interés  y  que  debilitan  la
confianza en las instituciones privadas y públicas. La segunda consistía en
proponer medidas concretas, de carácter legal o administrativo, a partir del
análisis  comparado de experiencias internacionales y de la  revisión de la
normativa vigente, en los ámbitos de la prevención,  regulación, sanción y
reparación de los conflictos de interés, el tráfico de influencias y, en general,
la corrupción en todas sus formas, en el mundo de los negocios, la política, el
servicio público y la relación entre éstos. Sin embargo, un nuevo impuesto no
parece ser una medida de  prevención, sanción  o  reparación de  conductas
vinculadas  a  actos  de  corrupción;  tal  vez  de  regulación  de  ellas,  pero
entonces  debiera  estar  acotada  a  los  temas  de  probidad,  transparencia,
etcétera.

En lo que se refiere al diagnóstico, planteó que este es errado porque
no es efectivo que el Estado no disponga de mecanismos para capturar una
mayor parte de las ganancias asociadas a su propia acción, pues, por una
parte, está previsto que ellas sean captadas a través de las actualizaciones
de  los  avalúos y  del  mayor  impuesto  territorial.  El  problema  es  que  los
avalúos  fiscales  no  se  están  actualizando  debidamente,  ya  que  distintas
leyes han postergado varias veces, por razones políticas, los reavalúos de
bienes raíces en los últimos años. Por otra parte, el artículo 17 Nº 8 de la Ley
de Impuesto a la Renta, recientemente modificado, contempla un impuesto a
las ganancias de capital obtenidas en la enajenación de bienes raíces que se
aplicaría a las personas naturales y que tiene un tramo exento de 8 mil UF.
El  punto es que el  impuesto específico que establece el  proyecto,  al  ser
independiente del anterior, estaría gravando dos veces la misma renta.
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Por  último,  el  Consejo  Nacional  de  Desarrollo  Urbano  recomendó
terminar  con  las  exenciones  y  vacíos  tributarios  dentro  del  mercado  del
suelo,  que  generan  desigualdades  injustificadas  entre  quienes  tributan  y
quienes no lo hacen, para lo cual propuso restablecer ideas contenidas en el
proyecto original de reforma tributaria 2014, ampliando la tributación sobre
las ganancias de capital  producto  de  la enajenación de bienes raíces que
realizan las personas naturales".  Es decir,  sugirió revisar la regulación ya
existente y no empezar a crear nuevos impuestos, idea que por lo demás
ratificó el Presidente del CNDU ante la Comisión de Vivienda al postular que
el único aspecto del proyecto que debía ser revisado, teniendo en cuenta la
medida número 3 planteada por el consejo, era que el nuevo impuesto se
debiera complementar con el que grava las ganancias de capital por la venta
de bienes raíces, revisando las exenciones establecidas o cuando se trate de
enajenaciones efectuadas por personas naturales.

En cuanto a su naturaleza,  destacó el  expositor  que los impuestos
específicos  buscan orientar  la  conducta  de los  contribuyentes  hacia  fines
más nobles, con el propósito de reducir o eliminar externalidades negativas.
Ejemplo  de  ello  son  los  impuestos  a  los  combustibles,  a  las  bebidas
alcohólicas y al tabaco. Cabe preguntarse entonces si la plusvalía generada
por el cambio en el uso del suelo constituye una externalidad negativa, ya
que el impuesto con que se la pretende gravar es específico. Por otra parte,
¿cuánto de la plusvalía es por causa del cambio de uso del suelo? O dicho
de otro modo, ¿cómo se diferencia la plusvalía por el  cambio de uso del
suelo de la que proviene de otras causas diferentes? Es difícil determinarlo,
lo cual nos lleva a la tercera causal de rechazo de este nuevo tributo, cual es
su complejidad.

Se trata de un tributo sumamente difícil de entender, lo que dificultará
también su aplicación. En efecto, la iniciativa en comento establece que el
mayor valor de un inmueble derivado de la ampliación del límite urbano se
determinará  en  función  de  un  valor  inicial  y  otro  final,  que  dará  como
resultado la base imponible, sobre la cual se aplicará una tasa del 10%. Esto
tiene  una  complejidad  que  es  negativa  porque  hace  difícil  que  exista
cohesión social en torno al régimen tributario. Se sabe que el Estado siempre
va  a  requerir  recursos  y  que  éstos  los  obtendrá  principalmente  de  la
aplicación de impuestos, pero si  una persona no entiende la operativa de
esos impuestos se sentirá  sometida a un poder  muy fuerte  que no logra
comprender.  Por  otra  parte,  esta  complejidad  puede producir  exclusión  y
desigualdad,  ya  que  solo  quienes  tengan  recursos  podrán  proveerse  la
asesoría tributaria necesaria para navegar las aguas del derecho tributario, lo
que será particularmente relevante en regiones distintas de la Metropolitana
de Santiago, dado que el impuesto en cuestión apunta al cambio de suelo de
rural a urbano. Por lo mismo, esta complejidad genera también regresividad,
pues afecta más a quienes tienen menos. 

Analizando los  elementos  de este  nuevo  impuesto,  señaló  que  los
sujetos son el Fisco y el que vende un bien raíz que ha pasado del área rural
a la urbana debido a una modificación del IPT respectivo, y que la tasa es el
10%  de  la  base  imponible.  Pero  la  complejidad  está  justamente  en
determinar  esta  base,  pues,  según  el  artículo  4°  del  proyecto,  "para
determinar la parte del mayor valor que corresponda al incremento de valor
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experimentado en la ampliación del límite urbano derivado de un proceso de
cambio a un plan regulador,  se deducirá del  valor comercial  final  el  valor
comercial inicial que corresponda, reajustado conforme al inciso tercero de
este  artículo.  Dichos  valores  se  determinarán  conforme  a  las  reglas
establecidas en los artículos 5° y 6° siguientes.". 

Por su parte,  el  artículo 5° establece tres reglas para determinar el
valor inicial. Para la primera enajenación, dicho valor se determinará según la
tasación  que,  para  este  solo  efecto,  practique  el  Servicio  de  Impuestos
Internos, que servirá como  "valor comercial inicial de referencia".   Para las
enajenaciones posteriores a la primera que se haya gravado con el referido
impuesto, el valor comercial inicial corresponderá al valor de adquisición del
bien respectivo, contemplándose, por último, un tratamiento especial para los
derechos  reales  o  cuotas  en  comunidades  (valor  proporcional  a  la
propiedad). Esto significa que el avalúo fiscal de una propiedad podría ser
distinto  según se  trate  de  aplicar  el  impuesto  en  comento  o  el  impuesto
territorial.  Además,  dicha  tasación  se  hará: (i)  cuando  por  acuerdo  del
concejo municipal o del  consejo regional, según corresponda,  se proceda a
diseñar un anteproyecto de plan regulador que considere una ampliación del
límite urbano; o (ii)  cuando se  apruebe dicho plan regulador por la Seremi
competente o por el concejo municipal, según corresponda. Así, en el primer
caso, como no habría aún un cambio del plan regulador, no podría deducirse
una plusvalía y, sin embargo, podría aplicarse ya el impuesto en cuestión.

Lo  señalado  pone  en  duda  la  constitucionalidad  de  la  norma  en
comento, pues el  artículo  19  N°  20  de la Constitución Política  asegura a
todas las personas "la  igual repartición de los tributos en proporción a las
rentas o en la progresión o forma que  fije la ley". Esta norma consagra el
principio de legalidad en materia tributaria, que implica que sólo por ley se
pueden crear, modificar o derogar impuestos. Como ha señalado el Tribunal
Constitucional,  le  corresponde a la  ley,  emanada del  Congreso Nacional,
indicar  con  suficiente  precisión  todos  los  elementos  esenciales  de  la
obligación  tributaria,  entre  ellos,  la  tasa  imponible  y  las  situaciones  de
exención (STC  Nº  759-2007).  En  otras  palabras, agrega  el  TC;  resulta
contraria  a  la  Constitución  la  circunstancia  de  que  la  ley  otorgue  a  la
autoridad  administrativa  facultades  discrecionales  o  genéricas  para  la
regulación  de  los  elementos  esenciales  de  la  obligación  tributaria.  No
obstante, el mencionado artículo 5° del proyecto dispone que "para efectos
de determinar la diferencia a que se refiere el inciso primero de este artículo,
el valor comercial inicial será incrementado de acuerdo a una tasa estimada
de largo plazo de variación real de los precios de los terrenos en Chile, hasta
la  fecha  de  determinación  del  valor  comercial  final".  Agrega  que  "un
Reglamento  emitido  por  el  Ministerio  de  Hacienda  determinará  la
metodología  de  cálculo  de  dicha  tasa,  la  que  considerará  entre  otros
factores, el crecimiento de largo plazo de la economía chilena". Esto último
significa que la metodología de cálculo de la tasa de variación de la base
imponible podría ser distinta según sea el criterio del Ministro de Hacienda de
turno,  lo  que  convierte  a  la  norma  en  discrecional  y  genérica,  que  es
justamente lo que el TC busca evitar.

Igualmente compleja resulta la determinación del valor comercial final,
ya que el artículo 6° del proyecto establece también tres reglas distintas para
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ello. La primera consiste en una tasación hecha al efecto por el Servicio de
Impuestos Internos, aplicable a dos tipos de enajenaciones: a) las efectuadas
con posterioridad a la publicación en el Diario Oficial de un plan regulador
que amplíe el límite urbano de las zonas en que se emplazan los terrenos; y
b) las verificadas siete años después de la fecha de notificación del acuerdo
del concejo, y previo a la publicación en el Diario Oficial del plan regulador
que  amplíe  el  límite  urbano  de  las  zonas  en  que  se  emplazan  (tiempo
intermedio). Luego, están las  enajenaciones que se realicen entre el inicio
del proceso de elaboración de un plan regulador y antes de la publicación en
el  Diario  Oficial  de  éste,  en  cuyo  caso  el  valor  comercial  final  será
equivalente  al  precio  del  contrato,  a  menos  que  corresponda  aplicar  el
tratamiento de las enajenaciones hechas siete años después de la fecha de
notificación del acuerdo del concejo, a que se refiere el artículo 28 bis B, N°
5, de la LGUC, que dice relación con la formulación de la imagen objetivo y la
participación ciudadana en los procesos de  elaboración y modificación de
planes reguladores. 

Ahora,  ¿cuál  es el  problema  de  tener  normas tributarias complejas
como las que se proponen?  Primero, que  un sistema tributario que exhibe
altos  niveles  de  complejidad  puede  afectar  su  capacidad  para  producir
ingresos, ya que se afecta la recaudación (Barra, 2006). La comprensión del
impuesto por parte de la ciudanía puede diferir de la interpretación que haga
el SII de las normas aplicables, lo que puede traducirse en altos niveles de
judicialización.

Por  otra  parte,  el  informe financiero del  proyecto,  elaborado por  la
Dipres,  señala  que en los años siguientes "la  mayor  recaudación que se
derive de estos cambios dependerá de los procesos de ampliación del límite
urbano que efectivamente se inicien". Atribuyó el señor Riquelme la falta de
estimación  de  los  ingresos  fiscales  que  produciría  este  proyecto  a  la
complejidad del impuesto que se crea, lo que por lo demás resulta contrario a
lo dispuesto en el artículo 13 del Reglamento de la Cámara de Diputados en
cuanto a los requisitos que debe cumplir el mencionado informe financiero
tratándose  de  proyectos  iniciados  en  mensajes  del  Presidente  de  la
República. 

Para  terminar,  señaló  el  expositor  que  las  leyes  que  el  Congreso
Nacional  crea  deben  tener  un  propósito  y  un  sentido  orientador,  incluso
pedagógico, porque de lo contrario son solo una expresión de poder. Deben
tener un sentido de equidad y de justicia que los ciudadanos compartan, pero
lo peor que puede ocurrir es que ni siquiera entiendan por qué se les impone
algo. 

La  señora  Pilar  Urrejola,  Presidenta  Nacional  del  Colegio  de
Arquitectos sostuvo que el interés que presenta esta iniciativa es entender
realmente cuál es la importancia de regular el  mercado del suelo, lo cual
tiene tres aspectos fundamentales. Lo primero es que el suelo debe tener
una  regulación  transparente,  de  modo  que  no pase  lo  que  hemos  visto,
porque una cosa es la plusvalía y otra cosa es la especulación. Lo segundo
es la participación ciudadana y lo tercero es  el  impuesto adicional que se
crea. 
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Añadió que el uso del suelo en la ciudad es un sistema tan complejo y
tan  diverso,  la  ciudad  tiene  tantas  instancias  de  transacciones  y  de
valoraciones que,  si  no se ordena  el  espacio físico de ésta, va  a  ser  un
detrimento para la calidad de vida de sus habitantes. En Chile, el 90% de los
habitantes  son urbanos y  solo  el  10% son rurales,  proporción  que  en el
mundo en general es de 60 y 40 por ciento. Luego, si nosotros no ordenamos
el uso del suelo, este se va a transformar en un caos. 

En  relación  con  los  planes  reguladores,  señaló  que  en  Chile  hay
actualmente una diferencia territorial brutal entre centralidades y periferias,
tanto al interior de las ciudades como al interior de las comunas y a lo largo
del país. Entonces, de alguna manera el territorio debe tener cierta equidad,
cierto tono; y  lo  que la  ley  en proyecto  viene  a  hacer  es, a través de la
regulación del suelo, ordenar las actividades que sobre él se dan y ajustar un
modo de plantear cierta participación ciudadana, la cual consiste en que, en
los cambios del plan regulador o en los planes reguladores nuevos, tiene que
haber lo que se llama una imagen objetivo,  cuya finalidad  es tratar de no
avanzar sobre el proyecto (de plan regulador) antes que haya participación.
¿Y por qué es importante la participación? Porque toda persona que vive en
un lugar tiene ciertas expectativas y ciertas decisiones prácticas frente a él;
sus objetivos de desarrollo por llamarlos así.  Entonces, se trata de  que en
esta  primera  etapa  de cambio  de plan  regulador,  la  imagen  objetivo  sea
capaz de tener una instancia donde participe la comunidad y todos los pasos
siguientes se van dando siempre con participación ciudadana. Sin embargo,
la  participación  ciudadana  en  este  caso  no  es  vinculante,  habiendo  al
respecto  dos  posiciones.  Una  es  que  hay  una  cantidad  de  temas  que
requieren  de  ciertos  conocimientos  y  de  ciertas  experticias  para  poder
regular la ciudad y hay otros que son más bien una cantidad de deseos y de
voluntades que no siempre están en consonancia con lo que es posible y con
lo que es dable hacer. 

Con  respecto  a  la  ampliación  del  límite  urbano,  destacó  que  esta
implica que un terreno que es rural tiene un precio muy distinto a un terreno
que es urbano, porque este último debe tener una cantidad de infraestructura
(veredas, calles, iluminación, agua potable, alcantarillado, aseo, arborización,
áreas verdes, etcétera), lo que además cambia las condiciones internas del
propio predio, porque hay instancias como el índice de constructibilidad,  las
alturas permitidas, la densidad, que también le generan una plusvalía a ese
terreno. 

Le  pareció  razonable  que  cuando  se  hace  la  transacción haya  un
impuesto pues la municipalidad o el Estado en definitiva deben efectuar una
inversión para que el sitio que ha pasado a ser urbano tenga las condiciones
que  corresponde. Habiendo tal  inversión de servicio público, es justificable
que el gobierno local tenga alguna participación en la plusvalía del terreno al
momento de su  venta.  En ese  mismo sentido,  está  el  tema de los sitios
eriazos que plantea la ley, los cuales pagan (el impuesto territorial)  como si
fueran rurales,  siendo urbanos.  Si  se  piensa en términos de justicia,  eso
también es ridículo, porque a esas calles (aledañas) hay que hacerles aseo,
dotarlas de iluminación, veredas, etcétera. 
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En  suma,  consideró  importante,  por  una  parte,  regular  el  uso  del
suelo,  dándole  la  debida  transparencia al  mercado,  a  fin  de  evitar  la
especulación que hoy en día puede realizarse no necesariamente en forma
ilegal,  pues  esa  condición  de  transparencia  abre  los  horizontes  y  nos
presenta a todos los ciudadanos la posibilidad de saber qué está pasando.
De  ahí  también  la  importancia  que  tiene el  catastro  de  inmuebles  que
contempla la ley en proyecto, el cual supone que haya un plano de todos los
bienes  raíces,  con  indicación  de  su  avalúo,  tamaño,  condición  jurídica,
etcétera, información que debe estar siempre accesible al público a través de
las redes sociales. Planteó que el Estado está comprometido a dar a todos
una  determinada  infraestructura en la ciudad;  en cambio,  el  dueño de un
terreno no está comprometido a nada, salvo a cerrarlo cuando se trata de un
sitio eriazo, a riesgo de que, en caso de no hacerlo, se convierta en un lugar
donde se genera delincuencia,  consumo de  drogas y  una  serie  de cosas
igualmente  negativas.  Le  pareció justo que  se  aplique  un  impuesto  a  la
plusvalía proveniente del cambio de uso del suelo, sin perjuicio de que la
Comisión pueda pedir al Ejecutivo que haga un esfuerzo por simplificar  la
operatoria  del  mismo,  ya  que  éste  se  relaciona  con  la  forma en  que  se
colabora para construir la ciudad.

El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, afirmó que el tema de fondo
no es si estamos de acuerdo o no con la regulación del uso del suelo, sino
cómo  prevenir  la  especulación  cuando  el  Estado,  sea  el  municipio  o  la
Seremi de Vivienda dependiendo de cual sea el instrumento de planificación
territorial  que se utilice, a través de un acto administrativo  modifica solo el
límite urbano,  teniendo  presente que existen otras  circunstancias –como  la
construcción  de  equipamiento  urbano  o  el  cambio  de  destino  o  de  la
densidad de edificación de los terrenos- que producen también un efecto de
plusvalía que esta ley no considera. El tema es cómo evitar que una persona
que se entera de esto y que posee información privilegiada compre terrenos
y se haga millonaria. 

Se manifestó en desacuerdo con algunas afirmaciones que ha hecho
la señora Urrejola,  pues  lo  único que hace el  Estado cuando modifica el
límite urbano es ejecutar un acto administrativo y la inversión que significa la
elaboración de un plan regulador en realidad es marginal con respecto al
costo total. Además,  cuando se amplía el límite urbano el  Estado no hace
ninguna inversión ni  se compromete a nada;  quienes hacen las inversiones
son  los loteadores,  que  no  solo  están obligados a  construir  una
infraestructura vial, sino también a ceder terrenos para equipamiento, áreas
verdes y calles, y a construir toda la infraestructura sanitaria necesaria para
que  ese lote se incorpore plenamente al área urbana. O sea, ahí hay  otra
"pasada" del Estado para allegar terrenos que le está quitando al privado,
además de la infraestructura en la que éste tiene que invertir, y que por otra
parte incide en el precio final. Posteriormente son los propietarios los que vía
impuesto territorial  van a  contribuir a  pagar los gastos  en  que el municipio
tiene  que  incurrir  para  mantener  esa  infraestructura  (veredas,  calzadas,
colectores de aguas lluvias, redes de alcantarillado) que el privado construyó.
Por  lo tanto,  el Estado no tiene que resarcirse de nada;  no hay nada de lo
que tenga que pedir cuentas, ya que es el privado el que ha hecho toda la
inversión  y  es  el  propietario  el  que  sigue  después  pagando  todos  los
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impuestos. Y por  si las contribuciones de bienes raíces  fueran poca cosa,
además se le descuenta el aseo. 

En  resumen,  para  enfrentar  la  especulación  habría  que  considerar
todas las acciones, tanto públicas como privadas, que generan plusvalía. Por
otra parte, quien vende una propiedad tendrá que pagar impuesto a la renta,
por lo que aplicar un impuesto adicional  que es engorroso y discrecional,
porque el SII tendrá que hacer una tasación para fijar la base imponible, no
tiene sentido. 

La diputada señora Fernández planteó que es difícil introducir cambios
en  los  planes reguladores  comunales  mientras  no  haya  voluntad  de  los
alcaldes  de  impulsar  esos  cambios.  Por  otra  parte,  consideró  necesario
definir formas de participación ciudadana en estos procesos, de modo que no
se  pueda  considerar  tan  simplemente  una  encuesta  o  una  reunión  con
algunas juntas de vecinos, además de establecer un plazo acotado para que
se lleve a cabo esta etapa. Asimismo, consideró importante relevar el rol de
los  asesores  urbanistas  en  los  procedimientos  destinados  a  introducir
cambios en los IPT.

El diputado señor García observó que no habría especulación si a una
persona le aumenta el valor de su tierra debido a un cambio del límite urbano
y no tiene intención de vender, pero sí se incrementarían los impuestos que
tendría que pagar. Planteó que el cambio de uso del suelo lo determinan las
empresas sanitarias porque son ellas las que definen la factibilidad de contar
con  agua potable y que quienes cuenten con esta información sí  podrían
especular. Pidió aclarar cómo se va aplicar el nuevo impuesto que contempla
el  proyecto,  porque  lo  más  seguro  es  que  éste  eleve  el  precio  de  las
viviendas o determine una reducción de sus dimensiones, ya que ninguna
empresa va a asumir el mayor costo que dicho tributo pueda implicar.

La diputada señora  Sepúlveda planteó la necesidad de planificar el
desarrollo  de las zonas rurales desde una perspectiva  propia,  en vez de
abordarlo como algo anexo al desarrollo urbano. Le preocupa que no haya
en  los  profesionales  de  la  construcción  un  concepto  de  ordenamiento
territorial  y de infraestructura  rurales,  y que se trate de sumar lo rural a un
modelo de ciudad que a su juicio está agotado, haciendo desaparecer todas
las  ventajas  que  este  sector  presenta  desde  el  punto  de  vista  cultural,
ambiental,  etcétera.  Consideró que no es  bueno legislar  cuando hay una
coyuntura  que obliga  a  resolver  una  cosa mediática  puntual,  ya  que  ello
normalmente  impide  abordar  el  problema  en  su  conjunto. Pero  ante  la
necesidad  de  hacerlo,  sugirió  estudiar  algunos  perfeccionamientos  a  la
iniciativa  para  ampliar  la  participación  ciudadana  a  otros  procesos
relacionados  con  la  planificación  territorial  y  hacerla  vinculante para  las
autoridades  encargadas  de  tomar  decisiones.  Finalmente,  pidió  a  los
invitados presentar propuestas para mejorar el proyecto tanto en materia de
transparencia  y  participación como  en  lo  que  respecta  a  evitar  que  el
impuesto adicional que este contempla termine encareciendo las viviendas
sociales  y  obligando  al  Estado  a  solventar  su  mayor  costo  a  través  del
subsidio habitacional.
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El  diputado  señor  Tuma advirtió  que  el  proyecto  no  incluye  una
estimación de cuánto se recaudaría por aplicación del impuesto adicional que
contempla,  dado que este  se va cobrar  solo  cuando haya una venta  (de
terrenos que hayan pasado a ser urbanos), lo cual puede ocurrir dentro de
muchos años o no acontecer jamás. Reconoció que esta iniciativa constituye
una reacción frente a una coyuntura, pero  sostuvo que  el impuesto  que se
propone  es una manera de  evitar que se siga especulando con el  suelo.
También le preocupó la incidencia que podría tener este nuevo impuesto en
la compra de terrenos para  viviendas sociales, porque  la  mayoría de las
veces los planes reguladores se modifican precisamente para hacer posible
la transferencia de terrenos destinados a su construcción. Pidió aclarar que
el cambio de uso del suelo no va a implicar una nueva tasación para subir las
contribuciones,  sino  solo para efectos de fijar  la base imponible del nuevo
tributo. Por último, planteó que  la participación ciudadana  requiere que las
personas  tengan  cierto  nivel  de  educación  cívica,  cosa  que  habría  que
mejorar  sustantivamente,  y  que es necesario  planificar  adecuadamente el
crecimiento de las ciudades para que su acercamiento a las áreas rurales
sea equilibrado y positivo. 

El  diputado señor  León (Presidente)  sostuvo que es bueno legislar
para  hacer  frente  a  un  problema  coyuntural  como  es  el  que  aborda  el
proyecto, porque en materia de adquisición de terrenos que han pasado del
área  rural  a  la  urbana  ha  habido  especulación y  personas  que  se  han
enriquecido con los cambios de uso del suelo. En tal sentido, consideró justo
establecer un impuesto que grave la mayor utilidad que perciban los dueños
de  los  inmuebles  que  han  tenido  la  suerte  de  que  el  límite  urbano  se
extendiera sobre sus predios, porque tampoco es efectivo, como afirma el
diputado Urrutia, don Osvaldo, que el Estado no deba efectuar inversiones
cuando ello ocurre, ya que normalmente debe dotar al área urbana resultante
de pavimentos, redes de alcantarillado e iluminación, a lo menos.

El señor  José Riquelme afirmó  que las viviendas sociales no van a
quedar  afectas  al  nuevo  impuesto  que  se  propone  porque  éste  se  va  a
aplicar  sobre  el  mayor  valor  que  se  obtenga  por  la  enajenación  de  un
inmueble que exceda  las 5.000 UF, aunque la venta de terrenos para su
construcción  sí  podría  quedar  afecta.  Observó  que  los  temas  que  han
concitado  mayor  consenso  en  la  discusión  de  esta  iniciativa  son  la
transparencia  del  mercado  del  suelo  y  la  participación  ciudadana (en  la
creación o modificación de los IPT),  no así el  tema  tributario,  que implica
miradas  ideológicas  diversas  porque  dice  relación  con  la  opinión  que  se
tenga sobre el rol del Estado en la economía. Concordó en que  el Estado
tiene  que  recuperar  parte  del  enriquecimiento que  experimenten  los
particulares  por  la  venta  de  un bien  raíz,  pero  esto  lo  podrá  hacer  en
adelante a partir de la última reforma tributaria.

Ante el requerimiento de la diputada Sepúlveda, en orden a formular
propuestas alternativas y no solo críticas a lo  planteado por  el  Ejecutivo,
sugirió  revisar la reforma tributaria  promulgada el año recién pasado si es
que hubiera alguna disconformidad con ella y, en materia de transparencia,
acoger las recomendaciones del señor Slaven Razmilic, como aquella de que
el Conservador de Bienes Raíces se abra a la ciudadanía. Insistió en que su
planteamiento no es contrario a que se cobre un impuesto sobre la plusvalía
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de los inmuebles, sino que se refiere a que ya existe, por lo que en caso de
aprobarse este proyecto,  habrá un doble tributo que va a afectar en  mayor
medida a las regiones (distintas de Santiago), lo que a su juicio atenta contra
el principio de equidad tributaria.

La señora  Pilar Urrejola coincidió en que  la modificación del uso del
suelo no es solamente un acto administrativo, sino que tiene que ver con la
cantidad de personas que se concentran en las ciudades y con la actividad
económica que despliegan, lo cual genera presión sobre el Estado para que
amplíe los límites urbanos. 

En relación con las inversiones que se deben hacer en los terrenos
que pasan al área urbana, señaló que el  loteador es el primero que debe
asumir ciertos costos, pero finalmente estos los pagan el Estado, a través del
financiamiento  de  viviendas  sociales, o  los  particulares si  se  trata  de
viviendas de clase media. Después, la mantención de la ciudad corresponde
a los gobiernos locales y  obedece a  la vinculación entre la comunidad del
lugar y  sus  nuevos  habitantes.  En  cualquier  caso,  la  ciudad  es
responsabilidad de todos y, en ese sentido, no está de acuerdo en que haya
una mirada ideológica distinta respecto del rol del Estado en la regulación de
la vida urbana. 

En lo que respecta al desarrollo de las zonas rurales, señaló que  la
planificación  territorial  data  de  por  lo  menos  unos  40  años y  que  las
condiciones de paisaje, de medio ambiente,  de habitabilidad versus lugares
intocados, están definidas hace mucho tiempo. El problema es que Chile no
tiene  un  plan  territorial nacional  que  ponga  en  valor  la  situación  de  las
regiones.   Así,  por  ejemplo,  las  viviendas sociales que se construyen en
Arica tienen las mismas características que las construidas en Punta Arenas,
pues  no  se  toman  en  cuenta  las  particularidades  climáticas,  culturales,
etcétera, de cada zona en su diseño y ejecución. 

Con  respecto  a  construir  la  ciudad,  la  vivienda,  si  bien  es  una
responsabilidad del Estado en el caso de los más desvalidos, es en verdad
un  tema  privado,  un  ámbito  íntimo  de  las  personas.  El  intercambio  se
produce  en  las  calles,  plazas  y  demás  espacios  públicos.  De  ahí  la
importancia de fijar  criterios para que los edificios públicos se abran a la
ciudadanía.

La señora Ericka Farías reconoció que no existe una visión clara del
desarrollo de los sectores rurales en armonía con las ciudades, lo cual se ha
tratado de definir muchas veces en Chile a través de diferentes instrumentos
urbanísticos,  siendo  el  último la  Política  Nacional  de  Desarrollo  Urbano
aprobada por  el  Consejo Nacional  respectivo,  que  hablaba  de  la  sinergia
campo-ciudad  y de procurar  una mejor  calidad de vida a  sus habitantes,
protegiendo  a  la  vez  el  medio  ambiente y  haciendo  la  diferenciación  por
cultura, por ciudad y por región. Pero para que eso exista hay que aterrizarlo
a materias concretas y a  una  legislación que, desde  la  promulgación  de la
PNDU el año 2013, lamentablemente no se ha visto.

Consideró  posible  avanzar  en  materia  de  descentralización
entregando  mayores atribuciones  a  los  consejos  regionales  y  concejos
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municipales, alcaldes y unidades menores, para que ellos planteen mejores
ideas acerca de las ciudades que tienen a su cargo, ya que muchas veces
los planes regionales y comunales terminan cediendo ante los nacionales, lo
cual debería corregirse. 

Para terminar con la especulación en el mercado del suelo, estimó que
sería procedente analizar el efecto conjunto tanto de la reforma tributaria ya
aprobada como del proyecto de aportes al espacio público, antes de aprobar
otro que después pudiera colisionar con aquellos. 

Planteó  que  no  debe  confundirse  el  avalúo  fiscal  para  efectos  del
impuesto  territorial  con  la  tasación  fiscal  que contempla  el  proyecto  para
determinar la base imponible del impuesto adicional que se propone. Sugirió
aclarar  suficientemente  este  punto  en  la  ley  y  reorganizar  el  sistema de
contribuciones  para  que  las  viviendas  aporten  más  por  la  plusvalía  que
adquieren,  ya que en la  actualidad el  78% de los inmuebles del  país no
pagan impuesto territorial. 

Advirtió  finalmente  que la  transparencia del  mercado del  suelo (las
escrituras de compraventa de bienes raíces son públicas) y la participación
ciudadana  en  su  planificación  (Ley  Orgánica  Constitucional  de
Municipalidades, artículos 93 y siguientes) ya existen, aunque esta última se
regula mediante ordenanzas municipales, lo cual puede ser muy arbitrario,
pero habría que buscar la forma de mejorarla sin reconducir todo al nivel
central. 

El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, recordó que existen diferentes
tipos de participación ciudadana, que ella puede o no ser vinculante y que
está normada a veces en la ley y otras en un reglamento, como ocurre en
materia de IPT, medioambiente, etcétera. 

Añadió que en el área rural se pueden construir viviendas sociales sin
necesidad de modificar el límite urbano, pues el artículo 116 de la LGUC lo
permite, y allí la especulación no se produce por el cambio de uso del suelo
sino porque aparece un comprador, que es el Estado, que está dispuesto a
pagar  mucho  dinero  por  un  terreno.  En  las  ciudades,  en  tanto,  la
especulación no ocurre por falta de transparencia, sino por escasez de suelo
urbano, y esta escasez obedece a que el límite urbano constriñe la ciudad y
a  que  quienes  están  a  cargo  de  modificar  dicho límite  no  lo  hacen
oportunamente. Esto  hace que suba el precio  y aparece un mercado negro
del suelo. Y cuando el Estado decide extender el límite urbano, hay tanta
demanda insatisfecha que el precio vuelve a subir abruptamente. La solución
podría consistir en fijar una periodicidad para la modificación de los planes
reguladores, de modo que no quede al arbitrio de la autoridad hacerla o no. 

Estuvo de acuerdo en que se pague un impuesto por el mayor valor
que genere la venta de un inmueble, pero ese impuesto ya existe en la LIR
por efecto de la reforma tributaria. Por otra parte, la acción del Estado puede
generar esa plusvalía, pero es distinto que lo haga por la mera ejecución de
un acto administrativo que por una inversión concreta en el territorio.  Insistió
en que en los loteos normales, y no en los asentamientos irregulares, es el
loteador el que debe costear la infraestructura básica, sin perjuicio de que
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luego recupere ese gasto vía precios, sobre los cuales también debe pagar
impuestos.

El señor José Riquelme advirtió que la especulación por sí misma no
es mala y es propia de una economía  de  libre mercado como la nuestra,
donde una persona puede apostar a que un bien va a aumentar su valor en
el futuro. El problema en el caso Caval no es que haya habido especulación,
sino  que  eventualmente  podría  acreditarse  que  hubo  uso  de  información
privilegiada  y  abuso  de  poder  por  parte  de  uno  de  los  agentes  de  la
operación. 

La  señora  Pilar  Urrejola  advirtió  que  la  participación  ciudadana  no
puede ser más importante que la opinión de los expertos a la hora de tomar
decisiones basadas en criterios técnicos. Abogó por modificar la normativa
que rige a los directores de obras municipales, dada la importancia de su
labor en materia de planificación territorial.

La diputada señora Sepúlveda acotó que el Estado de Chile aprendió
y que la especulación que existió hace algunos años a raíz de la compra de
terrenos por el Programa Chile Barrio ya no ocurre, porque hoy la Subdere y
el Ministerio de Vivienda solo compran si existe una cotización y una tasación
por parte del Banco del Estado. 

La  señora  Vivianne  Blanlot,  Presidenta  del  Consejo  para  la
Transparencia,  sostuvo  que  la  profundización  y  ampliación  de  la
transparencia en todos los procesos relacionados con el uso del territorio y el
desarrollo  inmobiliario  ayudaría  a  solucionar  muchos  de  los  problemas
planteados. 

Se  refirió  a  la  experiencia  que  ha  tenido  el  Consejo  para  la
Transparencia en materia de reclamos que presenta la ciudadanía cuando no
obtiene información de los órganos públicos y en este caso, específicamente,
sobre planes reguladores, desarrollo inmobiliario,  construcciones, etcétera.
Afirmó  que  los  reclamos  son  muchos  y  que  las  razones  de  éstos  son
bastante  decidoras  de  cuál  es  el  fenómeno que está  ocurriendo  en este
ámbito.

Una primera razón es el argumento de que no existe la información
solicitada (ej. estudios que justifican un desarrollo inmobiliario). Esto quiere
decir que no hubo ninguna razón que fundamentara el otorgamiento de los
permisos de edificación. En segundo lugar, falta absoluta de transparencia
(proyectos que aparecen sin que hubiera ninguna instancia de control social
sobre lo que se trata de decidir). En efecto, la ley señala que se debe exhibir
durante 60 días en la  DOM un cuadro con información sobre desarrollos
inmobiliarios,  pero  no  toda  la  gente  puede  ir  a  visitar  el  lugar  donde  se
emplazan,  menos  en  áreas  donde  la  población  vive  bastante  dispersa,
encontrándose luego con grandes construcciones en lugares donde nunca
nadie imaginó que se podía edificar algo. Estos y otros ejemplos configuran
una  situación  totalmente  inaceptable  desde  el  punto  de  vista  del
funcionamiento de un mercado, que va mucho más allá de la planificación
territorial  y que tiene que ver también con el uso del suelo en desarrollos
específicos.
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Formuló  algunas  propuestas  en  pro  de  la  transparencia  en  este
mercado, ya que la posibilidad de escrutar las razones por las que se toman
determinadas  decisiones  es  el  mejor  incentivo  para  que  los  funcionarios
públicos se esfuercen por hacer una buena gestión. Observó que el proyecto
del  Ejecutivo  abre  la  puerta  a  la  transparencia,  a  la  participación  y  a  la
información en todo lo  que dice  relación  con el  desarrollo  de  IPTs,  pero
estimó necesario ampliar tales exigencias a los desarrollos inmobiliarios o
proyectos específicos de construcción.

En esencia, propuso la creación de un portal informático que centralice
la  información  y  tramitación  tanto  de  IPTs  como  de  proyectos  de
urbanización y de construcción a nivel municipal. Esta es una experiencia ya
existente en otros países y Chile también la tiene, pues se trataría de una
plataforma similar a la que actualmente posee el SEIA, en la que en cada
etapa  se  van  agregando  documentos  digitalizados  que  quedan
permanentemente  a  disposición  del  público  en  un  lugar  previamente
conocido. Existe un portal de urbanismo y construcción en el Reino Unido,
que puede servir de modelo al que se propone, y el Consejo tiene incluso
una propuesta de articulado para crearlo en Chile.

Un segundo tema que es necesario y que sería bueno abordar en el
proyecto  actualmente  en  trámite  consiste  en  establecer  mecanismos  de
control  sobre las obligaciones de transparencia activa que se crean en el
proyecto. Lo que hay que hacer básicamente, en todas la instancias en que
se debe entregar o mantener información a disposición de la ciudadanía, es
vincular tales procesos con las normas de la ley N° 20.585. También tiene el
Consejo proposiciones detalladas para eso, que dan cuenta de la experiencia
que la institución ha tenido sobre los problemas que se generan en esta
área.

Un  tercer  tema  que  resulta  absolutamente  vital  es  alcanzar  la
uniformidad  de  la  planimetría  entre  los  distintos  órganos  públicos.  La
experiencia  del  Consejo  señala  que  hoy  en  día  un  ciudadano  pide
información  sobre  la  valoración  y  la  subdivisión  de  un  terreno  a  Bienes
Nacionales, el cual responde que no la tiene; se la pide a Impuestos Internos
y este le proporciona solo una parte porque además sus sistemas no son
compatibles con los de Bienes Nacionales ni los del Minvu. En definitiva, el
ciudadano no obtiene lo que necesita porque no hay manera de saber qué
está pasando con el territorio. Las medidas que hay que tomar son bastante
obvias, pero no son fáciles porque implican una gran inversión de recursos y
gestión, pero se avanzaría bastante con la propuesta del Consejo y con lo
que está propuesto en el proyecto. Se compromete finalmente a conversar
las propuestas que el  Consejo ha elaborado con la  Ministra  de Vivienda,
pues hasta ahora no había tenido ocasión de hacerlo.

La  Ministra  de  Vivienda  y  Urbanismo  valoró  las  proposiciones  del
Consejo para la Transparencia, por ser completamente convergentes con el
proyecto del Ejecutivo.
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El señor  Agustín Pérez, Presidente de la Asociación Nacional de
Directores de Obras Municipales, formuló las siguientes observaciones al
proyecto:

1.  Deberían  pagar  impuestos  los  beneficiados  con  incrementos  de
valor tanto por ampliación de los límites urbanos como por aumento de las
normas  urbanísticas  de  densidad,  altura,  ocupación  de  suelo  y
constructibilidad, dentro de las zonas urbanas.

2. Este acto administrativo donde participa la comunidad (la creación o
modificación del PRC), genera un bien público sostenido por la globalidad de
la comuna.   Por  tanto,  el  impuesto  debiera  ir  directamente  a una cuenta
especial de mejoramiento urbano de los municipios o gobiernos regionales,
según de donde provenga el plan regulador, con el objeto de beneficiar a
todo el territorio afectado.

3.  Debiera  existir  un  plazo  de  entrada  en  vigencia  de  las
modificaciones de los planes reguladores, con el objeto de mejorar el acceso
y la participación en el bien público creado.

Por otra parte, observó que, para la generación de este tipo de bienes
públicos, se requiere contar con actores territoriales en todos los municipios.
No obstante, de acuerdo a la LGUC, sólo en comunas con más de 40.000
habitantes es obligatorio contar con un Director de Obras Municipales que
sea  profesional  del  rubro  de  la  construcción.  Pero  en  Chile  existen  346
municipios, de los cuales 256 tienen menos de 40.000 habitantes, por lo que
estos no tienen obligación de contar con un Director de Obras Municipales; y
si lo tienen, muchas veces no son profesionales del área. Ello impide que
exista en todos los municipios un actor territorial que traduzca la complejidad
de la LGUC a la comunidad y que produzca bienes públicos. Por lo demás,
de  acuerdo  al  artículo  15  de  la  Ley  Orgánica  Constitucional  de
Municipalidades,  el  DOM no  se  encuentra  dentro  de  los  cinco  directivos
imprescindibles  en  una  municipalidad. Así  las  cosas,  hoy  en  día  no  se
constituyen  bienes  públicos  en  las  256  comunas  con  menos  de  40.000
habitantes, pese a que ellas administran el 81% del territorio nacional. Como
efecto  de  ello,  la  mayor  actividad  de  construcción  se  concentra  en  30
comunas  con  más  de  40.000  habitantes,  que  administran  el  6,3%  del
territorio  nacional,  lo  que indica  que  existe  una relación  directa  entre  los
bienes públicos creados y la actividad de la construcción. 

Para terminar, reiteró, a modo de propuesta, que los impuestos sobre
los incrementos de valor -tanto por ampliación de los límites urbanos como
por aumento de las normas urbanísticas de densidad, altura, ocupación de
suelo  y  constructibilidad-  deben  beneficiar  a  toda  la  comuna  o  territorio
afectado. Para ello, el impuesto debe ir directamente a una cuenta especial
de mejoramiento urbano de los municipios o gobiernos regionales, según de
donde provenga el Plan Regulador.  Asimismo, debe existir  un Director de
Obras Municipales en todas las comunas, para lo cual se deben concordar la
LGUC con la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, permitiendo
así la generación de bienes públicos en todas ellas. 
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El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, estuvo de acuerdo en que se
pague un impuesto por los aumentos de valor del suelo, cualquiera sea su
origen, pero preguntó, ¿por qué se debe aplicar un impuesto especial si ya
existe, a partir de la reciente reforma tributaria, uno que grava justamente
esa plusvalía? En segundo lugar, preguntó ¿qué entiende el expositor por
bienes públicos y acotó que quienes participan en los procesos de cambio de
los  PRC  son  los  asesores  urbanistas  y  no  los  directores  de  obras,  sin
perjuicio de que en comunas pequeñas éstos puedan hacer las veces de
aquéllos.

El diputado señor Tuma advirtió que el impuesto territorial es el que
grava  los  aumentos  de  valor  provenientes  del  aumento  de  las  normas
urbanísticas  dentro  de  las  zonas  urbanas.  Comentó  que  las  comunas
pequeñas generalmente  carecen de recursos para contratar  profesionales
que cumplan todas las funciones que se requieren en una municipalidad. No
obstante,  sugirió  ampliar  la  obligación  de  contar  con  directores  de  obras
rebajando la cantidad de habitantes que la gatillan.

La diputada señora Sepúlveda observó que las comunas con más de
40  mil  habitantes  concentran  el  78%  de  la  población  total  del  país  y
administran el 19% del territorio y que, de las 30 comunas que concentran la
actividad de la construcción,  13 pertenecen a la  Región Metropolitana de
Santiago. Siendo así, de acogerse la propuesta de destinar el impuesto de
que trata el proyecto a las comunas o regiones afectadas por la ampliación
del límite urbano, aumentaría la concentración y no habría redistribución de
los recursos para lograr un desarrollo más equilibrado. 

El  señor  Agustín  Pérez  aclaró,  en  primer  lugar,  que  a  nivel
internacional, se define como ciudad un territorio que alberga a más de 6
millones  de  habitantes  y,  como  town o  localidad,  a  uno  que  tiene  una
población inferior a esa cifra. 

Con respecto al  destino del  impuesto a que se refiere el  proyecto,
planteó  que  la  escasez  de  suelo  urbano  o  la  necesidad  de  concentrar
equipamiento es lo que generalmente lleva a promover una modificación del
PRC,  lo  cual  impacta  la  calidad  de  vida  y  las  condiciones  normales  de
funcionamiento de todos los habitantes del territorio afectado. De ahí que el
impuesto deba favorecer a la comuna respectiva para ser redistribuido entre
todos sus habitantes.

En cuanto al concepto de bien público, señaló que es tal todo lo que
beneficia a los ciudadanos. Es el caso de la creación o modificación de un
plan regulador,  que puede mejorar la calidad de vida de distintos sujetos
dentro de un territorio.

Hizo  notar  que  la  ley  obliga  a  contar  con  un  asesor  urbanista  en
aquellas comunas con 50 mil o más habitantes, lo que, junto con la exigencia
de tener directores de obras solo en comunas con más de 40 mil residentes,
implica que estos profesionales deberán resolver los problemas provocados
por  el  crecimiento  inorgánico  de  las  ciudades  en  lugar  de  generar  los
asentamientos y orientar su expansión. En todo caso, quienes mejor conocen
la situación urbanística de una comuna son los directores de obras, a los que
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echan mano los alcaldes e incluso los asesores urbanistas, porque están al
tanto de los cambios de uso del suelo y son los encargados de otorgar los
permisos de construcción. Por eso les cabe a estos pronunciarse sobre los
planes reguladores.

El  señor  Yuri  Rodríguez,  Director  de  Obras  Municipales  de
Casablanca, complementó lo señalado, acotando que el modo en que está
planteada  nuestra  legislación  urbanística  genera  un  loop que  fortalece  a
aquellas  comunas  donde  se  concentra  la  actividad  de  la  industria  de  la
construcción, en la cual los directores de obras son actores relevantes. Pero
el resto del país está completamente desbalanceado y así lo demuestra la
situación  de  la  comuna  de  Concón,  que  tiene  una  población  de  40  mil
habitantes y la mayor demanda de permisos de construcción en relación a
ella, pero no tiene vialidad para llegar hasta allá y los terrenos disponibles
pertenecen  a  la  empresa  Reconsa,  por  lo  que  no  hay  donde  emplazar
viviendas sociales. Luego, cuando se plantea una ley como la que ahora se
discute, cabe preguntarse a quién favorece, y la respuesta es que beneficia a
las mencionadas 30 comunas que presentan mayor desarrollo inmobiliario. 

Por otra parte, le llama la atención que el proyecto en estudio hable de
páginas  web  y  sitios  informáticos  municipales  que  deberán  mantener
informada a la ciudadanía sobre la disponibilidad de suelo y los cambios en
los  planes  reguladores,  siendo  que  en  la  actualidad  solo  22  comunas
cuentan con sistemas de gestión documental y son las únicas que pueden
plantearse un desafío como ese. Hay otras pocas comunas que disponen del
sistema de pago en línea de permisos de circulación, lo cual refleja la falta de
realismo de las normas que se están aprobando cada cierto tiempo. Además,
estas normas son muy enredadas; los directores de obras las entienden o
resuelven  sus  dudas  en  consulta  con  quienes  pertenecen  a  una  misma
asociación, pero ¿qué pasa con aquellas comunas que no forman parte de
una red que el Estado no proporciona?

Insistió entonces en preguntar ¿para quiénes se legisla? ¿Cuál es el
objeto del trabajo de esta Comisión? Comentó que el año 2014 se promulgó
el artículo 28 bis de la LGUC, que obliga a hacer público un plano para que la
gente  conozca  en  detalle  cómo  afecta  a  sus  predios  la  declaratoria  de
utilidad  pública,  lo  cual  es  legítimo  de  establecer,  pero  asignando  a  los
municipios los recursos necesarios para levantar esa información. En el caso
de  Casablanca,  se  deben  invertir  $  18  millones  en  una  consultoría  para
determinar esas afectaciones. Llamó a los legisladores a tener conciencia de
que  detrás  de  las  leyes  que  se  promulgan  están  los  municipios  y  las
direcciones  de  obras  cumpliendo  las  obligaciones  que  se  les  imponen  y
haciendo cumplir las que imponen a la ciudadanía.

Reconoció que los asesores urbanistas están mandatados por la ley
para confeccionar los planes reguladores, pero no todas las municipalidades
los  tienen  y  muchos  están  dedicados  a  dibujar  plazas,  porque  la  gran
mayoría de los alcaldes llegan a sus puestos sin saber qué hacer, ya que
desconocen aquellos aspectos que dicen relación con la administración de la
ciudad, o cuáles son las tendencias de crecimiento de ella. En tal sentido, el
director de obras sí es un administrador del territorio, porque es el único que
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conoce  hacia  dónde  creció  o  dejó  de  crecer  una  ciudad  en  las  últimas
décadas, cuantas construcciones irregulares existen, etcétera.

Finalmente, señaló que, si bien la acción del Minvu les parece honesta
y bien intencionada, porque tiende a la creación de bienes públicos en la que
las  DOM  también  están  comprometidas,  piensan  que  la  planificación
territorial y la legislación que la regula debe ser más sencilla de entender en
todas las comunas del  país.  Recordó que el  Minvu tiene una División de
Desarrollo Urbano que trata estos temas, pero en el camino se tramitan leyes
que les hacen ver que la realidad se enfrenta con parches porque no hay
capacidad para afrontarla desde un paradigma diferente, con una visión de
territorio.  Celebró  que  se  les  invite  a  conversar  sobre  las  leyes  que  se
proponen  porque  observa  que  hay  una  forma  endogámica  de  hacer  las
cosas. Por ejemplo, los planes reguladores se tramitan durante quince años
y los municipios terminan perfeccionándolos para la Contraloría General de
la República en vez de hacerlo para la gente, además de gastarse ingentes
sumas de dinero en ello. 

El señor Agustín Pérez señaló que entre los problemas detectados por
los directores de obras está el hecho de que resulta difícil hacer la relación
entre  equipamiento  y  vivienda,  porque  las  estadísticas  que  manejan  los
Serviu y las municipalidades son de déficit habitacional, pero no se sabe muy
bien si existe todo el equipamiento requerido (comercio, servicios, educación,
salud, etcétera), en una determinada comuna.

El diputado señor Tuma coincidió con lo señalado por el director de
obras  de  Casablanca,  porque  en  materia  de  recursos  profesionales
disponibles hay una discriminación de hecho entre los distintos municipios.
Estimó  que  la  principal  falencia  es  la  falta  de  planificación  oportuna  del
crecimiento urbano. Concordó en que los gobiernos regionales deben aportar
a esta tarea anticipando fenómenos como el  crecimiento de las ciudades
mineras debido al boom de esta actividad.

El  proyecto  fue  aprobado  en  general  por  unanimidad,  con  el  voto
conforme de la señorita Cariola, doña Karol; los diputados (as) señores (as)
Carvajal, doña Loreto; Fernández, doña Maya; Sepúlveda, doña Alejandra;
Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto; Norambuena, don Iván; Tuma,
don Joaquín, y Urrutia, don Osvaldo.

IV. DISCUSIÓN PARTICULAR DEL PROYECTO

Artículo Primero

N° 1)
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Modifica el artículo 3° de la LGUC relativo a las facultades del MINVU
para proponer modificaciones a la referida ley, en la forma que indica.

El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, preguntó, ¿por qué se elimina
la facultad del Minvu para aprobar los planes regionales de desarrollo urbano
y los intercomunales?

El  señor  Rajevic  explicó  que  el  inciso  cuarto  del  artículo  3°  en
enmienda  se  encuentra  tácitamente  derogado  por  la  Ley  Orgánica
Constitucional  sobre  Gobierno  y  Administración  Regional,  siendo  hoy  los
consejos  regionales  los  encargados  de  aprobar  los  instrumentos  de
planificación  territorial  aludidos  y  los  intendentes  quienes  promulgan  los
decretos correspondientes.

Observó,  además,  que  el  encargado  de  dictar  los  reglamentos  de
instalaciones sanitarias de agua potable y alcantarillado actualmente es el
MOP y no el Minvu, por lo que el Ejecutivo formularía una indicación al inciso
quinto, que pasaría a ser cuarto, del mencionado artículo 3°, para eliminar
aquella mención (por tratarse de funciones ministeriales, la modificación es
de iniciativa exclusiva del Presidente de la República). 

Por lo expuesto, quedó pendiente la votación de este numeral.

Posteriormente, el  Ejecutivo formuló una indicación para agregar  la
siguiente letra b), nueva, pasando el actual literal b), a ser c): 

b) Reemplázase en su inciso quinto, que pasó a ser cuarto, la frase “y
los  Reglamentos  de  Instalaciones  Sanitarias  de  Agua  Potable  y
Alcantarillado,  y  de  Pavimentación”  por  la  frase  “y  las  normas  sobre
pavimentación.”.

Su objeto  es  concordar  la  LGUC con  la  Ley General  de  Servicios
Sanitarios en lo que se refiere a la  aprobación de los reglamentos sobre
instalaciones sanitarias que actualmente compete al MOP. 

Puesto  en  votación  el  numeral  en  comento,  con  la  indicación
precedente,  fue  aprobado  unánimemente,  por  8  votos  a  favor,  de  los
diputados señores (as) Espinoza, don Fidel; Fernández, doña Maya; García,
don René Manuel; Jarpa, don Carlos Abel León, don Roberto; Pilowsky, don
Jaime; Sepúlveda, doña Alejandra, y Tuma, don Joaquín. 

Números 2) y 3), nuevos

El  diputado  señor  Espinoza  y  la  diputada  señora  Fernández
formularon  indicación  para  intercalar  en  el  artículo  primero,  el  siguiente
numeral 2): 

2) Modifícase el artículo 8º (de la LGUC) en el siguiente sentido: 

a)  Reemplázanse  en  el  inciso  primero  la  palabra  "consultará"  por
"deberá contar con". 
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b)  Agrégase  en  el  inciso  primero  a  continuación  de  la  palabra
"universitario"  la  siguiente  frase:  "de  la  carrera  de arquitectura,  ingeniería
civil, ingenieros en construcción civil o ingeniería en construcción. 

c) Elimínase en el inciso segundo la frase "En aquellas comunas que
tengan más de 40.000 habitantes, este cargo deberá ser desempeñado por
un arquitecto o ingeniero civil; en las demás comunas podrá serlo, además,
un constructor civil.". 

d) Elimínase su inciso tercero.

Su  objeto  es  imponer,  a  todas  las  municipalidades  del  país,  la
exigencia  de  contar  con  un  director  de  obras  y  ciertos  requisitos
profesionales a quienes desempeñen dicho cargo.

Los mismos diputados señor Espinoza y señora Fernández formularon
indicación para intercalar en el artículo primero el siguiente numeral 3): 

3) Reemplázase en el inciso primero del artículo 10 (de la LGUC) la
frase  "tenga  un  centro  urbano  de  más  de  50.000  habitantes,  deberán
consultar", por la siguiente: "cuente con más de 20.000 habitantes, deberán
contar con".

Su objeto es ampliar la exigencia de contar con un asesor urbanista a
todos los municipios que tengan más de 20 mil habitantes.

La  Ministra  de  Vivienda  y  Urbanismo  advirtió  que  las  normas
aplicables  a  los  directores  de  obras  municipales  y  asesores  urbanistas
contenidas en la  LGUC se encuentran tácitamente  derogadas por  la  Ley
Orgánica  Constitucional  de  Municipalidades  y  que  cualquier  modificación
legal sobre la materia sería de iniciativa exclusiva del Ejecutivo. Sin perjuicio
de ello, propuso estudiar el tema junto con la Subdere, para introducir las
enmiendas que sean pertinentes en la ley respectiva, atendido el interés que
algunos miembros de la Comisión han manifestado al respecto.

Los  diputados  señor  García  y  señora  Sepúlveda,  no  obstante
compartir la idea de modificar la normativa que rige a los DOM, opinaron que
la indicación respectiva es, además, ajena a la idea matriz del proyecto, por
lo que debería ser declarada inadmisible.

Con el compromiso de la Ministra de Vivienda de abrir el debate en
torno  a  posibles  modificaciones  a  la  Ley  Orgánica  Constitucional  de
Municipalidades para fortalecer a éstas en lo que respecta a los asesores
urbanistas y directores de obras, fueron retiradas ambas indicaciones por sus
autores.

N° 2)

Incorpora un nuevo párrafo preliminar en el Capítulo II del Título II, de
la LGUC, relativo a los ámbitos de competencia y medidas de transparencia
en la planificación urbana, que agrupa los actuales artículos 28 y 28 bis, y los
nuevos artículos 28 bis A, 28 bis B y 28 bis C.
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Puesto  en  votación  el  numeral  en  comento,  fue  aprobado  por
unanimidad, por 9 votos a favor, de los diputados señores (as) Espinoza, don
Fidel; Fernández, doña Maya; García, don René Manuel; Jarpa, don Carlos
Abel; León, don Roberto; Sepúlveda, doña Alejandra; Urrutia, don Osvaldo;
Tuma, don Joaquín, y Vallejo, doña Camila. 

N° 3)

Agrega a la LGUC tres nuevos artículos: 28 bis A, 28 bis B y 28 bis C.
El  primero  trata  del  acceso  a  la  información  de  los  instrumentos  de
planificación territorial. El segundo, se refiere a la imagen objetivo de los IPT
y  su  consulta  pública.  El  tercero,  al  observatorio  del  mercado  del  suelo
urbano y al sistema de información sobre los IPT.

Artículo 28 bis A

Los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo y señora Nogueira, formularon una indicación para intercalar, en el
artículo 28 bis A, a continuación de la frase "en el Diario Oficial", la frase "y
en un periódico de circulación local o regional, según sea el caso". 

Su objeto  es  facilitar  la  mayor  información posible  a  la  ciudadanía
sobre la aprobación o modificación de un plan regulador de nivel regional,
comunal  o  intercomunal,  dado  que  el  Diario  Oficial  no  llega  a  todas  las
localidades del país. 

La Ministra de Vivienda y Urbanismo coincidió con la finalidad de la
enmienda propuesta, pero dudó de que algunos municipios vayan a tener
recursos suficientes para costear la publicación en un diario local de todos
los documentos que incluye el acto de promulgación de un plan regulador,
por lo que sugirió una nueva redacción que asegure que se dé aviso de dicho
acto, remitiendo la consulta de detalle al sitio web del organismo involucrado.

Los diputados señores (as) García, Jarpa, León, Sepúlveda, Tuma y
Urrutia, don Osvaldo, formularon una nueva indicación, en sustitución de la
anterior,  para agregar,  a continuación de la frase "en el  Diario Oficial",  la
frase "y de un aviso que informe de la publicación en el Diario Oficial y
su  disponibilidad  en  el  sitio  web  del  organismo  respectivo,  en  un
periódico circulación local o regional, según sea el caso".

El  diputado  señor  Tuma  planteó  que  en  algunas  comunas  no  hay
diarios locales, por lo que sugirió incorporar la obligación de informar también
a través de algún medio radial. 

La  diputada  señora  Vallejo  observó  que  los  IPT  requieren  ser
publicados en un medio gráfico, por lo que un aviso radial no sería muy útil.
Propuso habilitar sedes comunitarias para poner a disposición de los vecinos
tales instrumentos. 

La  Ministra  de  Vivienda  y  Urbanismo  recordó  que  el  objetivo  del
proyecto es facilitar la participación de la ciudadanía en la discusión sobre los
cambios que se quiera introducir en los IPT, pero dado el alto nivel técnico de
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este debate, se introduce una etapa previa que simplifique la información
sobre lo que se propone modificar y se establece un plazo para absolver
consultas, para lo cual se exige dar a la imagen objetivo la mayor publicidad
posible. Un segundo acápite dice relación con la creación de un observatorio
que  disponga  de  información  actualizada  sobre  los  IPT,  ampliando  la
participación ciudadana en su definición y facilitando el acceso del público a
ellos. 

Puesta  en  votación  la  indicación  precedente,  con  modificaciones
formales, fue aprobada unánimemente, por 8 votos a favor, de los diputados
señores (as) Fernández, doña Maya; García, don René Manuel, Jarpa, don
Carlos  Abel;  León,  don  Roberto;  Sepúlveda,  doña  Alejandra;  Tuma,  don
Joaquín; Urrutia, don Osvaldo, y Vallejo, doña Camila.

El  diputado  señor  Urrutia,  don  Osvaldo,  observó  que  la  memoria
explicativa de los  IPT también se  debiera  archivar  en  el  Conservador  de
Bienes  Raíces  y  demás  organismos  que  menciona  el  inciso  primero  del
artículo 28 bis A propuesto, por lo que sugirió incluir en éste una mención a
ella. 

Con tal objeto, los diputados señores (as) Fernández, García, Jarpa,
León,  Sepúlveda,  Tuma y  Urrutia,  don Osvaldo,  formulan indicación  para
anteponer  a  la  frase  "Los  planos  y  la  ordenanza  correspondiente"  las
palabras "La memoria explicativa", seguida de una coma (,).

Fue aprobada esta indicación por asentimiento unánime, por 8 votos a
favor,  de los diputados señores (as)  Fernández,  doña Maya;  García,  don
René Manuel, Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto; Sepúlveda, doña
Alejandra; Tuma, don Joaquín; Urrutia, don Osvaldo, y Vallejo, doña Camila.

Los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo y señora Nogueira formularon una indicación para sustituir  en el
artículo 28 bis A la segunda parte del inciso segundo por: "Adicionalmente,
deberá  publicarse  un  resumen  ejecutivo  del  instrumento  de
planificación  que  incluya  su  descripción  y  los  principales  efectos
esperados, sin perjuicio de la difusión de otros resúmenes explicativos
en lenguaje claro y simple.".

El Ejecutivo manifestó su conformidad con la indicación, pero sugirió
intercalar  la  frase  "en  dicho  sitio  web",  a  continuación  de  la  palabra
"publicarse", con el fin de especificar el  medio de publicidad que se debe
utilizar.

Fue  aprobada  la  indicación,  con  la  enmienda  sugerida,  por
unanimidad, por 8 votos a favor de los diputados señores (as) Fernández,
doña Maya; García, don René Manuel, Jarpa, don Carlos Abel; León, don
Roberto;  Sepúlveda,  doña  Alejandra;  Tuma,  don  Joaquín;  Urrutia,  don
Osvaldo, y Vallejo, doña Camila.

En relación con el inciso tercero del artículo 28 bis A, el señor Rajevic
explicó  que  la  fijación  del  texto  refundido  de  una  ordenanza  es  un  acto
administrativo del Intendente o alcalde que podría ser eximido del trámite de
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toma de razón por la Contraloría General de la República, pero se ha puesto
en la ley la exigencia de que cumpla ese requisito para controlar que no haya
alteraciones encubiertas de sus normas. 

Puesto  en  votación  el  artículo  28  bis  A,  fue  aprobado  también  en
forma  unánime,  por  8  votos  a  favor,  de  los  diputados  señores  (as)
Fernández, doña Maya; García, don René Manuel, Jarpa, don Carlos Abel;
León, don Roberto; Sepúlveda, doña Alejandra; Tuma, don Joaquín; Urrutia,
don Osvaldo, y Vallejo, doña Camila.

Artículo 28 bis B

Las  diputadas  señoras  Fernández  y  Pacheco,  y  el  diputado  señor
Espinoza, formularon una indicación para sustituir, en el inciso primero del
artículo en comento, la palabra "procurándose" por "debiendo", que aparece
a continuación de la frase "deberá ser transparente y participativo,".

Su objeto es exigir que en el proceso de elaboración de los IPT se
recoja  efectivamente  la  opinión  de  los  vecinos  y  principales  actores  del
territorio planificado. 

La Ministra de Vivienda y Urbanismo se manifestó de acuerdo con el
sentido  de la  indicación,  pero propuso reemplazar  la  frase "procurándose
contar con" por "debiendo requerirse". 

Los diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo y señora Nogueira formularon una indicación  para sustituir, en el
artículo 28 bis B, inciso primero, la frase "con la opinión de los vecinos y los
principales  actores  del  territorio  planificado"  por  "prioritariamente  con  la
opinión  de  los  vecinos  afectados,  sin  perjuicio  de  organizaciones  de  la
sociedad civil del territorio planificado que así lo soliciten".

La  Ministra  de  Vivienda  y  Urbanismo  se  expresó  a  favor  de  la
enmienda propuesta, pero advirtió la necesidad de definir qué se entenderá
por "vecinos afectados". En su opinión, debe entenderse por tales a todos los
habitantes del territorio planificado. 

Los autores de la indicación consideraron,  por el  contrario,  que los
vecinos afectados son aquellos que sufren de manera directa los efectos de
la creación o modificación de un plan regulador, como por ejemplo, quienes
ven alterado el destino residencial de un barrio o aumentado el valor de sus
propiedades  por  el  cambio  del  límite  urbano.  Por  lo  mismo,  propusieron
intercalar  entre  las  palabras  "vecinos"  y  "afectados",  el  vocablo
"directamente". 

La  diputada  señora  Fernández  se  inclinó  por  la  interpretación  del
Ejecutivo, ya que al considerar vecinos afectados a todos quienes habitan el
territorio  planificado  se  incluyen  también  los  directamente  favorecidos  o
perjudicados con los cambios introducidos por los IPT.

La  diputada  señora  Sepúlveda  estimó  inconveniente  restringir  la
participación  en  los  procesos  de  planificación  territorial  a  los  vecinos
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directamente afectados. Prefirió establecer un concepto amplio, que permita
a cada individuo y organización social exponer el grado de afectación que le
significan los cambios propuestos en el plan regulador.

La  diputada  señora  Vallejo  coincidió  con  lo  anterior,  ya  que  la
afectación depende también del punto de vista de los involucrados, como
cuando se expropia un terreno privado para construir un área verde, o se
desafecta un área verde para construir viviendas sociales.

El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, planteó que la instalación de
torres soportantes de antenas requiere la opinión de la junta de vecinos del
lugar de su emplazamiento, la cual suele votar a favor de aquella, porque las
empresas mitigan los efectos adversos a favor del colectivo, sin importar la
opinión del vecino inmediato al predio en que se instalan. Propuso que el
Minvu defina el concepto de "vecinos directamente afectados" en la OGCU,
sobre  la  base  de  considerar  tales  a  quienes  sufren  consecuencias
patrimoniales a raíz de la planificación territorial. 

La Ministra de Vivienda y Urbanismo destacó que el artículo propuesto
por  el  Ejecutivo  obliga  a  requerir  la  opinión  de  los  vecinos  y  no  solo  a
informar a estos de los cambios que se propone introducir en los IPT, lo cual
constituye un avance con respecto a la ley vigente. Está de acuerdo en que
se  defina  en  la  OGCU  a  los  vecinos  afectados,  pero  en  cuanto  a  las
organizaciones  de  la  sociedad  civil,  estimó  inconveniente  restringir  la
participación solo a aquéllas que lo soliciten.

Sobre la base de lo conversado,  los diputados señores (as)  Jarpa,
Sepúlveda  y  Urrutia,  don  Osvaldo,  formularon  una  nueva  indicación,  en
sustitución de las dos anteriores, para reemplazar, en el encabezamiento del
artículo  en  comento,  la  frase  "procurándose  contar  con"  por  "debiendo
requerirse"  y  para  intercalar,  a  continuación  de  la  palabra  "vecinos",  el
vocablo "afectados". 

Fue aprobada la indicación por unanimidad, por 7 votos a favor, de los
diputados señores (as) Espinoza, don Fidel; Fernández, doña Maya; Jarpa,
don Carlos Abel; León, don Roberto; Sepúlveda, doña Alejandra; Urrutia, don
Osvaldo, y Vallejo, doña Camila.

Las  diputadas  señoras  Fernández  y  Pacheco,  y  el  diputado  señor
Espinoza, formularon una indicación para agregar en el N° 1 del artículo 28
bis B, nuevo, a continuación de la frase "formulará una propuesta de imagen
objetivo del desarrollo urbano del territorio a planificar," la siguiente oración:
",  sustentada  en  informes  técnicos  ya  sean  medio  ambientales,
patrimoniales, turísticos, económicos o productivos,".

La señora Jeannette Tapia advirtió que el artículo en enmienda exige
dar a conocer la imagen objetivo del IPT que se pretende establecer y que
supeditar la propuesta a informes técnicos previos sería contrario al objetivo
de anticipar todo lo posible la participación ciudadana en el proceso.
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La diputada señora Fernández explicó que la indicación persigue que
el resumen ejecutivo de la propuesta incluya los fundamentos técnicos de los
cambios que se planteen. 

La Ministra de Vivienda y Urbanismo acotó que los cambios que se
propongan en materia de planificación del territorio comunal o regional deben
ser  fundados,  pero la  idea es que tales fundamentos se sustenten,  entre
otros elementos, en la opinión de la comunidad, de modo que ésta no sea
descalificada después por ser contraria a informes técnicos generados sin su
participación. 

El diputado señor León (Presidente) consideró que los antecedentes
técnicos de la imagen objetivo deben cubrir todos los aspectos que resulten
relevantes, por lo que sugirió eliminar la expresión "ya sean", para que no se
entienda que basta uno solo para que se cumpla el requisito.

La  Comision  acordó,  en  definitiva,  intercalar,  en  el  numeral  1  del
artículo en comento, a continuación de la palabra "diagnóstico", la frase "y
sus fundamentos técnicos". 

La  diputada  señora  Sepúlveda  formuló  sendas  indicaciones  para
agregar,  en  el  numeral  1  del  artículo  28  bis  B,  a  continuación  del  punto
seguido, la siguiente frase "Dicho resumen ejecutivo deberá ser controlado
por los organismos de fiscalización respectivos"; y a continuación del punto
aparte, que pasa a ser coma (,), la frase "así como los inmuebles que serán
afectados con dicha modificación.".

Su  objeto  es  que  haya  un  organismo  público  que  fiscalice  el
cumplimiento efectivo del proceso de participación ciudadana en la discusión
de  la  imagen  objetivo  y  posterior  elaboración  del  anteproyecto  de  plan
regulador. 

La Ministra de Vivienda y Urbanismo estuvo de acuerdo en que la
imagen objetivo formulada por el  Seremi de Vivienda o alcalde respectivo
sea  sancionada  antes  de  su  exposición  a  la  comunidad  por  un  ente
colegiado. Sin embargo, asignar dicha función al consejo regional o concejo
municipal  sería  una  materia  de  iniciativa  exclusiva  del  Presidente  de  la
República, por lo que sugirió dejar pendiente el  numeral 1 del artículo en
discusión para presentar una nueva indicación al efecto, que recoja también
la idea de que se identifiquen los inmuebles afectados por su rol de avalúos.

El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar en su numeral 2
la frase “El resumen ejecutivo y sus planos se publicarán” por la siguiente
oración: “El  resumen ejecutivo y sus planos  deberán ser aprobados por
acuerdo del Concejo Municipal o Consejo Regional, según se trate de
un instrumento de nivel comunal o intercomunal, dentro de los quince
días  siguientes  a  su  recepción.  Transcurrido  este  plazo  sin  un
pronunciamiento expreso se entenderá que tanto el resumen ejecutivo
como  sus  planos  fueron  aprobados.  Una  vez  aprobados,  serán
publicados”.
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Su  objeto  es  que  haya  un  órgano  colegiado  que  apruebe  los
instrumentos constitutivos de la imagen objetivo formulada por la autoridad
local o regional.

Se discutió la idoneidad del  plazo de quince días fijado para dicha
aprobación, especialmente si va a operar el silencio administrativo, pues la
idea es que el órgano colegiado competente se haga responsable de lo que
apruebe. La Ministra de Vivienda abogó por no extender demasiado el plazo
para  cumplir  esta  etapa  preliminar  de  la  planificación  territorial,  cuyo
procedimiento de aprobación es ya bastante prolongado. 

Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad, por 6
votos a favor, de los diputados señores (as) Fernández, doña Maya; García,
don René Manuel; Jarpa, don Carlos Abel; Norambuena, don Iván; Pilowsky,
don Jaime, y Sepúlveda, doña Alejandra.

Las  indicaciones  de  la  diputada  señora  Sepúlveda  se  declararon
incompatibles con lo aprobado anteriormente.

Los diputados (as)  señor  Espinoza y  señora  Fernández formularon
una indicación para introducir al  N° 2 del artículo 28 bis B, las siguientes
modificaciones: 

a)  Elimínese  la  coma  (,)  que  sigue  a  la  palabra  "comunidad"  y
agréguese a continuación la siguiente frase: "en lugares visibles y de libre
acceso al público". 

b) Sustitúyase la palabra "treinta" por "sesenta".
c)  Sustitúyase  la  frase  "iniciada  la  exposición"  por  la  siguiente:

"publicado el resumen ejecutivo y sus respectivos planos".
d) Agréguese a continuación de la palabra "anterior" la siguiente frase:

"y (de) la fecha de realización de las audiencias públicas".
e) Agréguese a continuación de la palabra "despachada" la siguiente

frase: "al domicilio actualizado que se tenga de dicha organización".
f)  Sustitúyase  la  frase  "estos  documentos"  por  la  siguiente:  "el

resumen ejecutivo y sus planos."

Su objeto es procurar que se proporcione la mayor información posible
a la  comunidad para facilitar  la  participación ciudadana en el  proceso de
consulta sobre la imagen objetivo, para lo cual se propone que la exposición
del  resumen  ejecutivo  y  los  planos  se  efectúe  en  lugares  públicamente
accesibles, extender el  plazo para formular observaciones y exigir  que se
publicite la fecha de las audiencias destinadas a ello.  La diputada señora
Fernández sugirió especificar además que serán los vecinos -y no "los otros
interesados"- quienes deberán ser informados mediante carta certificada.

La Ministra de Vivienda y Urbanismo se manifestó de acuerdo con la
indicación en general,  salvo en lo  que respecta a la  extensión del  plazo,
atendida la ya dilatada duración del proceso de aprobación de los IPT. 

La  diputada  señora  Fernández  consideró  necesario  dar  a  la
ciudadanía un plazo razonable para reunirse y poder fijar su posición con
miras a formular observaciones a la imagen objetivo. 
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La Comisión acordó sustituir la letra b) de la indicación en comento por
la siguiente:

b) Intercálase, a continuación de la expresión "treinta días", la frase
"prorrogables hasta cuarenta y cinco", entre comas (,).

Puesta  en  votación  la  indicación  así  enmendada,  fue  aprobada
unánimemente, por 8 votos a favor, de los diputados señores (as) Cariola,
doña Karol; Fernández, doña Maya; García, don René Manuel; Jarpa, don
Carlos Abel; Norambuena, don Iván; Sepúlveda, doña Alejandra; Tuma, don
Joaquín y Urrutia, don Osvaldo.

La diputada señora Sepúlveda formula sendas indicaciones al numeral
2 del artículo 28 bis B: Una, para agregar, entre la conjunción "y" y la frase
"se expondrán a la comunidad", la palabra "simultáneamente"; y otra, para
reemplazar  la  frase  "organizaciones  de  la  sociedad  civil"  por  "consejo
comunal de organizaciones de la sociedad civil".

La Ministra de Vivienda y Urbanismo se manifestó de acuerdo con
ambas indicaciones, pero sugirió reemplazar la expresión "organizaciones de
la sociedad civil" por "organizaciones que formen parte del consejo comunal
de organizaciones de la sociedad civil".

La diputada señora Sepúlveda advirtió que el objeto de la enmienda
propuesta es incorporar a este proceso consultivo la institucionalidad que el
propio  legislador  ha  creado,  pero  sin  dejar  de  lado  a  las  organizaciones
civiles que no se encuentren integradas a ella.

Los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo y señora Nogueira formularon una indicación para sustituir  en el
artículo 28 bis B, número 2, la frase "y los otros interesados" por ", vecinos
afectados y demás interesados".

La señora Jeannette Tapia precisó que esta materia se zanjó en la
sesión  anterior,  haciendo  alusión  a  "los  principales  actores  del  territorio
planificado".

El  Secretario  recordó  que  en  el  encabezamiento  del  artículo  en
enmienda  se  acordó  hacer  referencia  a  "los  vecinos  afectados  y  los
principales actores del territorio planificado", lo que debería replicarse en el
numeral 2 en comento. 

La  Ministra  de  Vivienda  y  Urbanismo  recordó  que  la  norma  en
comento especifica a quienes debe informarse de la publicación y exposición
de  la  imagen  objetivo  mediante  carta  certificada,  y  estimó  inconveniente
ampliar  demasiado  el  universo  de  sus  destinatarios  pues  puede  tornarse
impracticable para los municipios. Insistió en que éstos deben ser los actores
más  relevantes  del  territorio  planificado,  que  no  pueden  dejar  de  ser
notificados.
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Fruto del debate anterior, fueron aprobadas ambas indicaciones, con
la enmienda de sustituir  en el  numeral  2  en comento la expresión "a las
organizaciones de la sociedad civil y los otros interesados" por "al consejo
comunal de organizaciones de la sociedad civil, a las organizaciones de
la sociedad civil, a los vecinos afectados y demás interesados". Votaron
por la afirmativa los diputados (as) señorita Cariola, doña Karol y señores
(as) Fernández, doña Maya; García, don René Manuel; Jarpa, don Carlos
Abel; Sepúlveda, doña Alejandra, y Urrutia, don Osvaldo.

Los  diputados  señor  Espinoza y  señora  Fernández formularon una
indicación para introducir las siguientes modificaciones al N° 3 del artículo 28
bis B:

a) Reemplázase la palabra "una" por "dos";
b)  Agrégase,  a  continuación  de la  palabra  "comunidad",  la  frase ",

debiendo invitar a las organizaciones de la sociedad civil y ciudadanos del
territorio planificado".

Su  objeto  es  exigir  a  lo  menos  dos  audiencias  para  presentar  la
imagen objetivo y especificar ante quienes debe hacerse la exposición.

La  Ministra  de  Vivienda  y  Urbanismo  se  mostró  conforme  con  la
enmienda propuesta, pero consideró necesario concordar la redacción con
los numerales anteriores para hacer referencia en todos ellos a los mismos
tres actores que se han definido: el consejo comunal de organizaciones de la
sociedad civil, las demás organizaciones civiles no incorporadas en este y los
vecinos afectados y demás interesados del territorio a planificar.

- Así se acordó, mandatándose a la Secretaría para que efectúe las
adecuaciones de texto que corresponda.

Puesta  en  votación  la  indicación  en  comento,  fue  aprobada  por
unanimidad, por 8 votos a favor, de los diputados (as) señorita Cariola, doña
Karol;  y  señores (as)  Fernández,  doña Maya;  García,  don René Manuel;
Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto; Pilowsky, don Jaime; Sepúlveda,
doña Alejandra, y Urrutia, don Osvaldo.

Los  diputados  señor  Espinoza y  señora  Fernández formularon una
indicación para introducir las siguientes modificaciones al Nº 4 del artículo 28
bis B, nuevo:

a)  Sustitúyase,  a  continuación  de  la  palabra  "involucradas",  la
expresión "o" por una coma (,);

b) Agréguese, a continuación de la palabra "mediante", la siguiente
frase: "a los menos cuatro";

c) Sustitúyase, a continuación de la palabra "radiales",  la expresión
"o", por la siguiente frase: "publicados en días distintos y".

Por  su  parte,  la  diputada  señorita  Cariola  formuló  indicación  para
reemplazar, en el numeral 4, la expresión "o mediante avisos radiales" por la
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siguiente: "mediante su exposición en lugares de afluencia de público como
consultorios y colegios, avisos radiales".

La  diputada  señora  Sepúlveda  formuló  también  indicación  para
reemplazar, en el numeral 4, la frase "o en la forma de comunicación masiva
más adecuada o habitual en la comuna o comunas objeto del plan", por "y en
la forma de comunicación masiva más adecuada o habitual en la comuna o
comunas objeto del plan".

Los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo  y  señora  Nogueira,  por  último,  formularon  una  indicación  para
sustituir, en el numeral 4, la frase "comuna o las comunas involucradas o
mediante  avisos  radiales  o  en  la  forma  de  comunicación  masiva  más
adecuada o habitual en la comuna o comunas objeto del plan" por "comuna o
comunas  involucradas  y  mediante  avisos  radiales  o  en  los  medios  de
comunicación  masiva  más  adecuado(s)  o  habitual(es)  en  la  comuna  o
comunas objeto del plan.".

La  Ministra  de  Vivienda  y  Urbanismo  observó  que  todas  las
indicaciones precedentes apuntan en el mismo sentido, cual es la masividad
del  medio de comunicación que se deberá utilizar para difundir  el  lugar y
fecha de exposición de la imagen objetivo y la puesta a disposición de sus
antecedentes. Sugirió una nueva redacción que refunde el contenido de tales
indicaciones.

El  diputado  señor  Urrutia,  don  Osvaldo,  no  consideró  adecuado
publicar el llamado a audiencias públicas y demás elementos en colegios o
consultorios de salud.

Las diputadas señorita Cariola y señora Sepúlveda acotaron que en
muchas comunas urbanas y rurales las actividades sociales y culturales se
realizan justamente en ese tipo de establecimientos, por lo que gran parte de
la población acude a ellos.

Los diputados señores (as) Cariola, Fernández, García, Jarpa, León,
Pilowsky y Sepúlveda formularon una nueva indicación, en sustitución de las
anteriores,  para  reemplazar  en  el  numeral  4  la  frase  "o  mediante  avisos
radiales  o"  por  ",  mediante  su exposición  en lugares  de  afluencia  de
público como consultorios y colegios, a través de avisos radiales y". 

Fue aprobada la indicación por asentimiento unánime, por 8 votos a
favor,  de  los  diputados  (as)  señorita  Cariola,  doña  Karol;  y  señores  (as)
Fernández, doña Maya; García, don René Manuel; Jarpa, don Carlos Abel;
León,  don  Roberto;  Pilowsky,  don  Jaime;  Sepúlveda,  doña  Alejandra,  y
Urrutia, don Osvaldo.

Los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo y señora Nogueira formularon una indicación para sustituir  en el
artículo 28 bis B, número 5, la palabra "presentar" por "emitir".
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La diputada señora Sepúlveda formuló sendas indicaciones al numeral
5 del artículo 28 bis B. La primera, para agregar, a continuación de la frase
"30 días", la frase "contados desde la recepción de dicho informe por la
secretaría  del  órgano  respectivo".  La  segunda,  para  agregar,  a
continuación del punto seguido, la frase "El organismo competente deberá
dar  respuesta  fundada  a  cada  una  de  las  observaciones  realizadas,
indicando si las acepta o las rechaza.". 

Fueron aprobadas las tres indicaciones precedentes por unanimidad,
por 7 votos a favor,  de los diputados (as) señorita Cariola,  doña Karol;  y
señores (as) Fernández, doña Maya; García, don René Manuel; Jarpa, don
Carlos Abel;  León,  don Roberto;  Pilowsky, don Jaime, y Sepúlveda, doña
Alejandra.

Los  diputados (as)  señor  Espinoza y  señora  Fernández formularon
una indicación  para  introducir  en  el  Nº  6  del  artículo  28  bis  B,  nuevo,  a
continuación de la palabra "hecho", la frase: "a los Consejos Comunales de
Organizaciones de la Sociedad Civil que resulten afectados, a todos los
interesados y organizaciones de la sociedad civil que hayan formulado
observaciones fundadas y".

La diputada señorita Cariola formuló una indicación para reemplazar,
en el numeral 6 del artículo 28 bis B, la expresión "Servicio de Impuestos
Internos  identificando  las  zonas"  por  "a  los  Consejos  Comunales  de
Organizaciones  de  la  Sociedad  Civil  de  las  comunas  en  que  se
desarrolle el procedimiento de planificación territorial, al Ministerio de
Vivienda y Urbanismo para lo dispuesto en la letra b) del artículo 28 bis
C de  esta  ley,  y  al  Servicio  de  Impuestos  Internos  identificando  las
zonas".

Su objeto es que el  rechazo de una propuesta de modificación del
límite urbano se informe a las organizaciones civiles que intervinieron en el
proceso de elaboración del IPT y al Minvu, para que se incorpore ese dato en
el Observatorio del Mercado del Suelo.

A  su  vez,  el  Ejecutivo  formuló  una  indicación  para  agregar  en  el
numeral 6, después de la coma, la frase: "conforme disponen el artículo 36
c)  de  la  ley  N°  19.175,  Orgánica  Constitucional  sobre  Gobierno  y
Administración Regional,  y el  inciso octavo del artículo 43 de la  Ley
General de Urbanismo y Construcciones,".

Puestas  en  votación  las  tres  indicaciones  precedentes,  con
modificaciones  formales,  fueron  aprobadas  por  6  votos  a  favor  y  una
abstención.  Votaron  por  la  afirmativa  los  diputados  (as)  señorita  Cariola,
doña Karol; y señores (as) Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel;
León, don Roberto; Pilowsky, don Jaime, y Sepúlveda, doña Alejandra. Se
abstiene el señor García, don René Manuel.

El Ejecutivo formuló una indicación para agregar en el artículo 28 bis
B, nuevo, el siguiente inciso final:
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"Todas las publicaciones que señala este artículo deberán estar
disponibles dentro de los mecanismos de participación ciudadana que
exige  el  artículo  7°  del  artículo  primero  de  la  ley  N°  20.285,  sobre
Acceso a la Información Pública.".

Su objeto es exigir  que las publicaciones a que alude la norma se
pongan a disposición del público en los sitios web de los municipios y de las
Seremis respectivas, como lo ordena la Ley de Transparencia bajo amenaza
de sanciones, para que de paso el Observatorio del Mercado del Suelo se
pueda nutrir de esa información.

Puesto en votación el artículo 28 bis B, con la indicación, fue aprobado
por unanimidad, por 7 votos a favor, de los diputados (as) señorita Cariola,
doña  Karol;  y  señores  (as)  Fernández,  doña  Maya;  García,  don  René
Manuel; Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto; Pilowsky, don Jaime, y
Sepúlveda, doña Alejandra. 

Artículos 28 bis C y 28 bis D, nuevos

El Ejecutivo formuló una indicación para incorporar en el numeral 3)
los siguientes artículos 28 bis C y 28 bis D, pasando el actual artículo 28 bis
C a ser el nuevo artículo 28 bis E: 

"Artículo 28 bis C.- Intervención de particulares en la elaboración
y  aprobación  de  los  instrumentos  de  planificación  territorial.  Los
particulares  podrán  proponer  nuevos  instrumentos  de  planificación
territorial  o  modificaciones  de  los  existentes  solamente  mediante
presentaciones formales realizadas en ejercicio del derecho de petición
consagrado en el numeral 14 del artículo 19 de la Constitución Política
de la República. La autoridad que promueva un nuevo instrumento o
una modificación del instrumento deberá mencionar expresamente las
solicitudes planteadas por particulares que se relacionen directamente
con su propuesta. 

Los  particulares  podrán  acompañar  antecedentes  para
fundamentar  nuevos  instrumentos  de  planificación  territorial  o  sus
modificaciones, siempre que en ellos se consigne con claridad quien
los presenta, quien los elaboró y a qué título. Dichos antecedentes sólo
podrán ser considerados por los órganos administrativos si se cumple
con lo anterior y son aprobados por un órgano del Estado.

La infracción de los deberes señalados en los incisos anteriores
será  considerada  una  grave  vulneración  del  principio  de  probidad
administrativa.

Artículo 28 bis D.- Transparencia en el ejercicio de la potestad
planificadora.  La  planificación  urbana  es  una  función  pública  cuyo
objetivo es organizar y definir el uso del suelo de acuerdo con el interés
general. Su ejercicio deberá:
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a) Ser fundado, señalando expresamente sus motivaciones y los
objetivos  específicos  que  persigue  en  cada  caso,  especialmente
cuando  se  realicen  cambios  en  las  propuestas,  anteproyectos  o
proyectos de planes o a sus modificaciones; 

b) Considerar información suficiente sobre la realidad existente y
su evolución previsible, y

c)  Ajustarse  a  los  principios  de  sustentabilidad,  cohesión
territorial y eficiencia energética, procurando que el suelo se ocupe de
manera eficiente y combine los usos en un contexto urbano seguro,
saludable, accesible universalmente e integrado socialmente.".

La Ministra de Vivienda y Urbanismo explicó que el nuevo artículo 28
bis  C  busca  generar  total  transparencia  en  la  eventual  participación  de
privados en las sugerencias de modificación de los IPT. En el último tiempo
se han visto situaciones de modificaciones basadas en estudios financiados
por particulares o motivadas por estos, lo que no tendría nada de malo, salvo
porque no queda explicitado quién y con qué finalidad lo hace. 

Puesto en votación separadamente el mencionado artículo 28 bis C,
fue aprobado unánimemente, por 6 votos a favor, de los diputados señores
(as) Álvarez, doña Jenny; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel;
Norambuena, don Iván; Pilowsky, don Jaime, y Urrutia, don Osvaldo.

Con respecto al  nuevo artículo 28 bis D, explicó la señora Ministra
que, a diferencia del  anterior,  éste apunta a que la acción del  Estado en
materia  de  planificación  territorial  esté  fundada  en  ciertos  principios  que
dicen relación con la calidad de la información que da sustento al proceso de
creación  o  modificación  de  los  IPT,  y  en  algunos  criterios  actualmente
indispensables  en  este  ámbito,  como  son  la  sustentabilidad,  cohesión
territorial y eficiencia energética con respecto al uso del suelo. Se trata de
establecer criterios fundantes de las decisiones de la Administración al iniciar
procesos de adecuación o creación de esta clase de instrumentos.

El  diputado señor  Urrutia,  don Osvaldo,  consideró necesario  definir
qué deberá entenderse por "información suficiente" y acotarla a uno o más
aspectos determinados de la realidad, pues tal como está redactada la letra
b)  del  artículo  en  comento  resulta  demasiado  amplia  la  exigencia  allí
contenida.

La Ministra de Vivienda y Urbanismo señaló que la suficiencia de la
información  debe  estar  referida  al  uso  del  suelo  vigente  al  momento  de
iniciarse el proceso de planificación territorial y a los fundamentos del cambio
que se propone, todo lo cual debiera quedar especificado en la OGUC.

Puesto en votación el artículo 28 bis D, fue aprobado por asentimiento
unánime, por 7 votos a favor, de los diputados señores (as) Álvarez, doña
Jenny;  Carvajal,  doña  Loreto;  Fernández,  doña  Maya;  Jarpa,  don  Carlos
Abel; Norambuena, don Iván; Pilowsky, don Jaime, y Urrutia, don Osvaldo.

Artículo 28 bis C, que pasa a ser 28 bis E
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Trata del Observatorio del Mercado del Suelo Urbano y del Sistema de
Información de los Procesos de Elaboración, Aprobación y Modificación de
los IPT.

Los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo y señora Nogueira formularon una indicación a la letra a) del artículo
en comento, para intercalar, a continuación de la expresión "que informará",
la  palabra  "semestralmente".  Por  su  parte,  la  diputada  señora  Sepúlveda
formuló una indicación para modificar la letra a) en el mismo sentido.

La  diputada  señora  Sepúlveda  formuló  indicación,  además,  para
agregar en la letra a), a continuación de la palabra "precio", la frase "tanto
fiscal como comercial".

Los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo y señora Nogueira formularon también indicación para intercalar en
la  letra  a)  del  artículo  en  comento,  a  continuación  de  la  expresión  "y
nacional",  la  frase  "consignando  de  manera  desagregada  los  precios
efectivos  de  cada  transacción  y  las  características  de  los  bienes  raíces
transados", precedida de una coma (,).

Finalmente,  el  Ejecutivo  formuló  una  indicación  para  reemplazar  el
literal b) del artículo 28 bis C, que ha pasado a ser artículo 28 bis E, por el
siguiente: 

"b) Un sistema de información de los procesos de elaboración y
aprobación de los instrumentos de planificación territorial, así como de
sus modificaciones, el que deberá dar cuenta de manera sistematizada
de toda la información disponible en los sitios electrónicos referidos en
los  artículos  28  bis  A  y  28  bis  B.  Para  estos  efectos,  las
Municipalidades, los Gobiernos Regionales y demás órganos y servi-
cios  competentes  deberán  suministrar  la  información  que  señale  la
Ordenanza de esta ley en la forma y plazos que allí se indiquen, con el
objeto de poner  a disposición del  público  la  información referida de
forma fácil y expedita.".

La  Ministra  de  Vivienda  y  Urbanismo  recordó  que  uno  de  los
propósitos  centrales  del  proyecto  en  debate  es  dar  mayor  transparencia
respecto  de  los  IPT y  de  la  situación  del  suelo  urbano  a  través  de  una
información que esté disponible de manera clara y accesible para toda la
población.  En  tal  sentido,  la  indicación  del  Ejecutivo  busca  precisar  los
criterios que ese sistema de información debe satisfacer. En cuanto a las
indicaciones parlamentarias, observó que ellas apuntan también a precisar
tanto el contenido como la forma y plazos de entrega de dicha información,
todo lo cual prefiere dejar relegado al reglamento de que trata la letra a) del
artículo propuesto o la OGCU, en primer lugar, por un problema de capaci-
dad  del  organismo  que  se  está  creando,  para  el  cual  la  exigencia  de
actualizar  semestralmente  la  información  puede  resultar  inviable  y,  en
segundo lugar, porque la obligación de consignar el valor comercial de los
bienes raíces transados llevará a centrar la atención en casos específicos, en
lugar de orientarla a información agregada que permita conocer la frecuencia
de las transacciones, los precios de referencia globales, etcétera. Consultada
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al  respecto,  aclaró que los  plazos de que trata  la  norma en comento  se
refieren a la  entrega de información por  parte  del  SII  y  de los gobiernos
regionales y locales, pero no a la dictación de las normas reglamentarias
correspondientes,  la  que  –aseguró–  se  efectuará  cuanto  antes,  habida
cuenta del interés que tiene el Minvu en la creación del observatorio y del
sistema de información de los IPT.

Puestas  en  votación  las  dos  primeras  indicaciones  parlamentarias,
que proponen intercalar la palabra "semestralmente", fueron rechazadas por
2 votos a favor y 5 votos en contra. Votaron por la afirmativa los diputados
señora  Nogueira,  doña  Claudia,  y  Urrutia,  don  Osvaldo.  Votaron  por  la
negativa  los  diputados  señores  (as)  Álvarez,  doña  Jenny;  Carvajal,  doña
Loreto;  Fernández,  doña  Maya;  Jarpa,  don  Carlos  Abel,  y  Pilowsky,  don
Jaime.

La  indicación  de  la  diputada  Sepúlveda,  relativa  al  precio  fiscal  y
comercial, fue  rechazada en forma unánime, por 8 votos en contra, de los
diputados señores (as) Álvarez, doña Jenny; señorita Cariola, doña Karol;
Carvajal,  doña  Loreto;  Fernández,  doña  Maya;  Jarpa,  don  Carlos  Abel;
Nogueira, doña Claudia; Pilowsky, don Jaime, y Urrutia, don Osvaldo.

La cuarta indicación parlamentaria, relativa al precio efectivo de cada
transacción, fue rechazada por 2 votos a favor y 6 votos en contra. Votaron
por la afirmativa los diputados señora Nogueira, doña Claudia, y Urrutia, don
Osvaldo. Votaron por la negativa los diputados señores (as) Álvarez, doña
Jenny; señorita Cariola, doña Karol; Carvajal, doña Loreto; Fernández, doña
Maya; Jarpa, don Carlos Abel, y Pilowsky, don Jaime.

Puesto en votación el artículo 28 bis C, que pasa a ser 28 bis E, con la
indicación del Ejecutivo, fue aprobado por unanimidad, por 8 votos a favor,
de los diputados señores (as)  (as)  Álvarez,  doña Jenny;  señorita  Cariola,
doña Karol; Carvajal, doña Loreto; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos
Abel; Nogueira, doña Claudia; Pilowsky, don Jaime, y Urrutia, don Osvaldo.

N° 4)

Reemplaza el inciso final del artículo 35 de la LGUC.

El señor Enrique Rajevic explicó que el objeto de esta enmienda es
adecuar el lenguaje utilizado en la norma, dado que la memoria explicativa y
los planos a que ella se refiere no constituyen cuerpos legales.

Fue aprobado el numeral en comento en forma unánime, por 8 votos a
favor, de los diputados señores (as) Álvarez, doña Jenny; señorita Cariola,
doña Karol; Carvajal, doña Loreto; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos
Abel; Nogueira, doña Claudia; Pilowsky, don Jaime, y Urrutia, don Osvaldo.

N° 5)

Reemplaza el artículo 36 de la LGUC por el que indica, estableciendo
un procedimiento  para la  elaboración  y modificación  de anteproyectos  de
planes reguladores intercomunales y metropolitanos. 
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Los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo y señora Nogueira formularon una indicación para sustituir  en el
artículo  36,  inciso  segundo,  la  frase  ",  en  un  lenguaje  didáctico,  claro  y
simple,  la  descripción  del  instrumento  de  planificación  propuesto  y  sus
principales consecuencias" por "su descripción y los principales efectos
esperados, sin perjuicio de la difusión de otros resúmenes explicativos
en lenguaje claro y simple.".

Su objeto es distinguir el resumen ejecutivo de los anteproyectos de
IPT, que deben redactarse necesariamente en un lenguaje técnico que dé
cuenta  cabal  de  su  descripción  y  de  sus  principales  efectos,  de  otros
resúmenes explicativos que sirvan para someter a consulta pública dichos
anteproyectos.

El  diputado  señor  Urrutia,  don  Osvaldo,  sugirió  aprovechar  esta
iniciativa para zanjar la dualidad de competencias que aparentemente existe
en la actualidad entre el Ministerio del Medio Ambiente y el Minvu en relación
con la evaluación ambiental estratégica.

La  Ministra  de  Vivienda  y  Urbanismo explicó  que el  objetivo  de  la
disposición  en  comento  es  incorporar  una  instancia  temprana  de
participación  ciudadana  en  la  elaboración  de  planes  intercomunales  y
metropolitanos, así como la exigencia de expresar los cambios propuestos
en  un  lenguaje  sencillo  y  comprensible  para  la  población,  pero
especialmente, además, tiene el propósito de armonizar este procedimiento
con el proceso de evaluación ambiental estratégica, de modo que ambos se
desarrollen  simultanea  y  coordinadamente.  Con  respecto  a  la  indicación
parlamentaria,  se manifestó de acuerdo con ella,  por cuanto apunta en el
mismo sentido que la norma propuesta.

Puesto  en  votación  el  numeral  5)  en  comento,  con  la  indicación
precedente,  fue  aprobado  unánimemente,  por  9  votos  a  favor,  de  los
diputados señores (as) Álvarez, doña Jenny; señorita Cariola, doña Karol;
Carvajal,  doña  Loreto;  Fernández,  doña  Maya;  Jarpa,  don  Carlos  Abel;
Nogueira,  doña  Claudia;  Norambuena,  don  Iván;  Pilowsky,  don  Jaime,  y
Urrutia, don Osvaldo.

N° 6)

Reemplaza  el  artículo  37  de  la  LGUC,  habilitando  a  las
municipalidades  para  confeccionar  anteproyectos  de  planes  reguladores
intercomunales en los casos que indica.

El  diputado  señor  Urrutia,  don  Osvaldo,  sugirió  reemplazar  en  el
artículo sustitutivo propuesto la palabra "confeccionar" por "elaborar".

Puesto en votación el numeral en comento, con la enmienda anterior,
fue  aprobado  en  forma  unánime,  por  9  votos  a  favor,  de  los  diputados
señores (as)  Álvarez,  doña Jenny;  señorita  Cariola,  doña Karol;  Carvajal,
doña Loreto; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Nogueira, doña
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Claudia;  Norambuena,  don  Iván;  Pilowsky,  don  Jaime,  y  Urrutia,  don
Osvaldo.

N° 7)

Reemplaza  el  inciso  segundo  del  artículo  42  de  la  LGUC,  con  el
mismo propósito de la enmienda introducida en el inciso final del artículo 35.

Fue aprobado el numeral en comento por asentimiento unánime, por 9
votos a favor, de los diputados señores (as) Álvarez, doña Jenny; señorita
Cariola, doña Karol; Carvajal, doña Loreto; Fernández, doña Maya; Jarpa,
don Carlos Abel; Nogueira, doña Claudia; Norambuena, don Iván; Pilowsky,
don Jaime, y Urrutia, don Osvaldo.

N° 8)

Modifica el artículo 43 de la LGUC, relativo al procedimiento para la
elaboración y aprobación de planes reguladores comunales.

Letra a)

Reemplaza el inciso primero y el encabezamiento del inciso segundo,
del artículo en comento, por los que indica.

La señora Jeannette Tapia explicó que esta enmienda tiene por objeto
incorporar,  en  el  proceso  de  creación  y  modificación  de  los  planes
reguladores  comunales,  la  etapa  previa  de  formulación  y  consulta  de  la
imagen  objetivo,  tal  como  se  hiciera  respecto  de  los  planes  reguladores
metropolitanos e intercomunales.

La diputada señora Sepúlveda planteó que uno de los problemas que
enfrenta  la  elaboración  de  los  PRC son  los  tiempos  que  demoran  otros
organismos en evacuar  los informes que la  ley requiere.  Preguntó si  hay
algún plazo acotado para que los informes ambientales sean emitidos en
este caso.

El señor Rajevic señaló que la emisión de los informes ambientales se
rige por el procedimiento establecido en la ley N° 19.300, que este proyecto
no altera en absoluto, y no considera necesario innovar al respecto porque
hasta el momento ha funcionado de manera bastante razonable.

A proposición del diputado señor García, se acordó votar la enmienda
en discusión, pero reabrir el debate a su respecto si, revisados los plazos
que establece el reglamento de la ley N° 19.300, que serán informados a la
Comisión en la sesión siguiente, no resultan adecuados.

Puesta  en  votación  la  letra  a)  del  numeral  8)  en  comento,  fue
aprobada por asentimiento unánime, por 5 votos a favor, de los diputados
señores (as) Fernández, doña Maya; García, don René Manuel; Jarpa, don
Carlos Abel; Norambuena, don Iván, y Sepúlveda, doña Alejandra.
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Letra b)

Modifica  el  inciso  segundo  del  artículo  43  de  la  LGUC,  haciendo
algunas adecuaciones de referencia y, en particular, eliminando su numeral
5,  que  dispone  la  realización  de  una  audiencia  pública  de  consulta  en
relación al anteproyecto de PRC.

Los  diputados  señor  Espinoza y  señora  Fernández formularon una
indicación para introducir en el numeral 8), letra b), el siguiente literal iv):

iv)  Reemplázase en su numeral  6,  que pasó a ser  5,  la  expresión
"quince" por "treinta".

Su  objeto  es  ampliar  el  plazo  para  formular  observaciones  al
anteproyecto de PRC, facilitando la participación ciudadana en el proceso de
elaboración y aprobación de dicho instrumento.

La  señora  Jeannette  Tapia  señaló  que  el  Ejecutivo  no  ve
inconveniente en acoger la indicación, entendiendo que el numeral 5 sería
derogado. Consultado al respecto, el señor Rajevic precisó que los plazos
establecidos en la LGUC deben entenderse de días corridos, a menos que
expresamente se disponga otra cosa.

Las diputadas señoras Fernández y Sepúlveda objetaron la supresión
del numeral 5 del artículo en enmienda, a pesar de haberse incorporado a
través del nuevo artículo 28 bis B una etapa de consulta a la ciudadanía
sobre la imagen objetivo que sirvió de base a la formulación del anteproyecto
de  PRC,  pues  creen  que  debe  ampliarse  y  no  reducirse  la  participación
ciudadana en el proceso. 

Puesta en votación la indicación precedente, fue aprobada por 6 votos
a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores (as)
Fernández, doña Maya; García, don René Manuel; Jarpa, don Carlos Abel;
Norambuena, don Iván; Sepúlveda, doña Alejandra, y Urrutia, don Osvaldo.
Se abstuvo la señora Carvajal, doña Loreto.

Puesto en votación el literal ii) de la letra b) en análisis, que elimina el
numeral 5 del artículo 43 de la LGUC, fue rechazado por 5 votos en contra y
una  abstención.  Votaron  por  la  negativa  los  diputados  señores  (as)
Fernández,  doña  Maya;  Jarpa,  don  Carlos  Abel;  Norambuena,  don  Iván;
Sepúlveda,  doña Alejandra, y Urrutia,  don Osvaldo.  Se abstuvo la señora
Carvajal, doña Loreto.

La  señora  Jeannette  Tapia  planteó  la  necesidad  de  adecuar  la
redacción de los literales i) y iii) de la letra b) en comento, atendido el hecho
de haberse optado por mantener el numeral 5 del artículo 43.

Al efecto, los diputados señores (as) García, Fernández, Jarpa, León,
Sepúlveda y Urrutia formularon indicación para reemplazar, en el literal i) de
la letra b), la frase "en su numeral 3" por "en sus numerales 3 y 5", y para
suprimir el literal iii) de la misma letra b).
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Puesta  en  votación  la  indicación  precedente,  fue  aprobada
unánimemente, por 6 votos a favor, de los diputados señores (as) Carvajal,
doña Loreto;  Fernández,  doña Maya;  Jarpa,  don Carlos Abel;  Sepúlveda,
doña Alejandra; Tuma, don Joaquín, y Urrutia, don Osvaldo.

Letras c) y d)

La primera sustituye la referencia al "proyecto" de PRC, contenida en
los  incisos  segundo  al  quinto  del  artículo  43,  por  una  alusión  al
"anteproyecto" de plan regulador. La segunda agrega, en el inciso tercero del
citado artículo 43, un párrafo nuevo que ordena poner a disposición de la
ciudadanía, en el sitio web municipal, todos los documentos que integren el
anteproyecto de aquel instrumento.

A proposición de diputado señor Urrutia, don Osvaldo, se acordó inter-
calar, en el nuevo párrafo propuesto mediante la letra d), a continuación de la
palabra  "instrumento",  la  primera  vez  que  aparece,  la  expresión  "de
planificación territorial". 

Consultado al  respecto,  el  señor  Rajevic  señaló que el  proceso de
participación ciudadana a que se refiere el párrafo en comento se inicia con
el informe a los vecinos de que trata el N° 1 del inciso segundo del artículo
43 en enmienda.

Puestas en votación las letras c) y d), con la modificación acordada a
esta última, fueron aprobadas por unanimidad, por 7 votos a favor, de los
diputados  señores  (as)  Carvajal,  doña  Loreto;  Fernández,  doña  Maya;
García, don René Manuel; Jarpa, don Carlos Abel; Norambuena, don Iván;
Sepúlveda, doña Alejandra, y Urrutia, don Osvaldo.

Letras e) y f)

La primera, reemplaza en el inciso cuarto del artículo 43 de la LGUC,
la frase que indica, relativa al cómputo del plazo que tendrá el alcalde para
someter a la aprobación del concejo municipal el anteproyecto de PRC. La
segunda, agrega una frase en el inciso quinto del citado artículo 43, fijando
en 60 días el plazo para que el concejo se pronuncie sobre las proposiciones
contenidas en el referido anteproyecto.

Fueron aprobadas las letras e) y f) en forma unánime, por 7 votos a
favor, de los diputados señores (as) Carvajal, doña Loreto; Fernández, doña
Maya; García, don René Manuel; Jarpa, don Carlos Abel; Norambuena, don
Iván; Sepúlveda, doña Alejandra, y Urrutia, don Osvaldo.

Letra g)
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Agrega un nuevo párrafo en el inciso sexto del artículo 43 de la LGUC,
que exige  informar  al  SII  cuando el  proyecto  de PRC aprobado altere la
propuesta de modificación del  límite  urbano contenida en el  anteproyecto
acordado previamente por el mismo concejo municipal.

La diputada señora Sepúlveda recordó que, en el caso de la compra
de terrenos en Machalí, por parte de la empresa Caval, el alcalde enviaba
toda  la  información  sobre  las  modificaciones  al  PRC  directamente  a  la
Seremi  de  Vivienda,  sin  que  ellas  hubieran  sido  tratadas  por  el  concejo
municipal.  Sugirió  que sea el  concejo  el  que deba remitir  en  adelante  el
proyecto de PRC a las autoridades que indica la norma en comento, para los
efectos previstos en ella.

La  diputada  señora  Carvajal  advirtió  que  ello  podría  significar
introducir modificaciones en Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades,
con  el  fin  de  ampliar  las  facultades  del  concejo.  Consultó  la  opinión  del
Ejecutivo al respecto.

El  diputado señor Urrutia,  don Osvaldo,  sugirió  obligar  al  alcalde a
remitir copia al concejo municipal de la información que deba enviar a las
autoridades que enumera la norma en debate,  toda vez que en la  etapa
previa  los  concejales  han  debido  pronunciarse  sobre  las  proposiciones
contenidas en el anteproyecto de PRC. Acogida esta sugerencia, se acuerda
agregar al final del nuevo párrafo que se agrega al inciso sexto del artículo
43, a continuación de la expresión "zona afectada", la frase "con copia al
concejo municipal", precedida de una coma (,).

La diputada señorita Cariola formuló una indicación para reemplazar,
en el nuevo párrafo que se propone agregar al inciso sexto del artículo 43, la
expresión "Servicio de Impuestos Internos, señalando la zona afectada" por
la siguiente: "Ministerio de Vivienda y Urbanismo para lo dispuesto en la
letra b) del artículo 28 bis C de esta ley,  y al  Servicio de Impuestos
Internos, identificando la zona afectada".

Su objeto es que, en la hipótesis contemplada en la propuesta del
Ejecutivo, junto con informar el alcalde a la Seremi de Vivienda y Urbanismo
respectiva y al SII, informe también al Minvu para efectos de alimentar las
bases de datos del observatorio y del sistema de información a que se refiere
el nuevo artículo 28 bis C, que ha pasado a ser 28 bis E.

Puesta  en  votación  la  letra  g)  del  numeral  8),  con  la  indicación
precedente (adecuando la referencia al artículo 28 bis E), y la modificación
acordada (en cuanto a informar también al concejo municipal), fue aprobada
por asentimiento unánime, por 7 votos a favor, de los diputados señores (as)
Carvajal,  doña Loreto; Fernández, doña Maya; García, don René Manuel;
Jarpa, don Carlos Abel; Sepúlveda, doña Alejandra; Tuma, don Joaquín, y
Urrutia, don Osvaldo.

Letra h)

Deroga el inciso duodécimo del artículo 43 de la LGUC, que ordena el
archivo  de  los  planos  y  la  ordenanza  constitutivos  del  PRC  en  los
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conservadores de bienes raíces y demás organismos que indica, por tratarse
de una materia regulada de manera más general en el nuevo artículo 28 bis
A.

Fue aprobada la letra h) por unanimidad, por 7 votos a favor, de los
diputados  señores  (as)  Carvajal,  doña  Loreto;  Fernández,  doña  Maya;
García,  don  René  Manuel;  Jarpa,  don  Carlos  Abel;  Sepúlveda,  doña
Alejandra; Tuma, don Joaquín, y Urrutia, don Osvaldo.

N° 9)

Modifica el artículo 45 de la LGUC, que somete las modificaciones a
los  PRC  al  mismo  procedimiento  establecido  en  el  artículo  43  para  su
elaboración y aprobación ex novo.

El señor Enrique Rajevic explicó que el inciso segundo del artículo 45
en enmienda permite introducir pequeñas modificaciones en los PRC, pero
las normas a que hace referencia el texto corresponden a una versión de los
años setenta  de la  LGUC. Luego,  lo  que se  está  precisando es  que los
cambios al  PRC se van a someter al  mismo procedimiento fijado para su
creación en el artículo 43 actualizado, pero sin subir al Core. Sin embargo,
en razón de haberse optado por mantener el numeral 5 del citado artículo,
habría que corregir, en el texto sustitutivo propuesto mediante la letra b) del
numeral en comento, la referencia a los numerales 1 al 5, reemplazándola
por otra que abarque los números 1 al  6 del  artículo 43. En cuanto a la
derogación del inciso tercero, señaló que, además de ser una regla obvia la
contenida  en  él,  se  ha  querido  suprimirla  expresamente  para  que  no  se
interprete  que  en  otros  casos  sí  podría  haber  modificaciones  a  los  IPT
contrarias a la ley y sus reglamentos.

Puesto en votación el numeral 9) del artículo primero del proyecto, fue
aprobado  en  forma  unánime,  por  6  votos  a  favor,  con  la  enmienda  de
sustituir, en el texto de reemplazo contenido en su letra b), la expresión "1. al
5."  por  "1.  al  6.".  Votaron  por  la  afirmativa  los  diputados  señores  (as)
Carvajal,  doña  Loreto;  Fernández,  doña  Maya;  Jarpa,  don  Carlos  Abel;
Sepúlveda, doña Alejandra; Tuma, don Joaquín, y Urrutia, don Osvaldo.

N° 10)

Modifica el  artículo 46 de la LGUC, para someter la aprobación de
planes seccionales al procedimiento previsto en los artículos 28 bis B y 43,
que tratan de la generación de la imagen objetivo y de la aprobación de los
PRC, respectivamente.

Fue aprobado el numeral en comento por asentimiento unánime por 6
votos  a  favor,  de  los  diputados  señores  (as)  Carvajal,  doña  Loreto;
Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Sepúlveda, doña Alejandra;
Tuma, don Joaquín, y Urrutia, don Osvaldo.

N° 11), nuevo
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Los  diputados  señor  Espinoza y  señora  Fernández formularon una
indicación  para  introducir  en  el  artículo  primero  el  siguiente  numeral  11),
nuevo:

11) Modifícase el artículo 47 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el literal b) el guarismo "7.000" por "5.000".

b)  Agrégase el  siguiente inciso  final:  "Con todo,  el  Plan  Regulador
Comunal  no  podrá  tener  una  vigencia  mayor  a  15  años,  debiendo  el
Municipio respectivo realizar las modificaciones o actualizaciones que sean
necesarias.".

Su objeto es hacer obligatoria la aprobación de un PRC para todos los
centros poblados que tengan 5 mil o más habitantes (actualmente lo es para
aquellos que igualen o superen los 7 mil), así como la actualización de los
PRC cada 15 años.

El diputado señor Tuma planteó que la creación o modificación de un
PRC  puede  tardar  más  de  diez  años,  a  raíz  de  una  serie  de  trámites
burocráticos que habría que simplificar.

La  diputada  señora  Carvajal  planteó  la  necesidad  de  apoyar
económicamente  a  las  comunas  para  llevar  a  cabo  el  proceso  de
planificación urbana que se les exige.

La  diputada  señora  Fernández  enfatizó  la  conveniencia  de  hacer
obligatoria  la actualización periódica de los PRC, pues muchas veces los
alcaldes se niegan a efectuarla, aun cuando la mayoría de los vecinos la
consideren necesaria.

El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, se manifestó de acuerdo con
la rebaja del número de habitantes que gatilla la obligación de contar con un
PRC,  aunque  tratándose  de  localidades  pequeñas  sugirió  simplificar  las
exigencias en materia de planimetría o cartografía, haciendo una diferencia
con los grandes centros urbanos. En lo que respecta a la actualización de los
PRC,  compartió  la  opinión  de  que  exigirla  cada  quince  años  podría  ser
excesivo, puesto que la sola aprobación de un plan regulador suele demorar
diez o más años. Además, planteó que esta norma podría ser letra muerta si
no se establece alguna sanción para la  autoridad encargada de iniciar  el
proceso de modificación del IPT.

La diputada señora Sepúlveda consideró igualmente importante que
haya  planificación  y  ordenamiento  territorial  en  las  zonas  rurales,  pero
muchas municipalidades no tienen las capacidades técnicas necesarias para
llevarla  a cabo,  por  lo  que sería  deseable  que las Seremi  de  Vivienda y
Urbanismo les dieran apoyo para tales efectos, como actualmente lo hace la
Subdere.  Al  contrario  del  diputado  Urrutia,  don  Osvaldo,  expresó  su
conformidad con la idea de exigir la actualización de los PRC cada 15 años,
pero duda de la conveniencia de reducir el tamaño de los centros poblados
que deban contar con uno.
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La diputada señora Fernández consideró que la ciudadanía no solo
debe participar en los procesos de planificación urbana cuando el alcalde
decida convocarlos,  sino que también debería poder  exigir  que se inicien
cuando ella lo considere necesario.

La  señora  Jeannette  Tapia  señaló  que  el  Ejecutivo  está  muy
consciente de la necesidad de regular adecuadamente el tema de los IPT.
De hecho, ha constituido el CNDU, que en una primera instancia formuló una
propuesta de política de suelos y que, en la actualidad, está trabajando en
una  propuesta  de  planificación  urbana  integrada.  Hay  también  otras
iniciativas que se están sumando, como por ejemplo, la coordinación entre
los distintos organismos públicos que forman parte del CNDU, y el plan de
ordenamiento territorial regional que se está incorporando en el proyecto de
ley de descentralización y que deberá servir de base para los sistemas de
planificación urbana local. Afirmó que el Minvu financia hoy gran parte de los
planes reguladores que se formulan en el país y aunque reconoce que hay
grandes  debilidades  institucionales  que  superar  (hay  planes  reguladores
especiales  confeccionados  con  motivo  del  27F  que  aún  no  han  sido
aprobados por la Contraloría General de la República), se está trabajando en
ello, aseveró.

Con respecto a la indicación, señaló que para el Minvu el artículo 47
de la LGUC está hoy tácitamente derogado, pues, de acuerdo con el artículo
6° de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, todas las comunas
deben contar con un plan regulador como instrumento de gestión. Por esa
razón el Ejecutivo no propuso modificaciones a dicho precepto. En cuanto al
plazo de actualización de los PRC, hizo notar que el artículo 48 de la LGUC
dispone  que  la  confección  o  reactualización  de  tales  instrumentos  debe
verificarse dentro de los plazos que fije la Seremi de Vivienda y Urbanismo
respectiva. Sugirió acotar tales plazos en dicho artículo, en lugar de fijarle al
PRC  una  vigencia  máxima  de  15  años  en  el  artículo  47,  pues  podría
entenderse que vencido este término no habrá plan regulador mientras no se
apruebe uno nuevo.

El diputado señor García preguntó, ¿cuántas comunas del país tienen
plan regulador?

El  diputado  señor  Urrutia,  don  Osvaldo,  advirtió  que  la  obligación
establecida  en  el  artículo  6°  de  la  Ley  Orgánica  Constitucional  de
Municipalidades no se cumple porque muchos municipios alegan que el PRC
es  un  instrumento  de  gestión  del  suelo  urbano  y  sus  territorios  son
mayormente  rurales.  Por  lo  mismo,  estimó  conveniente  restablecer  la
exigencia en función del número de habitantes.

El señor Enrique Rajevic hizo presente que al acotar la exigencia a las
comunas que cuenten con centros poblados de 5 mil o más habitantes se
estaría  eximiendo  de  ella  a  algunas  municipalidades,  siendo  que  la  ley
orgánica  constitucional  respectiva  la  impone  a  todas  ellas  sin  distinción,
aunque  reconoce  que  esta  obligación  no  se  cumple  a  cabalidad,
generalmente, por falta de recursos. Informó que prácticamente un tercio de
las comunas del país no tienen un PRC actualizado, pero tienen otras figuras
de planificación al  menos del territorio urbano, y solo unas diez no tienen
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ningún tipo de IPT. Con respecto al plazo para confeccionar o reactualizar los
PRC, sugirió intercalar en el artículo 48 la frase "y en todo caso cada quince
años",  a  continuación  de  la  expresión  "Secretaría  Regional  Ministerial  de
Vivienda y Urbanismo".

El  diputado  señor  Urrutia,  don  Osvaldo,  observó  que,  si  bien  una
comuna podría no tener PRC como instrumento de gestión global, el artículo
47  de  la  LGUC  le  exigiría  contar  al  menos  con  un  IPT  para  aquellas
localidades que superen cierta cantidad de habitantes. Citó el  ejemplo de
Puchuncaví, que tiene plan regulador (y no planes seccionales) para cuatro
centros poblados, pero no un plan que abarque todo el territorio comunal.
También se da el caso de comunas que tienen PRC, pero éste no incluye
ciertas localidades pequeñas, como es el  caso de Olmué en relación con
Quebrada Alvarado.

La diputada señora Fernández anunció su decisión de retirar la letra b)
de su indicación al artículo 47, para acoger la sugerencia del Ejecutivo de
modificar  el  artículo  48  de  la  LGUC  en  lo  que  respecta  al  plazo  de
reactualización de los PRC, pero pidió que se vote la letra a) de aquélla,
pues incluso la exigencia de contar con plan regulador solo respecto de los
centros poblados de cierto tamaño es más benigna que la establecida en la
Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Puesta  en  votación  la  letra  a)  de  la  indicación  en  comento,  se
registraron 2 votos a favor, 3 votos en contra y una abstención, dándose por
rechazada por  falta  de  quórum.  Votaron  por  la  afirmativa  los  diputados
señores (as) Fernández, doña Maya, y Urrutia, don Osvaldo. Votaron por la
negativa los diputados señores (as) Carvajal, doña Loreto; Sepúlveda, doña
Alejandra, y Tuma, don Joaquín. Se abstuvo el señor Jarpa, don Carlos Abel.

N° 12), nuevo que pasa a ser N° 11

Las  diputadas  señorita  Cariola  y  señora  Fernández,  y  el  diputado
señor  Jarpa,  formularon  una  indicación,  en  reemplazo  de  otra  que
presentaran en conjunto la  misma señora Fernández y  el  diputado señor
Fidel Espinoza, para incorporar un nuevo numeral 12 al artículo primero del
proyecto,  con  el  objeto  de  agregar  en  el  artículo  48  de  la  LGUC,  a
continuación del primer punto seguido, lo siguiente: "y en todo caso, los
planes reguladores comunales deberán ser actualizados cada quince
años.".

Puesta en votación esta indicación, fue aprobada por 5 votos a favor y
una  abstención.  Votaron  por  la  afirmativa  los  diputados  señores  (as)
Carvajal,  doña  Loreto;  Fernández,  doña  Maya;  Jarpa,  don  Carlos  Abel;
Tuma, don Joaquín, y Urrutia, don Osvaldo. Se abstuvo la diputada señora
Sepúlveda, doña Alejandra.

Artículo Segundo

Modifica el artículo 3° del decreto ley Nº 1.939, de 1977, obligando al
Ministerio de Bienes Nacionales a mantener a disposición del público, en su
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sitio web institucional, el catastro de bienes raíces fiscales, a través de un
sistema informático.

A  proposición  del  diputado  señor  Urrutia,  don  Osvaldo,  se  acordó
intercalar  en  el  nuevo  inciso  tercero  propuesto  por  el  Ejecutivo,  a
continuación  de  la  expresión  "sistema  informático"  la  palabra
"georreferenciado".

Puesto  en  votación  el  artículo  segundo  del  proyecto,  con  la
modificación acordada, fue aprobado por unanimidad, por 6 votos a favor, de
los diputados señores (as) Carvajal,  doña Loreto; Fernández, doña Maya;
Jarpa, don Carlos Abel; Sepúlveda, doña Alejandra; Tuma, don Joaquín, y
Urrutia, don Osvaldo.

Artículo Tercero

Introduce  modificaciones  en  la  ley  N°  17.235,  sobre  Impuesto
Territorial  (texto  refundido,  coordinado,  sistematizado y  actualizado  por  el
decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1998, del Ministerio de Hacienda).

N° 1

Modifica  el  artículo  3°  de  la  Ley  sobre  Impuesto  Territorial,  en  el
sentido que indica.

El  señor  Enrique  Rajevic  explicó  que las  enmiendas  propuestas  al
artículo 3° en comento apuntan en dos direcciones. La primera es anticipar
los reavalúos de bienes raíces en aquellas comunas donde se registre una
ampliación de límites en su plan regulador, de forma tal que una superficie
rural pase a ser urbana. Lo normal es que los reavalúos se realicen cada
cuatro años y lo que el proyecto establece es que, cuando se produzca un
cambio del límite urbano, ese proceso se lleve a efecto dentro de los seis
meses siguientes (letra a). 

La  segunda  dice  relación  con  el  incremento  gradual  de  las
contribuciones. Según la ley vigente, cuando las contribuciones aumentan en
más del 25% en comparación con las giradas en el semestre inmediatamente
anterior, la parte que exceda debe incorporarse a razón del 10% a lo largo de
los siete semestres posteriores al primero, lo cual genera que los reavalúos
efectivos demoren mucho tiempo en producirse. Lo que se está planteando
(en la letra b) del numeral en comento) es que cuando los reavalúos sean
muy altos las contribuciones se rijan por la norma general. 

El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, consideró delicado eliminar de
modo general  el  aumento gradual  de las contribuciones que contempla la
normativa  vigente,  sobre  todo  con  respecto  a  los  sectores  medios  de  la
población. Preguntó, ¿cuál es el monto mínimo de tasación sobre el cual se
va a aplicar esta nueva forma de cobro del impuesto territorial?

El Subsecretario de Hacienda señaló que el objetivo del proyecto es
que  los  reavalúos  que  se  efectúen  a  futuro  constituyan  la  base  real  del
impuesto  territorial,  pues  hasta  ahora  la  ley  permite  reajustar  las
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contribuciones solo en 95% a lo largo de ocho semestres (25% el primero y
10% los siete siguientes). Lo que ahora se dispone es que en el semestre
anterior  a  la  entrada  en  vigencia  de  un  nuevo  reavalúo  tendrá  que
incorporarse todo el saldo del impuesto no reajustado en el periodo anterior.

El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, consultó si podría un reavalúo
por cambio del límite urbano y otro general afectar simultáneamente a un
mismo predio.

El  Subsecretario  de  Hacienda explicó  que  en el  periodo  de  cuatro
años que debe transcurrir entre un reavalúo general y otro las contribuciones
aumentarían en 95% (asumiendo 25% de incremento inicial y 10% semestral
posterior),  por  lo  que antes de aplicarse  el  siguiente reavalúo el  reajuste
sería suavizado por la norma, pero la idea es que cuando deba aplicarse el
siguiente reavalúo se haga sobre el 100% del último reavalúo previo. 

La  diputada  señora  Sepúlveda  manifestó  su  preocupación  por  el
efecto que tendría la aplicación de este nuevo instrumento sobre el precio de
los terrenos que pudieran adquirirse para construir viviendas sociales y sobre
los subsidios aplicables al efecto.

La Ministra de Vivienda y Urbanismo sostuvo que este instrumento no
debiera  ser un factor relevante porque uno de los cambios que el Minvu ha
introducido, especialmente en el Programa de Habitabilidad Rural, es separar
el valor del terreno del valor de la vivienda, financiando con una parte del
subsidio  la  habilitación  del  suelo  y  con  otra  la  construcción  de  unidades
habitacionales.

Puesta en votación la letra a) del numeral en comento, fue aprobada
por unanimidad, por 5 votos a favor, de los diputados señores (as) García,
don  René  Manuel;  Jarpa,  don  Carlos  Abel;  Norambuena,  don  Iván;
Sepúlveda, doña Alejandra, y Urrutia, don Osvaldo.

Puesta en votación la letra b) del mismo numeral, fue aprobada por 6
votos  a  favor  y  una  abstención.  Votaron  por  la  afirmativa  los  diputados
señores  (as)  Carvajal,  doña  Loreto;  Fernández,  doña  Maya;  Jarpa,  don
Carlos Abel; Nogueira, doña Claudia, Norambuena, don Iván, y Sepúlveda,
doña Alejandra. Se abstuvo el señor Urrutia, don Osvaldo.

N° 2

Modifica el artículo 8° de la Ley sobre Impuesto Territorial, en la forma
que indica.

El señor Enrique Rajevic señaló que las enmiendas propuestas por
este numeral se refieren a la sobretasa que deben pagar los inmuebles no
agrícolas  afectos  a  impuesto  territorial,  correspondientes  a  sitios  no
edificados con urbanización,  propiedades abandonadas o pozos lastreros.
Explicó que la ley N° 20.980 [sic] excluyó de la aplicación de esta sobretasa
a  los  inmuebles  antes  descritos  cuando  su  superficie  exceda  las  50
hectáreas, disponiendo que en tales casos ella solo se va a aplicar 10 años
después de recibidas las obras de urbanización. Lo que propone el proyecto
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es  eliminar  esa  excepción  por  considerar  que  no  se  justifica,  ya  que  no
habría  ningún  castigo  para  aquellas  superficies  donde  no  se  haga  la
urbanización y queden en definitiva como propiedades abandonadas.

El Subsecretario de Hacienda recordó que la ley N° 20.033 estableció
una sobretasa respecto del impuesto territorial a pagar por los bienes raíces
no agrícolas que describe el artículo 8° de la ley en enmienda, pero más
tarde se introdujo una exención a esta obligación respecto de los bienes
raíces  sin  urbanización  y  de  los  resultantes  de  loteos,  en  cuyo  caso  la
sobretasa solo se aplica desde el  año subsiguiente,  en el  primer caso,  o
después de diez años en el segundo, de recibidas las obras de urbanización.
Lo que se pretende es volver a la norma vigente antes de establecerse dicha
exención.

El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, estimó que la parte final del
inciso primero del artículo 8° en enmienda es incongruente con el propósito
del  proyecto,  pues  si  la  sobretasa  es  aplicable  a  todos  los  sitios  no
edificados, estén o no urbanizados, no debería eximirse a los ubicados en
zonas urbanizables o de extensión urbana. 

El señor Enrique Rajevic aclaró que la LGUC distingue en todo IPT un
área urbana consolidada y otra urbanizable o de extensión, más el área rural;
y  que  la  sobretasa  a  que  se  refiere  la  norma  en  comento  es  aplicable
solamente a los sitios eriazos (no edificados) ubicados en la zona urbana
porque una propiedad abandonada en esta área termina siendo disfuncional
para  el  resto  del  centro  poblado.  Consultado  al  respecto,  señaló  que  la
norma vigente exime de la sobretasa a los sitios eriazos urbanos que estén
urbanizados, pero lo que se busca es eliminar también esta exención. 

El diputado señor García planteó que hay sitios urbanos que no han
podido  ser  urbanizados  por  estar  fuera  del  área  de  concesión  de  las
empresas sanitarias que debieran proveerles el agua potable. Preguntó si en
tales casos se aplicará la sobretasa, pese a no ser imputable a sus dueños la
falta de urbanización. 

El Subsecretario de Hacienda recordó que los inmuebles cuyo avalúo
fiscal no exceda los $ 14 millones aproximadamente están exentos del pago
de  impuesto  territorial  y  considera  muy  improbable  que  un  terreno  no
urbanizado alcance ese valor, por lo que no entraría en la descripción de los
afectos a esa sobretasa. 

La diputada señora Sepúlveda comentó que cuando un terreno carece
de agua potable y alcantarillado se puede pedir incluso la rebaja del avalúo,
de modo que difícilmente operará la sobretasa a su respecto.

Puesto en votación el numeral 2 del artículo tercero del proyecto, se
registraron 4 votos a favor y cuatro abstenciones, dándose por  rechazado
por falta de quórum de aprobación. Votaron por la afirmativa los diputados
señores  (as)  Carvajal,  doña  Loreto;  Fernández,  doña  Maya;  Jarpa,  don
Carlos Abel,  y  Sepúlveda,  doña Alejandra.  Se abstienen los señores (as)
García, don René Manuel; Nogueira, doña Claudia; Norambuena, don Iván, y
Urrutia, don Osvaldo.
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Artículo Cuarto

Contiene  el  texto  de  la  Ley  sobre  Incrementos  de  Valor  por
Ampliaciones  de  los  Límites  Urbanos,  la  cual  consta  de  once  artículos
permanentes.

Los diputados señores Norambuena,  Urrutia  don Osvaldo y  señora
Nogueira formularon una indicación para eliminar este artículo, la cual fue
declarada  inadmisible por el Presidente de la Comisión, por incidir en una
materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme a lo
dispuesto  en  el  artículo  65,  inciso  cuarto,  ordinal  1°,  de  la  Constitución
Política.

El  diputado  señor  Urrutia,  don  Osvaldo,  formuló  una  reserva  de
constitucionalidad respecto del artículo cuarto del proyecto, entregando por
escrito a la Secretaría los argumentos que le sirven de base, documento que
se adjunta como anexo de este informe.

Artículo 1°

Crea un impuesto aplicable al mayor valor obtenido en la enajenación
de bienes raíces situados en zonas incluidas en un proceso de ampliación
del límite urbano de una comuna.

El Subsecretario de Hacienda destacó que este nuevo impuesto va a
permitir  al  Estado  recuperar  en  parte  el  aumento  de  valor  de  un  predio
derivado de la modificación de un PRC en cuya virtud haya pasado de ser
rural a urbano. La idea es que el 10% de ese aumento de valor, en virtud de
una  indicación  que  presentará  el  Ejecutivo,  pase  a  engrosar  las  arcas
municipales de las comunas afectadas. 

Explicó  que  para  calcular  este  impuesto  hay  que  distinguir  varias
etapas en el proceso de modificación de los límites urbanos. El primer hito
importante es cuando se hace pública la imagen objetivo de los cambios que
se quiere introducir en la planificación territorial, porque en ese momento es
cuando se revela que los terrenos ubicados en un sector del área rural van a
pasar  eventualmente  al  área urbana.  A  partir  de  entonces,  el  SII  deberá
determinar  el  valor  comercial  que  van  a  adquirir  potencialmente  esos
terrenos si se llegan a aprobar los cambios proyectados (el que tenían al 31
de diciembre del año anterior), el cual constituirá el precio inicial que servirá
de base para calcular la base imponible del nuevo tributo. Si dentro de los
siete  años posteriores  a  la  publicación  de la  imagen objetivo  y  antes  de
aprobarse  un  plan  regulador  que  amplíe  el  límite  urbano  de  la  comuna
respectiva se enajena uno de estos terrenos, se aplicará al  enajenante el
impuesto con tasa del 10% sobre la diferencia entre el precio de venta y el
valor  inicial  determinado por  el  SII.  Si  el  comprador  vuelve a enajenar  el
terreno dentro del mismo periodo, el precio inicial será el de adquisición y el
precio final será el pactado en el contrato.
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Un  segundo  hito  es  la  publicación  del  plan  regulador  que  amplía
efectivamente  el  límite  urbano,  momento  a  partir  del  cual  el  SII  deberá
efectuar, en el plazo de seis meses, una nueva tasación comercial de los
bienes  raíces  que  hayan  quedado  incluidos  dentro  del  área  urbana
extendida, la que será considerada el precio final en las enajenaciones que
se efectúen a partir de entonces. Lo mismo será si transcurren siete años
desde la publicación de la imagen objetivo y las modificaciones al PRC no se
han aprobado. Consultado al respecto, destacó el Subsecretario que, si por
alguna razón el precio efectivo de la enajenación fuera menor que el valor
final de referencia determinado por el SII, podrá considerarse como precio
final el pactado por las partes contratantes, de acuerdo al N° 3 del artículo 6°
propuesto.

El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, preguntó si una persona que
ha vendido una propiedad en más de 8 mil UF, razón por la cual ha debido
pagar el impuesto a la ganancia de capital previsto en la Ley de la Renta,
adquiere  una propiedad que más tarde se  incorpora  al  área urbana y  la
enajena, tendría que pagar también el impuesto adicional de que trata este
proyecto.

El  Subsecretario  de  Hacienda  respondió  que  sí,  porque  la  base
impositiva  de  ambos  tributos  es  distinta.  En  el  caso  del  impuesto  a  la
ganancia de capital, la base está dada por los valores de compra y de venta
pactados por las partes. En el del impuesto por ampliación del límite urbano
la base se determina en la forma antes descrita, según los casos.

El  diputado señor  Urrutia,  don Osvaldo,  observó que el  artículo  en
comento habla de un impuesto a la renta pagadero sobre la base del mayor
valor obtenido en la enajenación de bienes raíces, lo cual significa que habría
una doble  tributación respecto  de un mismo hecho,  e  incluso triple  si  se
considera el proyecto sobre aportes al espacio público que está próximo a
ser despachado por el Senado. Recordando que esta iniciativa surgió como
una  herramienta  para  sancionar  el  uso  de  información  privilegiada  en  la
compraventa  de  bienes  raíces  afectos  a  un  eventual  cambio  de  uso  del
suelo, estimó que la solución propuesta no es adecuada. Por otra parte, el
informe  financiero  no  aclara  cuál  será  la  recaudación  que  esta  iniciativa
aportará al erario nacional y el impuesto creado es muy difícil de calcular.
Además,  es  presumible  que  este  nuevo  tributo  va  a  encarecer
significativamente el  precio  final  de las viviendas y es incoherente con la
reforma tributaria aprobada el año pasado.

Los diputados señores García y  Paulsen formularon una indicación
para reemplazar  el  inciso  primero  del  artículo  1°  contenido en el  Artículo
Cuarto por el siguiente: 

"Artículo 1º. Hecho gravado. Establézcase un impuesto con una tasa
de  10%,  que  será  considerado  como  ingreso  o  renta  municipal  en  los
términos del artículo 1° del decreto ley Nº 3.063, a la parte del mayor valor
obtenido  en  aquellas  enajenaciones  a  título  oneroso  de  bienes  raíces
situados en Chile, o de los derechos reales constituidos en ellos o de cuotas
poseídas  en comunidad respecto  de  tales  bienes,  que  se  encuentren  en
zonas incluidas en un proceso de ampliación del límite urbano.".

80



Su objeto es destinar la recaudación del nuevo impuesto a las arcas
municipales de la comuna en que se emplacen los inmuebles afectados por
un cambio de uso del suelo.

Asimismo,  los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,
Urrutia  don  Osvaldo  y  señora  Nogueira formularon  las  siguientes
indicaciones al artículo 1° en comento:

- La primera, para reemplazar su inciso segundo por el siguiente: 

"Este impuesto será deducible  como gasto y no se gravará con la
tributación dispuesta en el artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta,
contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974.".

-  La  segunda,  para  reemplazar  en  su  inciso  quinto  la  expresión
"dieciocho" por "diez".

- La tercera, para reemplazar en el inciso quinto, letra b), la expresión
"siete" por "tres".

- La cuarta y última, para eliminar el inciso sexto.

Todas ellas fueron declaradas  inadmisibles por el Presidente de la
Comisión, por incidir en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la
República (artículo 65, inciso cuarto, ordinal 1°, de la Constitución Política).

Finalmente, los diputados señores García, Norambuena, Urrutia don
Osvaldo y  señora  Nogueira  formularon una indicación  para  incorporar  un
nuevo inciso final al artículo 1°, del siguiente tenor:

"Con  todo,  si  la  modificación  que  amplía  el  límite  urbano  fuese
rechazada o haya transcurrido el plazo contemplado en la letra b) de este
artículo, no podrá iniciarse una nueva propuesta de modificación en el área
afectada  sino  transcurrido  5  años  a  contar  de  la  publicación  del  acto
administrativo o del vencimiento del plazo señalado.".

El  diputado  señor  Pilowsky  advirtió  que,  en  la  actualidad,  la  ley
dispone que si una modificación al PRC es rechazada no puede promoverse
otra durante el  mismo mandato alcaldicio,  pero no le  parece conveniente
suprimir la facultad de los alcaldes para proponer nuevas modificaciones a
los planes reguladores.

El señor Enrique Rajevic dijo presumir que la limitación que se trata de
imponer busca impedir que se promuevan modificaciones del límite urbano
con fines de mayor recaudación tributaria, pero coincide en que ella podría
generar dificultades para atender ciertas necesidades públicas que requieran
de esos cambios.

El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, explicó que el propósito de la
indicación es despejar la incertidumbre que provocará la existencia de un
proyecto o anteproyecto de plan regulador en cuanto al eventual aumento de
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precios de los inmuebles eventualmente afectados por la extensión del límite
urbano.

El señor Enrique Rajevic recordó que lo que gatilla la aplicación del
impuesto es que se lleve a efecto el proceso de elaboración y aprobación de
la imagen objetivo, el cual no será sencillo de replicar reiteradamente en el
tiempo, por lo que deberán pasar al menos dos años para iniciar uno nuevo
si  se rechaza la primera propuesta.  No ocurre lo mismo con las actuales
resoluciones  que  permiten  hacer  congelamientos  y  reanudar  el
procedimiento  de  modificación  de  los  PRC  sin  grandes  estudios  que  lo
fundamenten. 

Puesta  en  votación  la  indicación  precedente,  fue  rechazada por  3
votos a favor y 7 votos en contra. Votaron por la afirmativa los diputados
señores (as) García, don René Manuel; Nogueira, doña Claudia, y Urrutia,
don  Osvaldo.  Votaron  por  la  negativa  los  diputados  señores  Jarpa,  don
Carlos Abel; León, don Roberto; Pilowsky, don Jaime; Tuma, don Joaquín; y
las diputadas señorita Cariola, doña Karol, y señoras Álvarez, doña Jenny, y
Fernández, doña Maya.

Puesto en votación el artículo 1° de la Ley sobre Incrementos de Valor
por Ampliaciones de los Límites Urbanos, fue aprobado por 7 votos a favor, 3
votos en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados
señores  (as)  Cariola,  doña  Karol;  Álvarez,  doña  Jenny;  Fernández,  doña
Maya; Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto; Pilowsky, don Jaime, y
Tuma,  don  Joaquín.  Votaron  por  la  negativa  los  diputados  señores  (as)
García, don René Manuel; Nogueira, doña Claudia, y Urrutia, don Osvaldo.
Se abstuvo la señora Sepúlveda, doña Alejandra.

La diputada señora Nogueira justificó su voto negativo señalando que
el nuevo impuesto no se justifica; es regresivo, porque va a perjudicar a la
gente de más escasos recursos; es complejo en su aplicación; va a recaudar
poco;  está  inspirado  en  una  situación  más  bien  ligada  al  tráfico  de
influencias, y tiene visos de inconstitucionalidad porque vulnera el principio
de legalidad tributaria (encarga la determinación de ciertos elementos de la
base imponible a un reglamento y la metodología de cálculo a Impuestos
Internos),  y grava por segunda vez un hecho que la reforma tributaria ya
contempló.

Artículo 2°

Exime de la aplicación del nuevo impuesto a las enajenaciones cuyo
precio o valor asignado no exceda en conjunto las 5 mil UF.

El  Subsecretario  de  Hacienda  destacó  que  esta  norma  busca
precisamente evitar  que el  nuevo impuesto perjudique a las  personas de
menores ingresos.

Fue aprobado el artículo 2° de la Ley sobre Incrementos de Valor por
Ampliaciones de los Límites Urbanos por asentimiento unánime, por 11 votos
a favor,  de los diputados señores (as) Cariola,  doña Karol;  Álvarez, doña
Jenny; Fernández, doña Maya; García, don René Manuel; Jarpa, don Carlos
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Abel;  León,  don  Roberto;  Nogueira,  doña  Claudia,  Pilowsky,  don  Jaime;
Sepúlveda, doña Alejandra; Tuma, don Joaquín, y Urrutia, don Osvaldo.

Artículo 3°

Declara  compatible  la  aplicación  del  nuevo  impuesto  con  los
establecidos  en  la  LIR  que  gravan  el  mayor  valor  obtenido  en  las
enajenaciones de bienes raíces. 

Los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo  y  señora  Nogueira  formularon  una  indicación  para  eliminar  el
artículo 3º en comento, la cual fue  declarada inadmisible por el Presidente
de  la  Comisión,  por  incidir  en  una  materia  de  iniciativa  exclusiva  del
Presidente  de  la  República  (artículo  65,  inciso  cuarto,  ordinal  1°,  de  la
Constitución Política).

Puesto en votación el artículo 3° de la Ley sobre Incrementos de Valor
por Ampliaciones de los Límites Urbanos, fue aprobado por 6 votos a favor, 3
votos en contra y dos abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados
señores  (as)  Cariola,  doña  Karol;  Álvarez,  doña  Jenny;  Fernández,  doña
Maya; Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto, y Pilowsky, don Jaime.
Votaron por la negativa los diputados señores (as) García, don René Manuel;
Nogueira, doña Claudia, y Urrutia, don Osvaldo. Se abstuvieron los diputados
señores (as) Sepúlveda, doña Alejandra, y Tuma, don Joaquín.

Artículo 4°

Regula la forma de determinar la base imponible del nuevo impuesto
al mayor valor experimentado por la ampliación del límite urbano.

Los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo y señora Nogueira formulan las siguientes indicaciones al artículo en
comento:

- La primera, para reemplazar su inciso primero por el siguiente:

"Artículo 4°. Base imponible. Para determinar la parte del mayor valor
que corresponda al incremento de valor experimentado en la ampliación del
límite  urbano derivado de un proceso de cambio a un plan regulador,  se
deducirá del valor comercial final el valor comercial inicial que corresponda.
Dichos valores  se  determinarán conforme a las reglas establecidas en el
inciso final del artículo 64 del Código Tributario”.

- La segunda, para eliminar los incisos segundo al quinto.
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Ambas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el Presidente
de  la  Comisión,  por  incidir  en  una  materia  de  iniciativa  exclusiva  del
Presidente  de  la  República  (artículo  65,  inciso  cuarto,  ordinal  1°,  de  la
Constitución Política).

El diputado señor Pilowsky pidió aclarar cómo se determinará la tasa
de variación real de los precios de terrenos que se aplicará para ajustar el
valor  comercial  inicial,  mencionada  en  el  inciso  tercero  del  artículo  en
discusión.

El Subsecretario de Hacienda explicó que dicha tasa pretende reflejar
el mayor valor experimentado por los bienes raíces, que no tenga su origen
en  la  modificación  de  los  límites  urbanos  de  las  ciudades,  la  cual  será
determinada por el SII, por ser diferente al IPC determinado por el INE.

El diputado señor Urrutia, don Osvaldo, destacó que el objeto de la
primera indicación parlamentaria era justamente someter a una regla legal
conocida, la prevista en el artículo 64 del Código Tributario, la determinación
de la tasa en cuestión.

El Subsecretario de Hacienda argumentó que la facultad de tasar los
bienes comprendidos en una transacción por parte del SII tiene por objeto
determinar  el  valor  de  mercado  de  esos  bienes,  el  que  tratándose  de
inmuebles incluye toda la plusvalía experimentada por ellos, sin distinguir su
origen. En cambio, lo que la tasa de incremento a que se refiere el inciso
tercero del artículo en comento persigue es aislar el mayor valor de la tierra
proveniente  de  hechos  distintos  al  cambio  de  uso  del  suelo  y  no  solo
respecto de bienes determinados, sino de todos los inmuebles existentes en
el país. Observó, en todo caso, que la indicación parlamentaria trata de la
determinación de los valores de referencia inicial y final, pero no de la tasa
de variación de largo plazo de los precios del suelo.

El diputado señor García afirmó que muchas veces los reglamentos
alteran  el  sentido  de  lo  dispuesto  en  la  ley  y  por  eso  prefiere  que  la
metodología de cálculo de la tasa de incremento en cuestión se rija por una
norma legal previamente establecida.

El señor Enrique Rajevic agregó que la facultad de tasar del SII tiene
por objeto reliquidar el impuesto a la ganancia de capital contemplado en la
LIR  y  que  la  norma  del  inciso  tercero  del  artículo  en  comento  es  más
garantista que aquélla, porque busca aislar el incremento general de precios
de los bienes raíces para no afectar doblemente la plusvalía proveniente de
la extensión de los límites urbanos.

El Ejecutivo formuló una indicación para modificar este artículo en el
siguiente sentido: 

a) Sustitúyase su inciso primero, por el siguiente:

"Artículo 4°. Base imponible. Para determinar la parte del mayor valor
que corresponda al incremento de valor experimentado en la ampliación del
límite  urbano derivado de un proceso de cambio a un plan regulador,  se

84



deducirá del valor comercial final el valor comercial inicial que corresponda,
los que serán determinados  de conformidad con lo dispuesto en los artículos
5° y 6° siguientes. De la misma forma, se deberá deducir del valor comercial
final,  la  variación positiva que haya experimentado el  valor  de los bienes
raíces rurales, expresado en porcentaje, entre el mes anterior a aquel en que
se fije el valor comercial inicial y el mes anterior a aquel en que se fije el valor
comercial  final.  Para  tales  efectos,  el  Servicio  de  Impuestos  Internos
publicará mensualmente un índice de variación del valor de los bienes raíces
rurales, el que reflejará la variación, en los últimos doce meses, del valor que
hayan tenido las enajenaciones de bienes raíces rurales situados en Chile o
de  cuotas  poseídas  en  comunidad  respecto  de  tales  bienes.  Para  la
elaboración del índice referido, se excluirán  a aquellas enajenaciones que
recaigan sobre bienes raíces que se encuentren en zonas incluidas en un
proceso de ampliación del límite urbano a que hace referencia esta ley. El
Servicio  de  Impuestos  Internos,  mediante  resolución  dictada  al  efecto,
deberá determinar la metodología de cálculo de este índice, previa consulta
pública obligatoria en los términos establecidos en el número 1° de la letra A
del inciso segundo del artículo 6°, del Código Tributario.".

b) Suprímase su inciso tercero, pasando su actual inciso cuarto a ser
tercero y, su inciso quinto, a ser cuarto.

El  señor  Alejandro  Micco,  Ministro  de  Hacienda  (S),  destacó  la
importancia de aislar el incremento de valor de los terrenos proveniente del
cambio de uso del suelo del que obedece a otras causas, para lo cual el
inciso  tercero  del  artículo  4°  original  establecía  que  a  través  de  un
reglamento del Ministerio de Hacienda se fijaría un índice de variación de
precios especial para ajustar el valor comercial inicial que deberá restarse del
valor comercial final a efectos de determinar la base imponible del impuesto
que se crea por el artículo 1°, sin especificar qué factores servirían de base
para  calcularlo.  Para  subsanar  la  discrecionalidad  que  algunos  diputados
estimaron excesiva en esta disposición, se propone una nueva redacción del
inciso primero del  citado artículo  4°,  que establece que dicho índice será
determinado  por  el  SII  tomando  en  cuenta  la  variación  de  precios
experimentada por todos los predios rurales no afectos a un cambio de uso
del  suelo  en  el  periodo  comprendido  entre  dos  eventos  claramente
identificables. 

Respondiendo a las inquietudes de los diputados presentes, recordó
que si el valor comercial final fijado por Impuestos Internos es mayor que el
precio de venta efectivo de un inmueble que ha pasado a ser urbano, el
impuesto  se  pagará  sobre  la  diferencia  entre  el  valor  comercial  inicial
reajustado  por  el  índice  en  comento  y  el  precio  pactado  por  las  partes
contratantes. Añadió que la metodología de cálculo del referido índice será
similar a la que actualmente utiliza el SII para determinar el valor de mercado
(promedio  ponderado)  de  los  bienes  raíces  comprendidos  en  una
transacción, pero en este caso no se van a considerar aquellos terrenos que
estén involucrados en un proceso de ampliación del  límite  urbano.  Acotó
finalmente que este índice será de carácter nacional y que la actualización
mensual del mismo tiene por objeto deflactar el valor de los inmuebles de
acuerdo a la variación del IPC.
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Los diputados señor Pilowsky y señora Sepúlveda sugirieron que el
índice  se  calcule  a  nivel  regional  o  por  macrozonas,  para  que  refleje  la
variación  de  precios  derivada  de  los  distintos  tipos  de  suelo  y  flujos  de
demanda de los terrenos. 

El Ministro de Hacienda (S) señaló que la resolución a que se refiere
la  norma  propuesta  tiene  la  suficiente  flexibilidad  como  para  que  en  la
metodología de cálculo del índice se fije algún criterio territorial.

Puesta  en  votación  la  letra  a)  de  la  indicación  del  Ejecutivo,  fue
aprobada por 11 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los
diputados señores (as) Álvarez, doña Jenny; Cariola, doña Karol; Carvajal,
doña Loreto; Fernández, doña Maya; García, don René Manuel; Jarpa, don
Carlos  Abel;  León,  don  Roberto;  Pilowsky,  don  Jaime;  Sepúlveda,  doña
Alejandra; Tuma, don Joaquín, y Urrutia, don Osvaldo. Se abstuvo el señor
Norambuena, don Iván. 

Puesto en votación el resto del artículo 4° de la Ley sobre Incrementos
de Valor  por  Ampliaciones de  los  Límites  Urbanos,  con  la  letra  b)  de  la
indicación,  fue  aprobado  unánimemente,  por  12  votos  a  favor,  de  los
diputados señores (as) Álvarez, doña Jenny; Cariola, doña Karol; Carvajal,
doña Loreto; Fernández, doña Maya; García, don René Manuel; Jarpa, don
Carlos  Abel;  León,  don  Roberto;  Norambuena,  don  Iván;  Pilowsky,  don
Jaime;  Sepúlveda,  doña  Alejandra;  Tuma,  don  Joaquín,  y  Urrutia,  don
Osvaldo.

Artículo 5°

Fija  el  procedimiento  para  determinar  el  valor  comercial  inicial  de
referencia de los bienes raíces afectados por una modificación –eventual o
efectiva– de los límites urbanos de una comuna.

Puesto en votación el artículo 5° de la Ley sobre Incrementos de Valor
por Ampliaciones de los Límites Urbanos, fue aprobado por 7 votos a favor, 3
votos en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados
señores (as) Álvarez, doña Jenny, Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos
Abel; León, don Roberto; Pilowsky, don Jaime; Sepúlveda, doña Alejandra, y
Tuma,  don  Joaquín.  Votaron  por  la  negativa  los  diputados  señores  (as)
Nogueira, doña Claudia; Norambuena, don Iván, y Urrutia, don Osvaldo. Se
abstuvo el señor García, don René Manuel. 

Artículo 6°

Fija el procedimiento para determinar el  valor comercial final de los
bienes raíces afectados por una modificación –eventual o efectiva– de los
límites urbanos de una comuna.

Los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo  y  señora  Nogueira  formularon  una  indicación  para  eliminar  este
artículo, la cual fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión,
por  incidir  en  una  materia  de  iniciativa  exclusiva  del  Presidente  de  la
República (artículo 65, inciso cuarto, ordinal 1°, de la Constitución Política).
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Puesto en votación el artículo 6° de la Ley sobre Incrementos de Valor
por Ampliaciones de los Límites Urbanos, fue aprobado por unanimidad, por
12 votos a favor, de los diputados señores (as) Álvarez, doña Jenny; Cariola,
doña Karol; Carvajal, doña Loreto; Fernández, doña Maya; García, don René
Manuel; Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto; Norambuena, don Iván;
Pilowsky,  don  Jaime;  Sepúlveda,  doña  Alejandra;  Tuma,  don  Joaquín,  y
Urrutia, don Osvaldo.

Artículo 7°

Establece reglas para la determinación de los valores comerciales de
referencia inicial y final por parte del SII, considerando la época en que se
produzcan las enajenaciones de bienes raíces afectos al impuesto de que
trata la ley en proyecto.

Los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo  y  señora  Nogueira  formularon  una  indicación  para  eliminar  este
artículo, la cual fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión,
por  incidir  en  una  materia  de  iniciativa  exclusiva  del  Presidente  de  la
República (artículo 65, inciso cuarto, ordinal 1°, de la Constitución Política).

Puesto en votación el artículo 7° de la Ley sobre Incrementos de Valor
por Ampliaciones de los Límites Urbanos, fue aprobado por unanimidad, por
12 votos a favor, de los diputados señores (as) Álvarez, doña Jenny; Cariola,
doña Karol; Carvajal, doña Loreto; Fernández, doña Maya; García, don René
Manuel; Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto; Norambuena, don Iván;
Pilowsky,  don  Jaime;  Sepúlveda,  doña  Alejandra;  Tuma,  don  Joaquín,  y
Urrutia, don Osvaldo.

Artículo 8°

Establece la obligación de entregar al SII, en el plazo de cinco días
contados  desde  los  hechos  que  en  cada  caso  indica,  la  información
relacionada  con  los  procesos  de  elaboración  y  aprobación  de  la  imagen
objetivo y de los planes reguladores, y sus resultados. 

La  diputada  señora  Sepúlveda  estimó  que  los  plazos  establecidos
para  la  entrega de  la  información de que trata  la  norma son demasiado
breves.

La Ministra de Vivienda y Urbanismo hizo notar que los antecedentes
requeridos se refieren todos a actuaciones administrativas ya terminadas, por
lo  que  cinco  días  para  remitirlos  a  Impuestos  Internos  son  más  que
suficientes.

Puesto en votación el artículo 8° de la Ley sobre Incrementos de Valor
por Ampliaciones de los Límites Urbanos, fue aprobado por 9 votos a favor y
dos  abstenciones.  Votaron  por  la  afirmativa  los  diputados  señores  (as)
Álvarez, doña Jenny; Cariola, doña Karol; Carvajal, doña Loreto; Fernández,
doña Maya; García, don René Manuel; Jarpa, don Carlos Abel; Pilowsky, don

87



Jaime; Sepúlveda, doña Alejandra, y Tuma, don Joaquín. Se abstuvieron los
señores Norambuena, don Iván, y Urrutia, don Osvaldo.

Artículo 9°

Condiciona la determinación de los valores comerciales de referencia
por  parte  del  SII  al  uso  de  métodos  públicos  y  objetivos,  que  deberá
individualizar mediante resolución, previa consulta pública obligatoria.

Los  diputados  señores  García,  Norambuena,  Paulsen,  Urrutia  don
Osvaldo  y  señora  Nogueira  formularon  una  indicación  para  eliminar  este
artículo, la cual fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión,
por  incidir  en  una  materia  de  iniciativa  exclusiva  del  Presidente  de  la
República (artículo 65, inciso cuarto, ordinal 1°, de la Constitución Política).

Puesto en votación el artículo 9° de la Ley sobre Incrementos de Valor
por  Ampliaciones de los  Límites  Urbanos,  fue  aprobado por  asentimiento
unánime, por 12 votos a favor, de los diputados señores (as) Álvarez, doña
Jenny; Cariola, doña Karol; Carvajal, doña Loreto; Fernández, doña Maya;
García,  don  René  Manuel;  Jarpa,  don  Carlos  Abel;  León,  don  Roberto;
Norambuena,  don Iván;  Pilowsky,  don Jaime; Sepúlveda,  doña Alejandra;
Tuma, don Joaquín, y Urrutia, don Osvaldo.

Artículo 10

Regula  la  declaración  y  pago  del  impuesto  creado  por  la  ley  en
proyecto, así como su liquidación y giro por el SII, cuando corresponda. 

Puesto en votación el artículo 10 de la Ley sobre Incrementos de Valor
por Ampliaciones de los Límites Urbanos, fue aprobado unánimemente, por
12 votos a favor, de los diputados señores (as) Álvarez, doña Jenny; Cariola,
doña Karol; Carvajal, doña Loreto; Fernández, doña Maya; García, don René
Manuel; Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto; Norambuena, don Iván;
Pilowsky,  don  Jaime;  Sepúlveda,  doña  Alejandra;  Tuma,  don  Joaquín,  y
Urrutia, don Osvaldo.

Artículo 11

Consagra el derecho del contribuyente a reclamar contra la liquidación
y giro del impuesto de que trata esta ley, efectuados por el SII.

Puesto en votación el artículo 11 de la Ley sobre Incrementos de Valor
por Ampliaciones de los Límites Urbanos, fue aprobado por unanimidad, por
12 votos a favor, de los diputados señores (as) Álvarez, doña Jenny; Cariola,
doña Karol; Carvajal, doña Loreto; Fernández, doña Maya; García, don René
Manuel; Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto; Norambuena, don Iván;
Pilowsky,  don  Jaime;  Sepúlveda,  doña  Alejandra;  Tuma,  don  Joaquín,  y
Urrutia, don Osvaldo.

Artículo 12, nuevo
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El Ejecutivo formuló una indicación para agregar al artículo cuarto del
proyecto el siguiente artículo 12:

"Artículo 12.-  Los recursos que se recauden por aplicación del
impuesto establecido en la presente ley se distribuirán de la siguiente
forma:

a)  Un  37,5%  se  incorporará  al  patrimonio  de  la  municipalidad
correspondiente a la comuna en que se encuentre situado el respectivo
bien raíz, para ser aplicado por la autoridad comunal al financiamiento
de obras de desarrollo  local.  Si  el  bien raíz se encuentra situado en
varias comunas, la recaudación se repartirá entre ellas en proporción a
la parte de la superficie total que corresponda a cada una.

b)  Un  62,5%  se  incorporará  al  patrimonio  del  Fondo  Común
Municipal  establecido en el  artículo 14 de la  ley N° 18.695,  Orgánica
Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y
sistematizado se contiene en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006,
del Ministerio del Interior. 

El Servicio de Tesorerías recaudará el referido impuesto y pondrá
a disposición de las respectivas municipalidades y del Fondo Común
Municipal los recursos correspondientes, dentro del mes subsiguiente
al de su recaudación.".

Fue  retirada  por  su  autora  una  indicación  de  la  diputada  señorita
Cariola, que tenía por objeto intercalar un nuevo artículo 11 en la Ley sobre
Incrementos de Valor por Ampliaciones de los Límites Urbanos, con el mismo
objeto que la presentada por el Ejecutivo, aunque sin destinar recursos al
FCM, sino directamente a obras de adelanto y adquisición o mejoramiento de
inmuebles en las comunas afectadas por una ampliación del límite urbano (la
que en todo caso sería inadmisible).

El diputado señor Pilowsky planteó la posibilidad de destinar parte de
la recaudación de este nuevo impuesto a los gobiernos regionales.

La diputada señora Sepúlveda abogó por que parte de la recaudación
de este impuesto se destine a financiar los programas de subsidio rural. En
segundo lugar, preguntó qué significará para el SII, en términos de capacidad
de gestión, tener que recaudar este nuevo tributo.

El Ministro de Hacienda (S) recordó que el SII está actualmente en
proceso de modernización y que en los próximos años se van a incorporar a
él más de 500 nuevos funcionarios, por lo que no debería tener problemas
para asumir esta nueva función.

La Ministra de Vivienda y Urbanismo comentó que en el proyecto de
ley sobre  aportes al  espacio público  está  contemplado un fondo especial
comunal que solo podrá ser usado para obras de infraestructura, habilitación
de terrenos, etcétera, con una distribución que se corresponde bastante con
la que planteó el diputado Pilowsky, por lo que es altamente probable que
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cuando este  proyecto  llegue al  Senado se  pueda hacer  un  vínculo  entre
ambos.

El  diputado  señor  García  sostuvo  que  la  distribución  del  impuesto
propuesta por el Ejecutivo no es un gran aporte para las comunas, ya que lo
que recibirán directamente por este concepto será mucho menor que lo que
les corresponda por el FCM.

Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada en forma
unánime, por 11 votos a favor, de los diputados señores (as) Álvarez, doña
Jenny; Cariola, doña Karol; Carvajal, doña Loreto; Fernández, doña Maya;
García,  don  René  Manuel;  Jarpa,  don  Carlos  Abel;  León,  don  Roberto;
Pilowsky,  don  Jaime;  Sepúlveda,  doña  Alejandra;  Tuma,  don  Joaquín,  y
Urrutia, don Osvaldo.

Artículo transitorio

Dispone un periodo de vacancia de un año para la ley en proyecto,
contado desde la fecha de su publicación.

Fue aprobado el artículo en comento por unanimidad, por 11 votos a
favor,  de  los  diputados  señores  (as)  Álvarez,  doña  Jenny;  Cariola,  doña
Karol;  Carvajal,  doña  Loreto;  Fernández,  doña  Maya;  García,  don  René
Manuel; Jarpa, don Carlos Abel; León, don Roberto; Pilowsky, don Jaime;
Sepúlveda, doña Alejandra; Tuma, don Joaquín, y Urrutia, don Osvaldo.

Se  han  introducido  al  proyecto  modificaciones  formales  que  se
recogen en el texto propuesto a continuación.

Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las demás
consideraciones que en su oportunidad dará a conocer  el  señor diputado
informante, la Comisión de Vivienda, Desarrollo Urbano y Bienes Nacionales,
recomienda aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

 
“Artículo Primero.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 458, de

1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que aprueba la Ley General de
Urbanismo y Construcciones, de la siguiente forma:

1) Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:

a) Derógase su inciso cuarto, pasando los actuales incisos quinto y
sexto a ser cuarto y quinto, respectivamente.
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b) Reemplázase en su inciso quinto que pasa a ser cuarto, la frase “y
los  Reglamentos  de  Instalaciones  Sanitarias  de  Agua  Potable  y
Alcantarillado,  y  de  Pavimentación”  por  la  frase  “y  las  normas  sobre
pavimentación”.

c)  Reemplázanse,  en  su  inciso  sexto,  que  pasa  a  ser  quinto,  las
expresiones “Los decretos supremos mencionados en los dos últimos incisos
precedentes, se dictarán”, por la frase “El decreto supremo mencionado en el
inciso precedente se dictará”.

2)  Agrégase  en  el  Capítulo  II  del  Título  II,  denominado  “De  la
Planificación  Urbana  en  particular”,  un  nuevo  párrafo,  denominado
“PÁRRAFO  PRELIMINAR.-  Ámbitos  de  competencia  y  medidas  de
transparencia  en  la  Planificación  Urbana”,  que  agrupará  a  los  actuales
artículos 28 y 28 bis y los nuevos artículos 28 bis A, 28 bis B, 28 bis C, 28 bis
D y 28 bis E.

3)  Agréganse,  a  continuación  del  artículo  28  bis,  los  siguientes
artículos 28 bis A, 28 bis B, 28 bis C, 28 bis D y 28 bis E:

"Artículo 28 bis A.- Acceso a la información de los instrumentos de
planificación  territorial.  Los  actos  administrativos  que  promulguen  la
aprobación  o  modificación  de  un  instrumento  de  planificación  territorial
deberán publicarse en el Diario Oficial junto con la respectiva Ordenanza, y
se informará de la publicación en el Diario Oficial y de su disponibilidad en el
sitio WEB del organismo respectivo mediante un aviso en un periódico de
circulación local, regional o en una radio comunal o regional, según sea el
caso, debiendo la autoridad que los promulgue informar de este hecho al
Servicio de Impuestos Internos dentro de quinto día, indicando si involucran
modificaciones de límites urbanos y en qué zonas. La memoria explicativa,
los  planos  y  la  ordenanza  correspondiente  se  archivarán  en  los
Conservadores de Bienes Raíces respectivos, en la División de Desarrollo
Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en la respectiva Secretaría
Regional  de  dicho ministerio  y,  cuando se trate de  instrumentos  de nivel
comunal, en las Municipalidades correspondientes.

Estos  documentos,  junto  con  su  memoria  explicativa  y  el  informe
ambiental, deberán estar disponibles en el sitio web del organismo que los
promulgue conforme a lo dispuesto en el artículo 7° del artículo primero de la
ley N°  20.285,  sobre Acceso a la  Información Pública.  Asimismo,  deberá
publicarse  en  dicho  sitio  web  un  resumen  ejecutivo  del  instrumento  de
planificación que incluya su descripción y los principales efectos esperados,
sin perjuicio de la difusión de otros resúmenes explicativos en lenguaje claro
y simple.

Con el objeto de facilitar el acceso a los textos y planos vigentes de
los instrumentos de planificación territorial  que hayan sido modificados,  la
autoridad facultada para promulgarlos podrá aprobar versiones actualizadas
de los planos y fijar el  texto refundido, coordinado y sistematizado de las
ordenanzas,  pudiendo  introducirles  los  cambios  de  forma  que  sean
indispensables,  siempre  que  con  ello  no  se  altere,  en  caso  alguno,  su
verdadero  sentido  y  alcance.  Los  actos  administrativos  que  promulguen
estas versiones actualizadas estarán sujetos a toma de razón por parte de la
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Contraloría General de la República y no se someterán al procedimiento de
evaluación ambiental estratégica.

Artículo 28 bis B.- Imagen objetivo de los instrumentos de planificación
territorial  y  consulta  pública.  El  proceso  de  elaboración  de  los  planes
reguladores  intercomunales  o  metropolitanos,  de  los  planes  reguladores
comunales  y  de  los  planes  seccionales,  así  como  el  relativo  a  sus
modificaciones, deberá ser transparente y participativo, debiendo requerirse
la opinión de los vecinos afectados y de los principales actores del territorio
planificado.  Con  tal  objetivo  se  debe  contemplar,  como paso  previo  a  la
elaboración del anteproyecto del plan, la formulación de una imagen objetivo
del  desarrollo  urbano  del  territorio  a  planificar,  conforme  al  siguiente
procedimiento:

1.  El  Alcalde  o  el  Secretario  Regional  Ministerial  de  Vivienda  y
Urbanismo,  según  se  trate  de  un  instrumento  de  nivel  comunal  o
intercomunal,  formulará  una  propuesta  de  imagen  objetivo  del  desarrollo
urbano del territorio a planificar, la que se plasmará en un resumen ejecutivo
que sintetizará, en un lenguaje didáctico, claro y simple, el diagnóstico y sus
fundamentos técnicos; los objetivos generales y los principales elementos del
instrumento a elaborar; las alternativas de estructuración del territorio por las
que se propone optar, y los cambios que provocarían respecto de la situación
existente,  apoyándose  en  uno  o  más  planos  que  expresen  gráficamente
estos  conceptos.  En  los  casos  en  que  se  considere  modificar  el  límite
urbano, el resumen ejecutivo deberá señalarlo expresamente.

2.  El  resumen  ejecutivo  y  sus  planos  deberán  ser  aprobados  por
acuerdo del Concejo Municipal o Consejo Regional,  según se trate de un
instrumento  de  nivel  comunal  o  intercomunal,  dentro  de  los  quince  días
siguientes a su recepción. Transcurrido este plazo sin un pronunciamiento
expreso  se  entenderá  que  tanto  el  resumen  ejecutivo  como  sus  planos
fueron aprobados. Una vez aprobados serán publicados en el sitio web de la
Municipalidad  o  de  la  Secretaría  Regional  Ministerial  de  Vivienda  y
Urbanismo,  según  corresponda,  y  simultáneamente  se  expondrán  a  la
comunidad  en  lugares  visibles  y  de  libre  acceso  al  público  pudiendo  los
interesados formular observaciones fundadas, por medios electrónicos o en
soporte papel, hasta treinta días prorrogables hasta cuarenta y cinco días
después  de  publicado  el  resumen  ejecutivo  y  sus  respectivos  planos.  El
órgano  encargado  deberá  informar  de  todo  lo  anterior  y  de  la  fecha  de
realización de las audiencias públicas al consejo comunal de organizaciones
de la sociedad civil, a las organizaciones de la sociedad civil, a los vecinos
afectados  y  demás interesados  que  señale  la  Ordenanza  mediante  carta
certificada  despachada  al  domicilio  actualizado  que  se  tenga  de  dicha
organización, a más tardar, el mismo día en que se publiquen el resumen
ejecutivo y sus planos.

3. Durante los primeros quince días del periodo de exposición deberán
realizarse, además, dos o más audiencias públicas para presentar la imagen
objetivo  a  la  comunidad,  debiendo  invitarse  al  consejo  comunal  de
organizaciones de la sociedad civil, a las organizaciones de la sociedad civil,
a  los  vecinos  afectados  y  demás  interesados  que  señale  la  Ordenanza.
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Tratándose  de  instrumentos  del  ámbito  comunal  deberá  presentarse,
además, ante el consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil.

4.  El  lugar  y  plazo  de  exposición  y  el  lugar,  fecha  y  hora  de  las
audiencias  públicas,  así  como  la  disponibilidad  de  los  antecedentes  en
internet,  deberán  comunicarse  previamente  por  medio  de  dos  avisos
publicados en semanas distintas, en algún diario de los de mayor circulación
en  la  comuna  o  las  comunas  involucradas,  mediante  su  exposición  en
lugares de afluencia de público como consultorios y colegios, a través  de
avisos  radiales  y  en  la  forma de  comunicación  masiva  más  adecuada  o
habitual en la comuna o comunas objeto del plan.

5.  Terminado  el  periodo  para  realizar  observaciones,  la  autoridad
encargada de elaborar el plan deberá emitir un informe que sintetice todas
las  observaciones presentadas al  Consejo  Regional  o  Concejo  Municipal,
según corresponda, el que dentro de 30 días contados desde la recepción de
dicho  informe por  la  secretaría  del  órgano  respectivo  deberá  acordar  los
términos en que se procederá a elaborar el anteproyecto de plan, siguiendo
lo  establecido  para  cada  instrumento  en  los  párrafos  siguientes  de  este
Capítulo.  El  organismo competente deberá dar respuesta fundada a cada
una de las observaciones realizadas, indicando si las acepta o las rechaza.
Tanto  el  informe  elaborado,  como  el  acuerdo  adoptado,  deberán  estar
disponibles en el  sitio  web de la  autoridad encargada.  En caso que este
acuerdo considere una modificación del  límite urbano, la misma autoridad
deberá  informar,  dentro  de  quinto  día,  de  este  hecho  al  Servicio  de
Impuestos Internos señalando la zona considerada para estos efectos.

6.  Si  el  organismo  competente  para  aprobar  en  definitiva  el
instrumento  de  planificación  territorial  rechaza  o  altera  una  propuesta  de
modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el
numeral  precedente,  conforme lo disponen el  artículo  36 c) de la ley N°
19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional y
el  inciso  octavo  del  artículo  43  de  la  Ley  General  de  Urbanismo  y
Construcciones, la autoridad encargada de su elaboración deberá informar
de este hecho a los consejos comunales de organizaciones de la sociedad
civil,  a  las  organizaciones de la  sociedad civil,  a  los vecinos afectados y
demás  interesados  que  señale  la  Ordenanza  que  hayan  formulado
observaciones  fundadas,  al  Ministerio  de  Vivienda  y  Urbanismo  para  lo
dispuesto en la letra b) del artículo 28 bis C de esta ley y al  Servicio de
Impuestos Internos identificando las zonas.

Todas  las  publicaciones  que  señala  este  artículo  deberán  estar
disponibles dentro de los mecanismos de participación ciudadana que exige
el  artículo 7° del  artículo primero de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la
Información Pública.

Artículo  28 bis  C.-  Intervención de particulares  en la  elaboración  y
aprobación de los instrumentos de planificación territorial.  Los particulares
podrán  proponer  nuevos  instrumentos  de  planificación  territorial  o
modificaciones  de  los  existentes  solamente  mediante  presentaciones
formales realizadas en ejercicio del derecho de petición consagrado en el
numeral 14 del artículo 19 de la Constitución Política de la República. La
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autoridad  que  promueva  un  nuevo  instrumento  o  una  modificación  del
instrumento deberá mencionar expresamente las solicitudes planteadas por
particulares que se relacionen directamente con su propuesta.

Los particulares podrán acompañar antecedentes para fundamentar
nuevos instrumentos de planificación territorial o sus modificaciones, siempre
que en ellos se consigne con claridad quien los presenta, quien los elaboró y
a  qué  título.  Dichos  antecedentes  sólo  podrán  ser  considerados  por  los
órganos administrativos si se cumple con lo anterior y son aprobados por un
órgano del Estado.

La infracción de los deberes señalados en los incisos anteriores será
considerada una grave vulneración del principio de probidad administrativa.

Artículo  28  bis  D.-  Transparencia  en  el  ejercicio  de  la  potestad
planificadora. La planificación urbana es una función pública cuyo objetivo es
organizar y definir el  uso del suelo de acuerdo con el interés general.  Su
ejercicio deberá:

a)  Ser  fundado,  señalando  expresamente  sus  motivaciones  y  los
objetivos específicos que persigue en cada caso, especialmente cuando se
realicen cambios en las propuestas, anteproyectos o proyectos de planes o a
sus modificaciones;

b) Considerar información suficiente sobre la realidad existente y su
evolución previsible, y

c) Ajustarse a los principios de sustentabilidad, cohesión territorial y
eficiencia energética, procurando que el suelo se ocupe de manera eficiente
y  combine  los  usos  en  un  contexto  urbano  seguro,  saludable,  accesible
universalmente e integrado socialmente.

Artículo 28 bis E.- Observatorios del mercado del suelo urbano y de
los instrumentos de planificación territorial. Para promover la transparencia
del mercado del suelo, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo mantendrá en
un sitio web:

a) Un observatorio del mercado del suelo urbano que informará de la
evolución del precio de los bienes raíces a nivel comunal, regional y nacional,
considerando los antecedentes que para este fin deberá proporcionarle el
Servicio de Impuesto Internos, según determine un reglamento del Ministerio
de Hacienda, dictado al efecto, el que deberá también fijar la forma y plazos
de entrega de dicha información debiendo cumplirse las disposiciones de la
Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con
fuerza de ley N° 7, de 1980, y en el Código Tributario, y

b)  Un  sistema  de  información  de  los  procesos  de  elaboración  y
aprobación de los instrumentos de planificación territorial, así como de sus
modificaciones, el que deberá dar cuenta de manera sistematizada de toda la
información disponible en los sitios electrónicos referidos en los artículos 28
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bis A y 28 bis B. Para estos efectos, las Municipalidades y los Gobiernos
Regionales y demás órganos y servicios competentes deberán suministrar la
información que señale la Ordenanza de esta ley en la forma y plazos que
allí  se  indiquen,  con  el  objeto  de  poner  a  disposición  del  público  la
información referida de forma fácil y expedita.
 

4) Reemplázase el inciso final del artículo 35 por el siguiente:

“Para los efectos de su aprobación, modificación y aplicación, estos
documentos constituirán un solo cuerpo normativo.”.

5) Reemplázase el artículo 36 por el siguiente:

“Artículo  36.-  El  anteproyecto  de  Plan  Regulador  Intercomunal  o
Metropolitano,  o  sus  modificaciones,  será  elaborado  por  la  Secretaría
Regional  Ministerial  de  Vivienda  y  Urbanismo,  con  consulta  a  las
Municipalidades correspondientes y a los organismos de la Administración
del  Estado  que sean necesarios,  con  el  fin  de  resguardar  una actuación
pública coordinada sobre el territorio planificado. Este proceso se iniciará con
la formulación y consulta de la imagen objetivo del instrumento, conforme a
lo dispuesto en el artículo 28 bis B de esta ley, y se ajustará a lo señalado en
el inciso cuarto del artículo 7° bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales
del Medio Ambiente.

De conformidad al inciso quinto del artículo 7° bis de la ley N° 19.300,
sobre  Bases  Generales  del  Medio  Ambiente,  el  anteproyecto  de  plan
regulador que se elabore contendrá un informe ambiental, que será remitido
al Ministerio del  Medio Ambiente para sus observaciones. Posteriormente,
ambos  documentos,  junto  con  un  resumen  ejecutivo  que  incluya  su
descripción y los principales efectos esperados, sin perjuicio de la difusión de
otros resúmenes explicativos en lenguaje claro y simple, serán sometidos a
un proceso de consulta pública conforme a lo dispuesto en los numerales 2.,
3. y 4. del artículo 28 bis B.

En  paralelo  a  la  consulta  pública  se  solicitará  la  opinión  de  las
Municipalidades correspondientes,  las  que deberán pronunciarse  sobre  el
anteproyecto dentro de un plazo de 30 días, contados desde su conocimiento
oficial,  vencido el  cual la falta de pronunciamiento será considerada como
aprobación.

Terminadas las consultas anteriores, la Secretaría Regional Ministerial
de  Vivienda  y  Urbanismo  elaborará  un  proyecto  de  Plan  Regulador
Intercomunal o Metropolitano y lo remitirá, junto al expediente completo, al
Gobierno Regional para continuar su trámite de aprobación en conformidad a
las disposiciones de su ley orgánica constitucional. En caso que el proyecto
altere la propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo
a  que se  refiere  el  numeral  5.  del  artículo  28  bis  B,  la  misma autoridad
informará  de  este  hecho,  dentro  de  quinto  día,  al  Servicio  de  Impuestos
Internos, señalando la zona afectada.”.

6) Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:
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“Artículo 37.- Previa autorización de la Secretaría Regional Ministerial
de  Vivienda  y  Urbanismo  correspondiente,  un  grupo  de  Municipalidades
afectas  a  relaciones  intercomunales  podrán  elaborar  directamente  un
anteproyecto de Plan Regulador Intercomunal, el que deberá ser diseñado
de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo precedente y enviado
a dicha Secretaría  para  que verifique,  dentro  del  plazo de 60 días,  si  el
instrumento propuesto se ajusta a esta ley y su Ordenanza. Si el informe es
favorable, la Secretaría deberá remitirlo al Gobierno Regional para iniciar su
trámite de aprobación en conformidad a las disposiciones de su ley orgánica
constitucional.”.

7) Reemplázase el inciso segundo del artículo 42 por el siguiente:

“Para los efectos de su aprobación, modificación y aplicación, estos
documentos constituirán un solo cuerpo normativo.”.

8) Modifícase el artículo 43 en el siguiente sentido:

a)  Reemplázanse  su  inciso  primero  y  el  encabezado  de  su  inciso
segundo por los siguientes:

“Artículo 43.- El anteproyecto de Plan Regulador Comunal o de sus
modificaciones  será  diseñado  por  la  Municipalidad  correspondiente,
iniciándose  este  proceso  con  la  formulación  y  consulta  de  su  imagen
objetivo, conforme lo dispone el artículo 28 bis B de esta ley, y ajustándose a
lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 7° bis de la ley N° 19.300, sobre
Bases Generales del Medio Ambiente.

De conformidad al inciso quinto del artículo 7° bis de la ley N° 19.300,
sobre  Bases  Generales  del  Medio  Ambiente,  el  anteproyecto  de  plan
regulador que se elabore contendrá un informe ambiental, que será remitido
al Ministerio del  Medio Ambiente para sus observaciones. Posteriormente,
ambos documentos serán sometidos al  siguiente proceso de participación
ciudadana:”.

b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido.

i) Reemplázanse en sus numerales 3. y 5. las expresiones “consejo
económico  y  social  comunal”  por  las  siguientes:  “consejo  comunal  de
organizaciones de la sociedad civil”.

ii) Reemplázase en su numeral 6. la expresión “quince” por “treinta”.

c)  Sustitúyese,  en sus incisos segundo,  tercero,  cuarto y quinto,  la
palabra “proyecto” por “anteproyecto”.

d) Agrégase, en su inciso tercero, a continuación del punto aparte, que
pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Sin perjuicio de lo anterior,
los documentos que integren el anteproyecto del instrumento de planificación
territorial deberán estar disponibles en el sitio web municipal desde el inicio
del proceso de participación ciudadana, junto con un resumen ejecutivo que
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incluya,  en  un  lenguaje  didáctico,  claro  y  simple,  la  descripción  del
instrumento de planificación y sus principales consecuencias.”.

e) Reemplázase,  en su inciso cuarto,  la  frase “la  audiencia pública
indicada en el N° 5” por las expresiones “que venza el plazo para formular
tales observaciones”.

f)  Agrégase,  en  su  inciso  quinto,  después  de  la  expresión  “plan
regulador”, la frase “, dentro de un plazo máximo de 60 días”.

g) Agrégase, en su inciso sexto, a continuación del punto aparte, que
pasa  a  ser  punto  seguido,  la  siguiente  oración:  “Si  el  proyecto  altera  la
propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se
refiere el numeral 5. del artículo 28 bis B, el Alcalde, junto con enviarlo a la
Secretaría Regional Ministerial respectiva, informará de este hecho, dentro
de quinto día, al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para lo dispuesto en la
letra b) del artículo 28 bis E de esta ley, y al Servicio de Impuestos Internos,
identificando la zona afectada, con copia al Concejo Municipal.”.

h) Elimínase su inciso duodécimo.

9) Modifícase el artículo 45 en el siguiente sentido:

a) Elimínanse, en su inciso primero, las expresiones “inciso primero
del”.

b)  Reemplázanse,  en  el  encabezado  de  su  inciso  segundo,  las
expresiones “podrán omitir el trámite previsto en la letra c) del inciso primero
del artículo 43, y, en tal caso, las publicaciones que dispone la letra d) se
entenderán referidas al acuerdo del Consejo de Desarrollo Comunal:”, por la
frase “aplicarán lo dispuesto en los numerales 1. al 6. del inciso segundo del
artículo 43 y en los incisos tercero a quinto del mismo artículo y, una vez
aprobadas tales enmiendas por el Concejo, serán promulgadas por Decreto
Alcaldicio.”.

c) Elimínase su inciso tercero.

10)  Reemplázase  en  el  inciso  segundo  del  artículo  46  la  frase  “el
inciso primero del artículo 43” por las expresiones “los artículos 28 bis B y
43”.

11) Agrégase en el artículo 48, a continuación de la palabra “vigencia”,
la  siguiente  frase:  “y,  en  todo  caso,  los  planes  reguladores  comunales
deberán ser actualizados cada 15 años”.

Artículo Segundo.- Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo 3°
del decreto ley N° 1.939, de 1977, del Ministerio de Tierras y Colonización,
que establece Normas sobre Adquisición, Administración y Disposición de
Bienes del Estado: 

“El Ministerio mantendrá la información de los bienes a que se refieren
los incisos precedentes en un sistema informático georreferencial, disponible
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en su  sitio  web institucional,  con el  fin  de  permitir  conocer  su  ubicación,
avalúo, titularidad, destino y demás antecedentes que señale el reglamento a
que hace referencia el inciso anterior.”.

Artículo Tercero.-  Modifícase el  decreto con fuerza de ley N° 1, de
1998,  del  Ministerio  de  Hacienda,  que fija  el  texto  refundido,  coordinado,
sistematizado y actualizado de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial:

Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:

a)  Agréganse los  siguientes  incisos  segundo y  tercero,  pasando el
actual inciso segundo a ser cuarto y así sucesivamente:

“No  obstante  lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior,  el  Servicio  de
Impuestos Internos deberá reavaluar, en el período comprendido entre dos
reavalúos  nacionales,  aquellas  comunas  o  sectores  de  éstas  en  que  se
produzca una ampliación en el límite urbano de un plan regulador. Para estos
efectos, el  Servicio de Impuestos de Internos deberá ser informado por la
autoridad que promulgue los respectivos planes reguladores del hecho de la
publicación de éstos, dentro del plazo de tercero día.

Para efectos del reavalúo a que se refiere el inciso anterior, el Servicio
de Impuestos Internos tendrá un plazo de seis meses contados desde que
reciba la información señalada.”.

b) Agrégase el siguiente inciso sexto, a continuación del inciso tercero
que pasa a ser quinto, pasando el actual inciso cuarto a ser séptimo y así
sucesivamente:

“No obstante lo establecido en el inciso anterior, a aquellos predios
cuyo avalúo se determine conforme a lo dispuesto en el inciso segundo, se
les girará el  total  del  impuesto reavaluado en el  semestre anterior al  que
corresponda aplicarle el nuevo avalúo fiscal.”.

Artículo  Cuarto.-  Apruébase  la  siguiente  Ley sobre  Incrementos  de
Valor por Ampliaciones de los Límites Urbanos: 

“Artículo 1°.- Hecho gravado. Se gravará con impuesto a la renta con
una  tasa  de  10%,  la  parte  del  mayor  valor  obtenido  en  aquellas
enajenaciones a título oneroso de bienes raíces situados en Chile,  derechos
reales constituidos en ellos, o de cuotas poseídas en comunidad respecto de
tales  bienes,  que  se  encuentren  en  zonas  incluidas  en  un  proceso  de
ampliación del límite urbano.

Este impuesto no será deducible como gasto, pero no se gravará con
la tributación dispuesta en el artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta,
contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974.
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Este  impuesto  se  aplicará  a  las  enajenaciones  que  se  efectúen  a
contar de los actos a que hacen referencia los literales a) y b) del número 1
del  artículo  5°  de  esta  ley,  según  corresponda,  y  hasta  la  primera
enajenación que se realice después de la publicación en el Diario Oficial del
plan regulador que amplíe el límite urbano.

La  parte  del  mayor  valor  gravado  a  que  hace  referencia  el  inciso
primero, corresponderá al incremento de valor experimentado en el proceso
de ampliación del límite urbano, según lo establecido en el artículo 4° de esta
ley.

No estarán gravadas con este impuesto aquellas enajenaciones a que
se refiere  el  inciso  primero,  que se  realicen transcurridos  dieciocho años
contados desde que cualquiera de los siguientes hechos ocurra primero:

a) La fecha de publicación en el Diario Oficial del plan regulador que
amplíe el límite urbano, o

b) Desde el cumplimiento de un plazo de siete años a contar de la
fecha  de  notificación  contemplada  en  el  numeral  1  del  artículo  8°  de  la
presente ley.

Lo dispuesto en el  inciso anterior no se aplicará cuando los bienes
referidos se enajenen en el marco de operaciones de leasing.

Con  todo,  si  la  modificación  que  amplía  el  límite  urbano  fuese
rechazada, no será aplicable el impuesto a que se refiere el inciso primero
respecto de aquellas enajenaciones que ocurran a contar de dicho evento.
Tampoco se  aplicará  el  impuesto  respecto  de aquellas  enajenaciones de
bienes raíces que ocurran con posterioridad a su exclusión de la zona de
ampliación del límite urbano por modificaciones al plan regulador, conforme a
lo establecido en el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43,
ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Tampoco se aplicará este impuesto en los casos de enajenaciones
forzadas  en  cumplimiento  de  una  ley  especial  o  general  que  autorice  la
expropiación por causa de utilidad pública o del interés nacional.

Artículo 2°.- Exenciones. El impuesto a que se refiere el artículo 1° de
la presente ley no se aplicará a aquellas enajenaciones en que el precio o
valor  asignado a  ellas  no  exceda,  a  la  fecha de perfeccionamiento  de la
enajenación,  el  equivalente  a  5.000  unidades  de  fomento.  Para  estos
efectos, se considerará la suma de los precios o valores asignados a las
enajenaciones que efectúe el contribuyente de la totalidad de los derechos
reales  constituidos  sobre  los  bienes  raíces  o  de  las  cuotas  poseídas  en
comunidad respecto de tales bienes, dentro del año comercial respectivo.

Artículo 3°.- El impuesto establecido en el artículo 1° de esta ley, se
aplicará con independencia de lo establecido en el artículo 17 número 8 letra
b)  de  la  Ley sobre  Impuesto  a  la  Renta,  contenida  en  el  artículo  1°  del
decreto ley N° 824, de 1974, o del régimen general de tributación que resulte
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aplicable al mayor valor obtenido en las enajenaciones referidas conforme a
dicha ley, y sin perjuicio de la tributación que resulte aplicable conforme a las
disposiciones antes señaladas.

Artículo 4°.- Base imponible. Para determinar la parte del mayor valor
que corresponda al incremento de valor experimentado en la ampliación del
límite  urbano derivado de un proceso de cambio a un plan regulador,  se
deducirá del valor comercial final el valor comercial inicial que corresponda,
los que serán determinados de conformidad con lo dispuesto en los artículos
5° y 6° siguientes. De la misma forma, se deberá deducir del valor comercial
final,  la  variación positiva que haya experimentado el  valor  de los bienes
raíces rurales, expresado en porcentaje, entre el mes anterior a aquel en que
se fije el valor comercial inicial y el mes anterior a aquel en que se fije el valor
comercial  final.  Para  tales  efectos,  el  Servicio  de  Impuestos  Internos
publicará mensualmente un índice de variación del valor de los bienes raíces
rurales, el que reflejará la variación, en los últimos doce meses, del valor que
hayan tenido las enajenaciones de bienes raíces rurales situados en Chile o
de  cuotas  poseídas  en  comunidad  respecto  de  tales  bienes.  Para  la
elaboración  del  índice  referido,  se  excluirán  aquellas  enajenaciones  que
recaigan sobre bienes raíces que se encuentren en zonas incluidas en un
proceso de ampliación del límite urbano a que hace referencia esta ley. El
Servicio  de  Impuestos  Internos,  mediante  resolución  dictada  al  efecto,
deberá determinar la metodología de cálculo de este índice, previa consulta
pública obligatoria en los términos establecidos en el número 1° de la letra A
del inciso segundo del artículo 6° del Código Tributario.

 Los  valores  comerciales  inicial  y  final  así  determinados,  serán
convertidos a su equivalente en unidades de fomento, según el valor vigente
de ésta a la fecha de determinación de cada uno de ellos. 

El  valor  gravado  con  el  impuesto  por  cada  uno  de  los  inmuebles,
expresado en unidades de fomento, será convertido según el valor de ésta a
la fecha del  respectivo acto jurídico o contrato que sirva de título  para la
enajenación, y tal suma se reajustará por la variación experimentada por el
índice de precios al consumidor entre el mes anterior al de la enajenación y
el mes anterior al término del año comercial respectivo.

En ningún caso las diferencias que se puedan generar por aplicación
de estas reglas darán lugar a una devolución de impuestos.

Artículo 5°.- Valor comercial inicial. Para efectos de la presente ley, el
valor  comercial  inicial  será determinado conforme a las siguientes  reglas,
según sea el caso:

1. Para la primera enajenación de un bien raíz,  de derechos reales
constituidos sobre tales bienes o de cuotas poseídas en comunidad respecto
de ellos, que se encuentre gravada con el impuesto a que se refiere esta ley,
el valor comercial inicial se determinará según la tasación que, para este solo
efecto, practique el Servicio de Impuestos Internos. 
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Esta  tasación,  en  adelante  “valor  comercial  inicial  de  referencia”,
deberá realizarse cuando se incorpore un área o sub-área en el proceso de
ampliación del límite urbano a través de alguno de los siguientes actos:

a)  El  acuerdo  del  Concejo  Municipal  o  Consejo  Regional,  según
corresponda, de los términos en que se procederá a diseñar un anteproyecto
de plan regulador que considere una ampliación del límite urbano, a que se
refiere el numeral 5 del artículo 28 bis B del decreto con fuerza de ley N° 458,
de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones. 

b)  La  aprobación  del  plan  regulador  por  la  Secretaría  Regional
Ministerial competente o por el Concejo Municipal, según corresponda, a que
se refieren el  inciso final  del  artículo  36 y el  inciso sexto del  artículo  43,
ambos  de  la  Ley  General  de  Urbanismo  y  Construcciones,  cuyas
modificaciones incluyan bienes raíces no contemplados en el literal anterior
en la ampliación del límite urbano.

2.  Para  las  enajenaciones  de  un  bien  raíz,  de  derechos  reales
constituidos sobre tales bienes o de cuotas poseídas en comunidad respecto
de ellos, realizadas con posterioridad a la primera enajenación que se haya
gravado con el impuesto a que se refiere esta ley, el valor comercial inicial
corresponderá al valor de adquisición del bien respectivo.

3. Tratándose de derechos reales constituidos sobre los bienes raíces
o  de  cuotas  poseídas  en  comunidad  respecto  de  tales  bienes,  para
determinar el valor comercial inicial de cada derecho o cuota se considerará
la  proporción  que  corresponda  de  los  derechos  o  cuotas  sobre  el  valor
comercial inicial del bien raíz respectivo.

Artículo 6°.- Valor comercial final. Para efectos de la presente ley, el
valor  comercial  final  será  determinado  conforme  a  las  siguientes  reglas,
según sea el caso:

1. Para aquellas enajenaciones a que se refieren los literales a) y b)
siguientes,  el  valor  comercial  final  se determinará según la  tasación  que,
para  este  solo  efecto,  practique  el  Servicio  de  Impuestos  Internos.  Esta
tasación en adelante “valor comercial final de referencia” se utilizará en las
siguientes circunstancias:

a) Enajenaciones de bienes raíces, de derechos reales constituidos
sobre ellos o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes,
que sean efectuadas con posterioridad a la publicación en el Diario Oficial de
un  plan  regulador  que  amplíe  el  límite  urbano  de  las  zonas  en  que  se
emplazan, o

b) Enajenaciones de bienes raíces, de derechos reales constituidos
sobre ellos, o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes,
que sean efectuadas después de transcurridos siete años contados desde la
fecha  de  notificación  del  acuerdo  del  Concejo,  a  que  hace  referencia  el
numeral 5 del artículo 28 bis B del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975,
Ley General de Urbanismo y Construcciones, y previo a la publicación en el
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Diario Oficial del plan regulador que amplíe el límite urbano de las zonas en
que se emplazan.

2. Para enajenaciones que se realicen en el tiempo intermedio entre el
inicio del proceso a que hace referencia el numeral 5 del artículo 28 bis B del
decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y
Construcciones  y  antes  de  la  publicación  en  el  Diario  Oficial  de  un  plan
regulador  que  amplíe  el  límite  urbano,  el  valor  comercial  final  será
equivalente al precio estipulado por las partes en la enajenación, a menos
que corresponda aplicar la regla del literal b) del numeral precedente.

3.  Tratándose de las  enajenaciones a que se  refiere  el  número 1.
podrá considerarse como valor comercial  final el  precio estipulado por las
partes  en  la  enajenación.  Los  contribuyentes  que  ejerzan  esta  opción
deberán  acompañar  los  antecedentes  que  justifiquen  que  ese  precio
responde a consideraciones de mercado.

Tratándose de derechos reales constituidos sobre los bienes raíces o
de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, para determinar
el valor comercial final de cada derecho o cuota se considerará la proporción
que corresponda de los derechos o cuotas sobre el valor comercial final del
bien raíz respectivo.

Artículo 7°.- Tasación. Para efectos de la aplicación del  impuesto a
que  se  refiere  la  presente  ley,  el  Servicio  de  Impuestos  Internos  deberá
establecer los valores comerciales iniciales y finales de referencia conforme
a las siguientes reglas:

1. Para los actos a que se refiere el literal a) del numeral 1 del artículo
5° de la  presente  ley,  el  valor  comercial  inicial  de referencia será el  que
corresponda  al  31  de  diciembre  del  año  inmediatamente  anterior  al  de
publicación de la imagen objetivo, según lo establecido en el numeral 2. del
artículo 28 bis B de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 

2. Para los actos a que hace referencia el literal b) del número 1 del
artículo 5° de la presente ley, el valor comercial inicial de referencia será el
que corresponda al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior en que
éstos ocurran.

3. Para las enajenaciones a que se refiere el literal a) del numeral 1
del artículo 6° de la presente ley, el valor comercial final de referencia será el
que  se  determine  dentro  del  plazo  de  seis  meses  contados  desde  la
publicación en el Diario Oficial del plan regulador.

4. Para las enajenaciones a que se refiere el literal b) del numeral 1
del artículo 6° de la presente ley, el valor comercial final de referencia será el
que  se  determine  dentro  del  plazo  de  seis  meses  contados  desde  el
cumplimiento del plazo de siete años a que se refiere el mismo numeral. 

Para establecer el valor comercial inicial de referencia a que aluden
los numerales 1 y 2 del inciso precedente, el Servicio de Impuestos Internos
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tendrá el plazo de seis meses a contar de la notificación y recepción de la
información correspondiente, según lo establecido en el artículo 8°.

Artículo  8°.-  Entrega de información.  La autoridad encargada de la
elaboración  o  promulgación  de  un  plan  regulador,  según  corresponda,
deberá  comunicar  al  Servicio  de  Impuestos  Internos  la  información
establecida en los numerales siguientes. El plazo para el otorgamiento de la
misma será de cinco días contados desde los hechos que se indican en cada
caso: 

1. Las propuestas de modificación del límite urbano adoptadas en el
acuerdo sobre los términos en que se procederá a elaborar el anteproyecto
de plan a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 bis B del decreto con
fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.
En la misma oportunidad, la autoridad deberá comunicar la fecha exacta de
publicación de los documentos que formulan la imagen objetivo, establecida
en el numeral 2 del artículo 28 bis B del mismo cuerpo legal.

2. Las alteraciones o el rechazo de la propuesta de modificación del
límite  urbano  contenida  en  el  acuerdo  a  que  se  refiere  el  numeral  1.
precedente, conforme lo disponen el inciso final del artículo 36 y el inciso
sexto  del  artículo  43,  ambos  de  la  Ley  General  de  Urbanismo  y
Construcciones.

3. Las alteraciones o el rechazo de la propuesta de modificación del
límite  urbano  realizada  por  el  organismo  competente  para  aprobar  en
definitiva el instrumento de planificación territorial.

4. La publicación de un plan regulador que contenga modificaciones al
límite urbano.

En  la  entrega  de  la  información  a  que  se  refiere  este  artículo,  se
deberán  acompañar  los  planos  y  demás  antecedentes  necesarios  para
establecer el valor comercial de referencia de los bienes raíces ubicados en
las  zonas  consideradas  para  estos  efectos,  según  se  determine  en  un
reglamento  suscrito  por  los  Ministros  de  Hacienda  y  de  Vivienda  y
Urbanismo.

Artículo 9°.- Metodología para determinar precios de referencia. Para
establecer  los valores comerciales de referencia el  Servicio de Impuestos
Internos deberá aplicar métodos públicos y objetivos de valoración, siguiendo
un  sistema  generalmente  reconocido  o  que  refleje  adecuadamente  los
valores de mercado de los bienes raíces. El Servicio de Impuestos Internos,
mediante resolución dictada al efecto, deberá individualizar los métodos o
sistemas de valoración que aplicará hacia el futuro, previa consulta pública
obligatoria en los términos establecidos en el  número 1° de la letra A del
inciso segundo del artículo 6° del Código Tributario.

En ningún caso el valor comercial inicial o final de referencia podrá ser
superior  al  valor  de  mercado  de  los  bienes  raíces  ubicados  en  áreas
homogéneas rurales o urbanas, respectivamente, próximas o cercanas. 
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Artículo 10.- Declaración y pago del impuesto, así como liquidación y
giro del mismo, según corresponda. El impuesto a que se refiere esta ley
sólo le será exigible al propietario o poseedor del inmueble o de los derechos
reales constituidos en él o de cuotas poseídas en comunidad en tales bienes,
en  el  momento  en  que  se  verifique  la  enajenación  del  bien  respectivo,
conforme a lo señalado en el artículo 1° de esta ley.

Este impuesto deberá ser declarado y pagado por el enajenante sobre
la base de la renta percibida o devengada, conforme a lo dispuesto en los
artículos 65 número 1 y 69 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Cuando  dicho  impuesto  no  fuere  declarado  ni  pagado  por  el
contribuyente respectivo, el  Servicio de Impuestos Internos procederá a la
liquidación y giro del mismo, previa citación conforme a lo dispuesto en el
artículo 63 del Código Tributario.

El valor asignado en la enajenación, así como la liquidación y giro del
impuesto único correspondiente, será susceptible de tasación de acuerdo a
los  artículos  64  del  Código  Tributario  y  17  número  8  de  la  Ley  sobre
Impuesto a la Renta y de fiscalización conforme a las reglas generales. 

En caso de que, pendiente la determinación del valor comercial inicial
o  final  de  referencia,  según corresponda,  los bienes raíces,  los  derechos
reales constituidos en ellos o las cuotas poseídas en comunidad respecto de
tales  bienes  comprendidos  en  la  ampliación  del  límite  urbano  sean
enajenados,  el  Servicio  de  Impuestos  Internos  podrá  liquidar  y  girar  los
impuestos  que  hubiere  correspondido  aplicar  conforme  a  los  valores
establecidos en los artículos 5° y 6°, ambos de la presente ley, en el mes
siguiente de publicada la tasación.

Artículo  11.-  Reclamo.  El  contribuyente  podrá  reclamar  de  la
liquidación y giro conforme a las reglas generales del Código Tributario. En la
liquidación  y  giro  de  este  impuesto,  el  Servicio  de  Impuestos  Internos
comunicará  al  contribuyente  el  detalle  de  los  valores  comerciales  de
referencia  que  haya  utilizado  y  de  aquellos  valores  que  determine  por
aplicación del  artículo 64 del  Código Tributario en caso que corresponda,
respecto  de  los  cuales  también  podrá  reclamarse  conforme  a  las  reglas
generales del Código Tributario.

Artículo  12.-  Los  recursos  que  se  recauden  por  aplicación  del
impuesto establecido en la presente ley se distribuirán de la siguiente forma:

a)  Un  37,5%  se  incorporará  al  patrimonio  de  la  municipalidad
correspondiente a la comuna en que se encuentre situado el respectivo bien
raíz, para ser aplicado por la autoridad comunal al financiamiento de obras
de desarrollo local. Si el bien raíz se encuentra situado en varias comunas, la
recaudación se repartirá entre ellas en proporción a la parte de la superficie
total que corresponda a cada una.

b) Un 62,5% se incorporará al patrimonio del Fondo Común Municipal
establecido en el artículo 14 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de
Municipalidades,  cuyo  texto  refundido,  coordinado  y  sistematizado  se
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contiene en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del
Interior.

El Servicio de Tesorerías recaudará el referido impuesto y pondrá a
disposición de las respectivas municipalidades y del Fondo Común Municipal
los  recursos  correspondientes,  dentro  del  mes  subsiguiente  al  de  su
recaudación.

Artículo transitorio.- Las normas contenidas en la presente ley entrarán
en vigencia un año después de su publicación en el Diario Oficial.”.”

Tratado y acordado en sesiones de fechas 8 de julio; 5, 12, y 19 de
agosto; 2, 9 y 30 de septiembre; 7 de octubre; 4 y 11 de noviembre; 16 de
diciembre de 2015; 2, 9, 23 de marzo; 6, y 13 de abril, y 11de mayo de 2016,
con la asistencia de los diputados (as) señores (as) León, don Roberto y
Jarpa, don Carlos Abel (Presidente); Álvarez, doña Jenny;  señorita Cariola,
doña  Karol  (Vallejo,  doña  Camila);  Carvajal,  doña  Loreto  (Farcas,  don
Daniel);  Fernández, doña Maya, y Nogueira, doña Claudia; Espinoza, don
Fidel; García, don René Manuel; Hernando, doña Marcela; Norambuena, don
Iván; Pilowsky, don Jaime; Robles, don Alberto; Sepúlveda, doña Alejandra;
Tuma,  don  Joaquín,  y  Urrutia,  don  Osvaldo.  Concurrieron,  además,  los
diputados señores Browne, don Pedro y Letelier, don Felipe.
  

         Sala de la Comisión, a 24 de mayo  de 2016.

JAVIER ROSSELOT JARAMILLO
          Abogado Secretario de la Comisión
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